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(Es la hora 10 y 21) 


— Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos Internos relativo a la integración del 
Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
a la Cámara aprobar las siguientes solicitudes 
de licencia: 


Del señor Representante Oscar Magurno, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N* 16.465, por el día 14 de 
diciembre de 2000, convocándose al suplente 
correspondiente siguiente, señor Miguel Dicancro. 


Del señor Representante Brum Canet, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N* 16.465, por el día 14 de 
diciembre de 2000, convocándose al suplente 
siguiente, señor Jorge Patrone. 


Del señor Representante Félix Laviña, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N* 16.465, por el día 14 de 
diciembre de 2000, convocándose al suplente 
correspondiente siguiente, señor Diego Martínez. 


Del señor Representante Jorge Orrico, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N* 16.465, por el día 14 de 
diciembre de 2000, convocándose al suplente 
siguiente, señor Pablo Ferrer. 


Del señor Representante Jorge Barrera, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N* 16.465, por el día 14 de 
diciembre de 2000, convocándose al suplente 
correspondiente siguiente, señor Humberto 
Bellora. 


De la señora Representante Silvana Charlone, 
para que se prorrogue por enfermedad, literal A) 
dei artículo único de la Ley N* 16.465, y por el 
día 14 de diciembre de 2000 la licencia 
oportunamente concedida, convocándose para 
continuar integrando la respectiva representa- 
ción, el suplente siguiente señor Jorge Pandolfo. 


De! señor Representante Luis Gallo Imperiale, 
por motivos personales, inciso tercero del 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


Jueves 14 de diciembre de 2000 


artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 14 y 18 de 
diciembre de 2000, convocándose al suplente 
siguiente, señor Luis Gallo Cantera. 


Del señor Representante Juan Domínguez, 
sin remuneración, inciso cuarto del artículo 
único de la Ley N* 16.465, por el período 
comprendido entre los días 15 y 21 de diciembre 
de 2000, convocándose al suplente correspon- 
diente siguiente, señor Víctor Braccini. 


Visto la licencia oportunamente concedida al 
señor Representante Ricardo Molinelli, y ante la 
denegatoria de los suplentes correspondientes 
de aceptar la convocatoria realizada, la Corte 
Electoral, ante solicitud de la Cámara, proclama 
nuevos suplentes y se convoca por el día 15 de 
diciembre de 2000 al suplente correspondiente 
siguiente, señor José Orihuela". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cuarenta y cinco en cuarenta y siete: 
Atirmativa. 


En consecuencia, quedan convocados los 
correspondientes suplentes, quienes se incorpo- 
rarán a la Cámara en las techas indicadas. 


(Antecedentes:) 


"Montevideo, 13 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo previsto por la Ley N* 16.465, 
solicito al Cuerpo que tan dignamente preside 
se sirva concederme el uso de licencia por 
razones personales por el día 14 de diciembre 
del año en curso. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Oscar Magurno 
Representante por Montevideo". 
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“Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Oscar Magurno. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el día 14 de diciembre de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N2 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 14 de diciembre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Oscar Magurno. 


2) Convóquese por Secretaría, por el día 14 
de diciembre de 2000, al suplente correspon- 
diente siguiente de la hoja de votación N* 2000 
del Lema Partido Colorado, señor Miguel 
Dicancro. 


Sala de la Comisión, 14 de diciembre de 
2000. 


Guillermo Alvarez, José 


María Mieres". 


"Montevideo, 13 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Sr. Presidente: 


Por la presente solicito al Cuerpo que usted 
preside licencia por el día jueves 14 del 
corriente año, convocando a mi suplente corres- 
pondiente. 


El motivo es personal. 


Sin otro particular, 
atentamente. 


saludo a usted muy 


Brum Canet 
Representante por Montevideo". 
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Texto de la Citación 


Montevideo, 13 de diciembre de 2000, 


LA CAMARA DE REPRESENTANTES se 
reunirá, en sesión extraordinaria y perma- 
nente (literal d) del numeral 7? del artículo 
168 de la Constitución), en régimen de 
intermedio, mañana jueves 14, a la hora 10, 
con el fin de considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Fomento del empleo y mejoras de la 
Administración. (Normas). (Carp. 769/000). 
(Informado). (En discusión). 

Rep. 417 y Anexo 1 


Horacio D. Catalurda 
Margarita Reyes Galván 
Secretarios 


"Montevideo, 13 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Habiendo sido convocado por ese Cuerpo, en 
mi calidad de suplente por el Representante 
Nacional Brum Canet, comunico mi renuncia por 
esta única vez, solicitando la convocatoria de mi 
suplente correspondiente. 


Sin otro particular, saludo al Sr. Presidente 
muy atentamente. 


Daniel Mesa". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Brum Canet. 


CONSIDERANDO: ll) Que solicita se le 
conceda licencia por el día 14 de diciembre de 
2000. 


Il) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que ha sido objeto el suplente 
correspondiente siguiente, señor Daniel Mesa. 
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ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, por el inciso 
tercero del artículo único de la Ley N* 16.465, 
de 14 de enero de 1994, y en el artículo tercero 
de la Ley N?2 10.618, de 24 de mayo de 1945. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 14 de diciembre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Brum Canet. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha 
presentado el suplente correspondiente siguien- 
te, señor Daniel Mesa. 


3) Convóquese por Secretaría, por el día 14 
de diciembre de 2000, al suplente correspon- 
diente siguiente de la hoja de votación N* 2121 
del Lema Partido Encuentro Progresista-Frente 
Amplio, señor Jorge Patrone. 


Sala de la Comisión, 
2000. 


14 de diciembre de 


José 
Miguel 


Guillermo Alvarez, 
María Mieres, 
Dicancro". 


"Montevideo, 13 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Tengo el agrado de dirigirme a usted a 
efectos de solicitar licencia por motivos perso- 
nales, al amparo de lo establecido en la Ley 
N2 16.465, el día jueves 14 de diciembre del 
corriente, convocando a mi suplente respectivo. 


Saluda a usted atentamente. 
Félix Laviña 
Representante por Montevideo". 
"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Félix Laviña. 


Jueves 14 de diciembre de 2000 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el día 14 de diciembre de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N2 16.465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 14 de diciembre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Félix Laviña. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el día 14 de 
diciembre de 2000, al suplente correspondiente 
siguiente de la hoja de votación N* 15 del Lema 
Partido Colorado, señor Diego Martínez. 


Sala de la Comisión, 13 de diciembre de 
2000. 


José 
Miguel 


Guillermo Alvarez, 
María Mieres, 
Dicancro". 


"Montevideo, 14 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por medio de la presente solicito al Cuerpo 
que Ud. preside se me conceda licencia por 
motivos particulares el día jueves 14 de los 
corrientes. 


Sin otro motivo, saludo a Ud. muy atte. 


Jorge Orrico 
Representante por Montevideo”. 


"Montevideo, 14 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Habiendo sido convocado por el Cuerpo que 
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Ud. preside en mi calidad de suplente del 
Representante Nacional Dr. Jorge Orrico, comu- 
nico mi renuncia por esta única vez el día 14 
del corriente año, solicitando la convocatoria del 
suplente correspondiente. 


Sin otro particular, saludo al Señor Presiden- 
te muy atentamente. 


Jorge Zás". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Jorge Orrico. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le 
conceda licencia por el día 14 de diciembre de 
2000, 


1!) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toría de que fue objeto el suplente siguiente, 
señor Jorge Zás. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el 
artículo tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de 
mayo de 1945, y por el inciso tercero del artículo 
único de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 
1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 14 de diciembre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Jorge Orrico. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, 
presenta el suplente correspondiente siguiente, 
señor Jorge Zás. 


3) Convóquese por Secretaría, por el día 14 
de diciembre de 2000, al suplente correspon- 
diente siguiente de la hoja de votación N* 2121 
del Lema Partido Encuentro Progresista-Frente 
Amplio, señor Pablo Ferrer. 


Sala de la Comisión, 14 de diciembre de 


2000. 
Guillermo Alvarez, José 
María Mieres, Miguel 
Dicancro". 


"Montevideo, 14 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Tengo el agrado de dirigirme a usted a efec- 
tos de solicitar licencia por motivos personales, 
al amparo de lo establecido en la Ley N* 16.465, 
el día jueves 14 de diciembre del corriente, 
convocando a mi suplente respectivo. 


Saluda a usted muy atentamente. 


Jorge Barrera 
Representante por Montevideo". 


"Montevideo, 14 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Habiendo sido convocado en mi calidad de 
suplente del Diputado Jorge Barrera, para 
integrar ese Cuerpo, comunico a usted que por 
esta única vez no acepto la referida convoca- 
toria. 


Saluda a usted muy atentamente. 


Leonardo Costa". 


"Montevideo, 14 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Comunico a usted que no acepto por esta 
única vez la convocatoria formulada por este 
Cuerpo por la licencia solicitada por el Diputado 
Jorge Barrera. 


Saluda a usted muy atentamente. 


Guillermo Silva Grucci". 
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"Montevideo, 14 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Comunico a usted que no acepto por esta 
única vez la convocatoria tormulada por este 
Cuerpo por la licencia solicitada por el Diputado 
Jorge Barrera. 


Saluda a usted muy atentamente. 


Alvaro Berruti". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Jorge Barrera. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le 
conceda licencia por el día 14 de diciembre de 
2000. 


ll) Que, por esta vez, no aceptan la 
convocatoria de que han sido objeto los 
suplentes correspondientes siguientes, señores 
Leonardo Costa, Guillermo Silva Grucci y Alvaro 
Berrutti, y el suplente siguiente, señor Diego 
Martínez integra la Cámara por el día 14 de 
diciembre de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artículo 
tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 
1945, y por el inciso tercero del artículo único 
de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 1994, 


la Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 14 de diciembre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Jorge Barrera. 


2) Acéptanse las negativas que, por esta vez, 
han presentado los suplentes correspondientes 
siguientes, señores Leonardo Costa, Guillermo 
Silva Grucci y Alvaro Berrutti. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el día 14 de 
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diciembre de 2000, al suplente correspondiente 
siguiente de la hoja de votación N* 15 del Lema 
Partido Colorado, señor Humberto Bellora. 


Sala de la Comisión, 14 de diciembre de 
2000. 


Guillermo Alvarez, José 
María Mieres, Miguel 
Dicancro". 


"Montevideo, 13 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Me dirijo a Ud. a fin de solicitar al Cuerpo 
que Ud. preside prórroga de licencia por 
enfermedad, de acuerdo a lo dispuesto en el 
literal A) del artículo 1% de la Ley N* 16.465, 
el día 14 de diciembre del corriente año. 


Sin más saludo a Ud. muy atte. 


Silvana Charlone 
Representante por Montevideo". 


"Montevideo, 13 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


El que suscribe Jorge Mazzarovich, Cédula 
de Identidad N* 946.301-3. En mi calidad de 
primer suplente, de la Sra. Representante 
Nacional Silvana Charlone, quien ha solicitado 
licencia por el día 14 de diciembre de 2000. 


Comunico a Ud. que me encuentro imposibi- 
litado por esta vez de asumir el cargo de 
Representante para el cual fui convocado por 
ese Cuerpo. 


Sin otro particular, 
atentamente. 


saludo a Ud. muy 


Jorge Mazzarovich". 


“Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por enferme- 
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dad oportunamente concedida a la señora 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Silvana Charlone. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
prorrogue la misma por el día 14 de diciembre 
de 2000. 


11) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que fue objeto el suplente siguiente, 
señor Jorge Mazzarovich. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artículo 
tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 
1945, y por el literal A) del artículo único de la 
Ley N* 16.465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Prorrógase por el día 14 de diciembre de 
2000 la licencia por enfermedad oportunamente 
concedida por el período comprendido entre los 
días 12 y 13 de diciembre de 2000, a la señora 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Silvana Charlone. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, 
presenta el suplente siguiente, señor Jorge 
Mazzarovich. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el día 14 de 
diciembre de 2000, al suplente correspondiente 
siguiente de la hoja de votación N* 90 del Lema 
Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
señor Jorge Pandolto. 


Sala de la Comisión, 14 de diciembre de 


2000. 


José 
Miguel 


Guillermo Alvarez, 
María Mleres, 
Dicancro". 


“Montevideo, 13 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 


De mi consideración: 


Por la presente solicito al Cuerpo que usted 
preside, licencia por motivos personales por el 
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período que va del 14 al 18 de diciembre de 
2000. 


Sin más, saluda atentamente. 


Luis José Gallo Imperiale 
Representante por Canelones". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Canelones, Luis Gallo Imperiale. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 14 y 18 de diciembre de 2000, 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N2 16,465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
14 y 18 de diciembre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Canelo- 
nes, Luis Gallo Imperiale. 


2) Convóquese para integrar la referida 
representación, por el mencionado lapso, al 
suplente correspondiente siguiente de la hoja de 
votación N? 2121 del Lema Partido Encuentro 
Progresista-Frente Amplio, señor Luis Gallo 
Cantera. 


Sala de la Comisión, 14 de diciembre de 
2000. 


José 
Miguel 


Guillermo Alvarez, 
María Mieres, 
Dicancro". 


"Montevideo, 14 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Por este medio solicito licencia sin sueldo 
desde el 15 al 21 de diciembre de 2000. 
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Sin otro particular, le saluda atentamente. 


Juan José Domínguez 
Representante por Montevideo". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia sin goce de 
remuneración, del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Juan Domínguez. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 15 y 21 de diciembre de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y en el inciso 
cuarto del artículo único de la Ley N* 16.465, 
de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia sin goce de remune- 
ración, por el período comprendido entre los 
días 15 y 21 de diciembre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Juan Domínguez. 


2) Convóquese para integrar la referida 
representación, por el mencionado lapso, al 
suplente correspondiente siguiente de la hoja de 
votación N* 609, del Lema Partido Encuentro 
Progresista-Frente Amplio, señor Víctor Braccini. 


Sala de la Comisión, 14 de diciembre de 
2000. 


Guillermo Alvarez, José 
María Mieres, Miguel 
Dicancro”. 


"Corte Electoral 


Montevideo, 12 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 


Señor Presidente: 


Pongo en su conocimiento que la Corte 
Electoral en acuerdo celebrado en el día de hoy, 
visto que el Representante Nacional por el 
departamento de Paysandú Sr. Ricardo Molinelli 
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electo por la hoja de votación N* 2000 del Lema 
Partido Colorado ha solicitado licencia por el día 
15 de diciembre de 2000, y al haber declinado 
por esta vez la convocatoria los suplentes 
correspondientes, resolvió proclamar Represen- 
tante Nacional al quinto titular Sr. Sergio Silva 
y suplentes Sres. Esther Valiente, José Orihuela 
y Luis A. Ziminov. 


Dichas proctamaciones se hacen con carácter 
temporal y por el término de la licencia 
concedida al Representante Nacional señor 
Ricardo Molinelli y en el concepto de que se han 
cumplido las condiciones establecidas en el 
artículo 116 de la Constitución de la República, 
por el artículo 32 de la Ley N*? 10.618 de 24 de 
mayo de 1945 y en el inciso 3* del artículo único 
de la Ley N?2 16.465, de 14 de enero de 1994. 


Saludo al señor Presidente con mi 
distinguida consideración. 


más 


Carlos A. Urruty 
Presidente 
Alfonso Mario Cataldi 
Secretario Letrado". 


"Montevideo, 14 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente comunico a usted que, por 
esta vez, no he de aceptar la convocatoria para 
integrar el Cuerpo de la cual he sido objeto. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Sergio Silva". 


"Montevideo, 14 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente comunico a usted que, por 
esta vez, no he de aceptar la convocatoria para 
integrar el Cuerpo de la cual he sido objeto. 


Jueves 14 de diciembre de 2000 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Esther Valiente". 


"Comisión de Asuntos internos 


VISTO: La licencia por motivos personales 
oportunamente concedida al señor Represen- 
tante por el departamento de Paysandú, Ri- 
cardo Molinelli por el día 15 de diciembre de 
2000. 


CONSIDERANDO: 1) Que habiéndose agota- 
do la nómina de suplentes se solicitó a la Corte 
Electoral la proclamación de nuevos suplen- 
tes. 


11) Que la Corte Electoral ha proclamado, por 
oficio N* 3933/00, al señor Sergio Silva, señora 
Esther Valiente, y señores José Orihuela y Luis 
Ziminov nuevos suplentes. 


lll) Que, por esta vez, no aceptan la 
convocatoria de que fueron objeto los suplentes 
siguientes, señor Sergio Silva y señora Esther 
Valiente. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artícu- 
lo tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de ma- 
yo de 1945, y en el inciso tercero del artículo 
único de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 
1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Acéptanse las negativas que, por esta vez, 
han presentado los suplentes siguientes, señor 
Sergio Silva y señora Esther Valiente. 


2) Convóquese por Secretaría, por el día 15 
de diciembre de 2000, al suplente correspon- 
diente siguiente de la hoja de votación N* 2000, 
del Lema Partido Colorado, señor José Orihue- 
la. 


Sala de la Comisión, 14 de diciembre de 


2000. 
Guillermo Alvarez, José 
María Mieres, Miguel 
Dicancro”. 
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2.— Fomento del empleo y 


mejoras de la Adminis- 
tración. (Normas) 


— Continúa la consideración del asunto motivo 
de la convocatoria: "Fomento del empleo y 
mejoras de la Administración. (Normas)". 

En el día de ayer consideramos la Sec- 
ción IV, en la que aplazamos la discusión de 
algunos artículos. La Mesa pregunta al señor 
Diputado Bayardi si pasamos a considerar los 
artículos 12, 14, 18 y 25 o si caminamos por 
otro andarivel. 


SEÑOR BAYARDI.— Al levantarse el interme- 
dio de la sesión de ayer votamos parte de la 
Sección IV y restaba considerar los artículos 
desglosados, que eran el 12, el 14, el 18 y el 
25. 

Entonces, correspondería abordar la conside- 
ración de esos artículos desglosados. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Léase el 
artículo 12, tal como viene de la Comisión. 


(Se lee:) 


"Artículo 12.— Créanse dos Juzgados 
Letrados de Concursos, por transformación 
de dos Juzgados Letrados en Primera 
Instancia en lo Civil. 


Estos Tribunales conocerán en primera 
instancia en todos fos procedimientos 
concursales: concursos civiles, concordatos, 
moratorias de sociedades anónimas, quie- 
bras y liquidaciones judiciales cuya compe- 
tencia corresponda al departamento de Mon- 
tevideo”. 


— Léase el aditivo al artículo 12, que figura en 
la Hoja N* 10, presentado por los señores 


Diputados Barrios, Bentancor, Domínguez, 
Fonticiella y Pintado. 
(Se lee:) 
"En los restantes departamentos de la 


República, esta competencia será ejercida 
por los respectivos Juzgados Letrados que 
entiendan en materia Civil”. 


— En discusión. 


SEÑOR FONTICIELLA.— Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FONTICIELLA.— Señor Presidente: 
la presentación de este aditivo, sobre el que 
hemos estado conversando con los demás 
miembros de la Comisión pertenecientes a las 
otras fuerzas políticas, tiene como objetivo que 
quede preceptivamente establecida la competen- 
cia de los Jueces Letrados de las capitales del 
interior para atender en sus respectivos Juzga- 
dos los casos que tengan que ver con la materia 
consensual. 

En las consultas que hemos realizado a los 
miembros de la Asociación de Magistrados, a 
título personal e individual nos respondieron que 
en general los Jueces Letrados en el interior 
asumen las competencias, pero hay casos en 
que se eximen de hacerlo, porque aducen no 
tener esas competencias y refieren esos casos 
hacia la capital del país. 

A fin de que la normativa igualara la realidad 
de todos los ciudadanos en el interior del país, 
nuestra fuerza política entiende conveniente que 
quede preceptivamente establecido en este 
proyecto que esta competencia corresponde a 
los Juzgados Letrados de las capitales depar- 
tamentales. 

A través de este aditivo se estaría subsanan- 
do una situación que en algunos lugares se da 
de una manera y en otros de otra; se nos ha 
informado que existe jurisprudencia al respecto, 
pero sería menos que la que estaría avalando 
que las competencias estén en las capitales. 

Además de estas razones de carácter 
netamente jurídico, existen razones de carácter 
social que avalan nuestro razonamiento. Cuando 
un individuo tiene la desgracia de caer en una 
situación de quiebra o de concurso, naturalmen- 
te entra en una situación de crisis, tanto él como 
sus acreedores, sus empleados, es decir, todo 
el universo que lo rodea. Si la competencia del 
Juez está preceptivamente en el lugar donde 
suceden los hechos, lograremos que haya 
normas claras para los involucrados y que 
socialmente ellos tengan costos menores. 

Naturalmente, hemos planteado este tema a 
los demás partidos políticos con mucha antela- 
ción y estamos esperando una respuesta 
concreta sobre el particular. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 
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SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Señor Presiden- 
te: es verdad lo que dice el señor Diputado 
Fonticiella con relación a la respuesta que nos 
habíamos comprometido a dar sobre los Juzga- 
dos Letrados y sus competencias. 

El artículo 12 del proyecto es muy claro en 
su propuesta. Se establecen dos Juzgados 
Letrados de Concursos por la vía de transformar 
dos Juzgados Letrados de Primera Instancia en 
lo Civil; en cuanto a los restantes, sus 
competencias siguen estando bajo el régimen de 
la Ley N* 15.750, que es la Ley Orgánica de 
la Judicatura y de Organización de Tribunales 
-la conocida LOT-, donde se establece que los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia del 
interior serán los que tengan competencia sobre 
dichos asuntos. 

Si interpretamos directamente el artículo 12 
y tomamos en cuenta la Ley de Organización de 
Tribunales -LOT-, no cabe la menor duda de 
que, salvo en los departamentos donde la 
competencia sea especializada -donde existan 
Juzgados especializados diferenciados por ma- 
terias, por ejemplo, civil, laboral, etcétera-, la 
competencia será asumida por estos Juzgados. 

De esta manera, creo contestar al querido 
amigo, señor Diputado Fonticiella, en cuanto al 
estudio que hemos hecho y que dio como 
resultado que el aditivo presentado es innece- 
sario. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Pido la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señor 
Presidente: participamos de la preocupación que 
en este sentido plantean el señor Diputado 
Fonticiella y la bancada del Frente Amplio. Sin 
embargo, creemos que a través del aditivo 
propuesto no se soluciona la problemática de la 
distribución de la competencia. Cuando se 
analiza la Ley N* 15.750, que distribuye la 
competencia judicial, en el artículo 33 se 
establece lo siguiente: "En los casos de 
concurso de acreedores, serán tribunales com- 
petentes los del lugar en que el deudor tuviese 
su domicilio y según la cantidad" -también hay 
una distribución entre Juzgados de Paz y 
Juzgados Letrados según la cuantía- "salvo lo 
dispuesto en el Código de Comercio y leyes 
especiales”. 

En toda 


la matería concursal, que está 
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desperdigada en leyes que vienen desde 
principios de siglo, contenidas en el Código de 
Comercio y en otra serie de leyes especiales, 
se ha ido atribuyendo competencias para cada 
procedimiento específico, pudiéndose dar el 
caso de que la competencia sea de Montevideo. 
Pero ésta no fue la voluntad del Poder Ejecutivo 
porque, sencillamente, su propuesta era crear 
dos Juzgados Letrados Nacionales, con lo cual 
se eliminaban todas las disquisiciones con 
respecto a la competencia. En la Comisión 
modificamos ese criterio; decidimos mantener la 
distribución de competencias tal como estaba, 
sin perjuicio de abordar con las bancadas del 
Frente Amplio y del Partido Nacional su estudio 
caso por caso, en una instancia posterior a la 
aprobación de este proyecto de ley, a los 
efectos de dar un criterio orgánico. Voy a poner 
un ejemplo. La ley que estamos mencionando 
-la Ley Orgánica de la Judicatura y de 
Organización de los Tribunales- tiene 170 
artículos; no es una materia sencilla. Por ello, 
creo que el aditivo propuesto no resuelve el 
fondo del problema; es más: nos puede causar 
alguno no previsto. 

Por lo tanto, opinamos que habría que dejar 
la competencia tal como está distribuida, hasta 
que haya un proyecto en la materia que unifique 
las nóminas y las reglas que están desperdigadas 
por todos lados, en cada tipo de procedimiento, 
y logremos alcanzar el consenso de toda la 
Cámara en cuanto a un procedimiento de 
distribución. 

Me parece que es apresurado incluirlo ahora, 
porque en la Comisión no hemos hecho el 
estudio de esa normativa y podríamos estar 
cometiendo un error con la votación de este 
aditivo. Sí entendemos que podríamos hacer la 
referencia a que en los Juzgados del interior la 
competencia se distribuirá de acuerdo con lo 
que dispone el artículo 33 de la Ley N? 15.750, 
para que quede claro que ese artículo sigue 
vigente y que son competentes los Tribunales 
del domicilio del deudor, según la cuantía, salvo 
lo que dispongan las normas del Código de 
Comercio y otras leyes especiales. 

Propongo hacer esto hasta que podamos 
abordar un proyecto en serio, relativo a una 
diferente distribución. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 12 tal como viene de la Comisión. 


(Se vota) 
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— Setenta y tres en setenta y cuatro: Afirma- 
tiva. 


Con respecto al aditivo, al señor Diputado 
Fonticiella ya dio su explicación. 


SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BAYARDI.— Señor Presidente: quie- 
ro preguntar si los aditivos se discutirán y se 
votarán al final de la sección, como hicimos en 
la sesión de ayer, o si lo vamos a hacer ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Ayer hici- 
mos el paquete al final, que a mi entender dio 
más tranquilidad, pues las fuerzas políticas 
hacían el envión y hablaban en general. Me 
parece más sensato ese camino. 

Léase el artículo 14. 


(Se lee:) 


"Artículo 14.— Sustitúyense los artícu- 
¡os 70 de la Ley N* 2.230, de 2 de junio de 
1893 y 1767 del Título XIX del Código de 
Comercio, los que quedarán redactados de la 
siguiente forma: 


'ARTICULO 70.— Admitida la gestión el 
Juez nombrará en el mismo acto dos 
acreedores elegidos entre los doce de 
mayor monto que no sean privilegiados, ni 
sociedades vinculadas controlantes o inte- 
grantes de un mismo grupo económico con 
la gestionante, con la finalidad de interve- 
nir e informar sobre el giro de los 
negocios. 


ARTICULO 1767.— La intervención que 
tendrá el alcance del artículo 316 del 
Código General del Proceso, supondrá en 
todos los casos el control de los movimien- 
tos de dinero y mercaderías del giro de la 
gestionante y ésta deberá rendir cuenta a 
los Acreedores Informantes de tales mo- 
vimientos habidos desde la fecha de los 
Estados Contables adjuntos a la gestión 
hasta el momento de la efectiva interven- 
ción. La intervención será practicada 
individualmente por el acreedor que haya 
aceptado el cargo y hasta el momento que 
el otro acreedor acepte su designación, a 
partir del cual la intervención será ejercida 
en forma conjunta. Los acreedores desig- 
nados deberán informar, previo examen de 
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los libros y demás papeles de la sociedad, 
sobre la marcha del giro empresarial, la 
exactitud de los documentos anexos a la 
gestión y sobre las bases de la petición 
concursal. La designación podrá recaer en 
entidades gremiales representativas con 
actuación en materia concursal". 


— En discusión. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante en mayo- 
ría. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: vamos a solicitar que se aplace la 
discusión de este artículo 14 porque está 
circulando una redacción sustitutiva que, si tiene 
el acuerdo político de todas las bancadas, 
podría rápidamente dilucidar el tema de un error 
de tipeo en este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Entonces, 
se aplaza la discusión del artículo 14. 
Léase el artículo 18. 


(Se lee:) 


"Artículo 18.— Las publicaciones dispues- 
tas por las normas vigentes que regulan los 
distintos procesos concursales se efectuarán 
solamente en el Diario Oficial y por el término 
de tres días. 


En el caso de concursos necesarios, quie- 
bras O liquidaciones judiciales cuando no 
existan recursos disponibles ni suficientes 
para cubrir el costo de las publicaciones, el 
Tribunal ordenará su realización sin cargo, 
oficiando a la Dirección Nacional de Impre- 
siones y Publicaciones Oficiales. 


Tratándose de procesos concursales pre- 
ventivos el deudor deberá acreditar ante el 
Tribunal las publicaciones realizadas acom- 
pañando un ejemplar que será entregado al 
Actuario dentro del término de quince días 
hábiles a contar de la notificación del auto 
que las ordenó. Si así no lo hiciere el Tribunal 
revocará el auto de admisión o la moratoria 
concedida y decretará el concurso necesario, 
la quiebra o liquidación judicial. 


Modifícanse las normas concursales vigen- 
tes en cuanto establecen la publicación 
íntegra de los textos concordatarios o de las 
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sentencias, disponiendo que bastará que se 
publique un extracto de su contenido previo 
control de la Oficina Actuaria". 


— En discusión. 
SEÑOR FONTICIELLA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FONTICIELLA.— Señor Presidente: 
tengo entendido que hay un sustitutivo del 
artículo 18, en virtud de un agregado propuesto 
por un señor Diputado del Partido Colorado. 


SEÑOR AGUILAR.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AGUILAR.— Señor Presidente: pro- 
pusimos la sustitución del inciso primero por un 
texto en el que se agrega que la publicación se 
haga no solamente en el Diario Oficial, sino en 
cualquier órgano de prensa de la ciudad del 
Juzgado correspondiente. Este es el texto que 
estamos proponiendo por razones sobre las que 
no nos vamos a extender y que las bancadas 
ya conocen. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Léase el 
sustitutivo del primer inciso del artículo 18, 
presentado por las señoras Diputadas Rondán 
y Argimón y los señores Diputados Gustavo 
Silveira, Aguilar, Fonticiella, Acosta y Lara, 
Michelini y Lacalle Pou. 


(Se lee:) 


"Las publicaciones dispuestas por las 
normas vigentes que regulan los distintos 
procesos concursales se efectuarán en el 
Diario Oficial y en un medio de prensa escrito 
de la ciudad del Juzgado interviniente, por el 
término de tres días". 


SEÑOR PINTADO.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PINTADO.— Señor Presidente: para 
facilitar la votación y dado que la redacción 
sustitutiva se refiere al inciso primero, propongo 
votar todos los incisos posteriores de una sola 
vez y desglosar el inciso primero. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si los 
señores Diputados están de acuerdo, y dado 
que hay temperamento para sacar esto en 
conjunto, a fin de facilitar las cosas, podríamos 
hacer lo siguiente: sustituir el inciso primero por 
el texto que acabamos de leer y mantener el 
resto del artículo. De esa forma, se compone el 
artículo que vamos a votar. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
el artículo 18 en esas condiciones. 


(Se vota) 


— Setenta y nueve por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


Léase el artículo 25. 
(Se lee:) 


"Artículo 25.— A partir de la sanción de 
la presente ley, en los distintos procedimien- 
tos concursales comerciales que se inicien, 
la moratoria provisional dispuesta por el 
artículo 1545 del Código de Comercio así 
como la prevista en los numerales 1? y 22 del 
artículo 69 de la Ley N* 2.230, de 2 de junio 
de 1893, no podrá exceder el término de un 
año contado desde la fecha de su concesión. 
El Tribunal, excepcionalmente, podrá exten- 
der este plazo, cuando el mismo resulte 
necesario para culminar los procedimientos 
pendientes para la homologación del concor- 
dato presentado". 


— En discusión. 
SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: 
solicito el desglose de este artículo para hacer 
una consulta con los compañeros de la Comisión 
que trabajaron en el tema y proponerles una 
pequeña variante. El vicio principal de los 
procedimientos concursales vigentes, a nuestro 
juicio, es la demora en la tramitación. Apuntando 
a eso, el artículo 25 establece que en los 
procedimientos concursales comerciales, la 
moratoria provisional que dispone el Juez no 
puede exceder de un año, pero excepcionalmen- 
te puede extenderse el plazo. 

Quisiéramos introducir una variante que 
cierre más el círculo y que sería, a nuestro 
juicio, un logro importante en lo relativo a esta 
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sección. En la parte final del artículo, donde dice 
"El Tribunal, excepcionalmente, podrá extender 
este plazo", se interpolaría "por una sola vez y 
hasta un máximo de un año", continuando como 
está: "cuando el mismo resulte necesario para 
culminar los procedimientos pendientes para la 
homologación del concordato presentado". 

De tal manera, tenemos la seguridad de que 
si no se homologó el concordato, en el peor de 
los casos la moratoria provisional tiene un techo, 
que es el año que dispone el artículo más el 
año adicional como tope máximo. 


SEÑOR FONTICIELLA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FONTICIELLA.— Señor Presidente: 
habríamos tenido el mayor gusto en votar lo que 
propone el señor Diputado si nuestra bancada 
hubiese tenido la posibilidad de tomar conoci- 
miento de la idea en forma previa, para hacer 
las consultas del caso. Lamentablemente, no lo 
podemos acompañar porque, por responsabili- 
dad, no podemos tomar una decisión así, en una 
baldosa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 25 tal como viene de la Comisión. 


(Se vota) 


— Setenta y siete en setenta y nueve: Afirma- 
tiva. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: 
visto que mi propuesta no tuvo acogida, la retiro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— De acuer- 
do, señor Diputado. 

Como aún no ha llegado a la Mesa la 
redacción sustitutiva del artículo 34, continúa 
desglosado. 


SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA PERCOVICH.— Señor Presidente: 
como terminemos esta sección, habría que votar 
el aditivo al artículo 12. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La señora 
Diputada tiene toda la razón. 

Léase nuevamente el aditivo al artículo 12 
que figura en la Hoja N? 10, presentado por los 
señores Diputados Barrios, Bentancor, 
Domínguez, Fonticiella y Pintado. 


(Se vuelve a leer) 
— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Treinta y cinco en ochenta y uno: Negativa. 


Léase el artículo 33, de la Sección V, que 
fue desglosado en el día de ayer. 


(Se lee:) 


"Artículo 33.— Todo trabajador dependien- 
te, afiliado al Banco de Previsión Social 
(BPS), que reciba uno o más menores de 
edad, en las condiciones previstas por la 
presente ley, tendrá derecho a una licencia 
especial de seis semanas continuas de 
duración. 


La licencia especial con goce de sueldo 
establecida en el inciso primero del presente 
artículo constituye una excepción al régimen 
de licencias especiales establecido por el 
artículo 37 de la Ley N* 16.104, de 23 de 
enero de 1990, para los funcionarios públi- 
cos”. 


— En discusión. 


La Mesa aclara que hay un sustitutivo 
presentado por el Encuentro Progresista, que 
figura en la Hoja N* 11. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
el artículo 33 tal como viene de la Comisión. 


(Se vota) 


— Cuarenta y cinco en ochenta y tres: Afirma- 
tiva. 


SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: el 
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artículo 33, tal como viene de la Comisión, 
modifica el artículo 34 enviado por el Poder 
Ejecutivo, en cuanto establece un período de 
seis semanas a las personas que efectúen 
adopciones en las condiciones que se estipulan 
en esta sección. 

Nosotros habíamos propuesto en Comisión un 
artículo por el que se otorgaba más cantidad de 
licencia especial cuanto mayor fuera la edad del 
adoptado, ya que entendemos -por supuesto, la 
materia es opinable- que el núcleo familiar 
necesita un mayor tiempo de adaptación en 
estos casos. Por lo tanto, votamos en contra de 
este artículo, pero vamos a pedir la rectificación 
de la votación para acompañarlo porque, en 
definitiva, es un experimento y veremos en qué 
grado funciona como aliciente para las parejas 
O personas que deseen adoptar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
rectificar la votación. 


(Se vota) 
— Ochenta en ochenta y dos: Afirmativa. 


SEÑOR BENTANCOR.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BENTANCOR.— Señor Presidente: 
acompañamos el artículo 33, que otorga una 
licencia especial de seis semanas a aquellos 
trabajadores afiliados al Banco de Previsión 
Social que reciban a menores en adopción. 
Consideramos que se trata de un avance porque 
en su momento el Poder Ejecutivo había 
resuelto escalonar los plazos para dar más 
licencia cuanto menor fuera el niño. 

Luego de un buen trabajo en la Comisión, en 
la que compartimos nuestros criterios con las 
autoridades del INAME, pudimos avanzar entre 
todos hacia la extensión del plazo, que de 
alguna forma nos parece razonable, más allá de 
que acompañamos con nuestro voto -y lo 
hubiéramos vuelto a hacer- la propuesta efec- 
tuada por el Nuevo Espacio en este sentido. 


SEÑORA RONDAN.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA RONDAN.— Señor Presidente: en 
base al compromiso asumido en el día de ayer 
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de hablar muy poco y de hacer mucho, no voy 
a fundar el voto en todos los artículos, pero 
quiero señalar que esta sección ha sido muy 
trabajada y hemos escuchado las propuestas de 
todos, en el entendido de que se trata de algo 
de gran contenido social. 

Quizá no hemos llegado a la perfección, pero 
no podemos decir hoy si lograremos o no 
nuestro propósito de incentivar la adopción. 
Pienso que iremos haciendo una evaluación y 
viendo en qué grado son positivas estas normas 
y en qué medida hay que corregirlas. Nosotros 
siempre estamos dispuestos a corregir, pero 
después de una evaluación; no se puede decir 
que está mal si todavía no se aplicó. 


SEÑORA TOURNE.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA TOURNE.— Señor Presidente: tal 
como hemos acordado, no voy a fundar el voto 
sobre este artículo en particular, sino sobre toda 
la sección. 

Además de un avance, se trata de la 
eliminación de una injusta discriminación hacia 
los padres adoptivos. En nuestro país, los 
padres y madres biológicos tenían derecho a 
licencia, pero no los adoptivos. El justo 
reconocimiento de que existía una discrimina- 
ción llevó a que se quisiera eliminarla. 

Por otra parte, creemos que es necesario un 
período de evaluación; pero, de todos modos, 
entendemos que tanto la decisión de adoptar 
como la opción de tener un hijo biológico son 
bastante complejas y profundas como para que 
puedan sentirse alentadas por una licencia. 
Nosotros entendemos que esta disposición es el 
reconocimiento de que asiste el mismo derecho 
a licencia a aquellos trabajadores o trabajadoras 
que adoptan un niño, que a aquellos que 
deciden tenerlo. Y si bien esto es un importante 
avance y podría contribuir lateralmente, no lo 
vemos como un aliento a la adopción; me parece 
que para ello se necesitarían medidas bastante 
más profundas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Léase el 
artículo 35, que fue desglosado. 


(Se lee:) 


"Artículo 35.— Sólo podrá hacer uso de 
esta licencia especial uno u otro integrante 


del matrimonio beneficiario o el beneficiario 
en su caso". 


— En discusión. 
SEÑORA ARGIMON.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA ARGIMON.— Señor Presidente: no 
nos vamos a extender en la discusión de este 
artículo; sólo nos parece de justicia aclarar que 
el articulado en su conjunto tuvo como base el 
trabajo realizado por la Comisión de Legislación 
del Trabajo. Inclusive, a raíz de lo hablado con 
la señora Presidenta de dicha Comisión y las 
Diputadas de todos los Partidos, el señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social puso 
especial énfasis en que en el momento de 
elaborarse esta norma se incluyera esta sec- 
ción. 

Con respecto a la modificación que se 
efectúa en el artículo 33, la bancada del Partido 
Nacional entendió que era importante nuclear 
las distintas hipótesis que figuraban en sus 
literales, precisamente evaluando que se trata 
de un régimen excepcional y atendiendo a las 
distintas situaciones en lo que tiene que ver con 
las edades. Es cierto que uno tiene predispo- 
sición a considerar que el fortalecimiento del 
vínculo, cuando se adopta un bebé, requiere 
tiempo, pero también es verdad que se hace 
necesario disponer de tiempo en el caso de un 
niño de mayor edad. Ojalá medidas como éstas 
tiendan a fortalecer la adopción de niñas y niños 
de mayor edad. 


SEÑOR PINTADO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante en minoría. 


SEÑOR PINTADO.— Señor Presidente: 
aparentemente, el gesto que tuve generó alguna 
discusión interna, por lo que quiero dejar 
constancia de que en la noche de ayer recibí 
un regalo muy lindo, de color lila, que quizás 
haya atemperado mi forma de actuar. 

En principio, vamos a votar negativamente el 
artículo 35, por la sencilla razón de que creemos 
conveniente -máxime en el caso de la adopción- 
que los dos padres adoptivos tengan licencia y 
no sólo uno de ellos. La incorporación a la 
familia de un niño adoptado, implica la adapta- 
ción de ese núcleo familiar en su conjunto a la 


16 CAMARA DE REPRESENTANTES 


llegada de un niño y la adaptación de éste a 
su nueva familia. 

Además de equiparar una situación de 
discriminación preexistente -desde el punto de 
vista económico, no representa una mayor 
erogación; como expresamos en Comisión, está 
claro que nadie va a adoptar niños porque tenga 
seis semanas de licencia-, creemos que esta 
medida es muy importante para que la familia 
receptora en su conjunto pueda adaptarse a una 
nueva situación. 

Creemos que si la votación resulta negativa, 
el derecho quedará establecido para los dos 
padres que adopten; ésa es la razón por la cual, 
en primera instancia, vamos a votarlo en forma 
negativa. 

Por otra parte, queremos recordar que el 
señor Diputado Bentancor presentó un aditivo 
por el cual el empleador que despida a alguien 
que adopta un niño tendrá un castigo similar al 
que tendría si despidiera a una mujer embara- 
zada. Lo quiero recordar porque, como estamos 
avanzando rápidamente, no deseo que en la 
votación se pase por alto este aditivo. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Señor Presi- 
dente: creo que el artículo 35, tal como está 
redactado, es correcto, porque se trata de dos 
casos. De acuerdo con nuestra legislación, 
aquellas personas que deseen legitimar 
adoptivamente a un niño -o sea que ese niño 
pase a estar exactamente en las mismas 
condiciones que el hijo biológico de un matri- 
monio-, deben ser cónyuges. 

Por otro lado, está el caso de la llamada 
adopción simple. Esta puede ser hecha por 
cualquier persona -soltera, viuda o divorciada-, 
y es muy clara la ley cuando establece que 
nadie puede ser adoptado por más de una 
persona, a no ser por dos cónyuges. O sea que 
en este último caso es necesario que se trate 
de un matrimonio para que se pueda realizar 
una adopción simple. 

Entonces, en estos dos casos en que un 
matrimonio está adoptando, tenemos que utilizar 
el mismo criterio que se aplica para los hijos 
biológicos; o sea, no tienen licencia los dos 
integrantes de la pareja, sino que la licencia la 
tiene la madre, o sea, uno solo de ellos. Si aquí 
estableciéramos que ambos puedan tener la 
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licencia, estaríamos yendo más lejos y, en ese 
caso, tendríamos que cambiar la legislación a 
efectos de otorgar licencia también al padre 
biológico. 

Creo que aquí la intención es promover, dar 
un aliciente a quien está adoptando a un niño 
y éste es un primer paso en ese sentido. 
Considero que esta materia queda pertectamen- 
te bien legislada tal cual está aquí. 


SEÑOR PINTADO.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante en minoría. 


SEÑOR PINTADO.— Señor Presidente: está 
claro que cuando se trata de un adoptante, el 
beneficiario es uno solo; en ese sentido no está 
planteado el problema. Pero el hecho de que 
sólo uno de los cónyuges tenga licencia cuando 
el matrimonio tiene un hijo biológico, no es un 
obstáculo para que avancemos en este sentido. 
Si no fuera así, la legislación quedaría estan- 
cada, porque cuando analicemos el caso de los 
matrimonios biológicos no vamos a otorgar ese 
beneficio argumentando que los padres adoptivos 
no lo tienen; de esa manera, entraríamos en un 
círculo vicioso. 

Nosotros estamos proponiendo dar un paso 
hacia adelante y seguir avanzando, porque la 
concepción de la familia actual indica que los 
hijos no son sólo responsabilidad de la madre; 
no deberían serlo. Esto obedece a una concep- 
ción caduca por la que antes se creía que los 
hijos eran de la madre y que el padre se 
ocupaba de cualquier otra cosa, de trabajar, de 
llevar un ingreso al hogar. Por suerte, evolucio- 
namos del tal manera que los hijos también son 
responsabilidad de los padres. Inclusive, se ha 
dado en algunos divorcios que los hombres, 
muchas veces, no sólo comparten la tenencia de 
los hijos -mecanismo que la jurisprudencia 
actual está adoptando como una forma avanza- 
da de resolver el asunto-, sino que la obtienen. 

Por lo tanto, reitero que lo que proponemos 
es ir un paso más hacia adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
35. 


(Se vota) 


— Cuarenta y seis en ochenta y cuatro: 
Afirmativa. 
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SEÑOR BENTANCOR.— ¡Qué se rectifique la 
votación! 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
rectificar la votación. 


(Se vota) 


— Ochenta y cinco por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


SEÑORA PERCOVICH.— 
para fundar el voto. 


Pido la palabra 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA PERCOVICH.— Señor Presidente: 
quiero dejar sentado que considero que la forma 
en que la Comisión ha redactado este artículo 
representa un retroceso. Pienso que la redac- 
ción proveniente del Poder Ejecutivo se adap- 
taba mejor a las nuevas circunstancias sociales 
que está viviendo nuestro país con relación a 
las parejas, tal como expresó el señor Diputado 
Pintado. 


SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante en minoría. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: 
quiero dejar constancia de que en la Comisión 
el único voto afirmativo a la propuesta del Poder 
Ejecutivo fue el del Nuevo Espacio. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Léase el 
artículo aditivo a la Sección V que figura en la 


Hoja N2 312, presentado por los señores 
Diputados Barrios, Bentancor, Domínguez, 
Fonticiella, Pintado y Michelini. 
(Se lee:) 
"Artículo  .— El empleador que despida 


al trabajador durante la licencia prevista en 
la presente ley o en razón de la adopción una 
vez operado el reintegro, deberá abonar una 
indemnización especial similar a la prevista 
en el artículo 17 de la Ley N* 11.577 de 14 
de octubre de 1950". 


— En discusión. 
SEÑOR BENTANCOR.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 
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SEÑOR BENTANCOR.— Señor Presidente: 
estamos proponiendo un aditivo a esta sección, 
que tiene que ver con la extensión al empleador 
de una eventual sanción para cuando actuara 
con malicia, tal como se hace en el caso de los 
beneficiarios de otra disposición legal. Dicho 
aditivo establece: "El empleador que despida al 
trabajador durante la licencia prevista en la 
presente ley o en razón de la adopción una vez 
operado el reintegro, deberá abonar una indem- 
nización especial similar a la prevista en el 
artículo 17 de la Ley N* 11.577 de 14 de octubre 
de 1950". 

Estamos señalando que, lamentablemente, ha 
sido una práctica bastante corriente los abusos 
por parte de las patronales en el caso de 
trabajadoras embarazadas o con licencia por 
maternidad, desconociendo sus derechos y, en 
muchas oportunidades, procediendo a su despi- 
do. Consideramos que para dar una suerte de 
simetría al aspecto sancionatorio también se 
debería prever una sanción para aquellos 
empleadores que despidieran a trabajadores 
durante esta licencia que se otorga. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo aditivo a la Sección V que figura en la Hoja 
N2 2. 


(Se vota) 


— Treinta y nueve en setenta y siete: Afirma- 
tiva. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Pido la palabra 
para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Señor Presiden- 
te: en nombre de la bancada del Foro, quiero 
decir que hemos votado por la negativa, a pesar 
de que, personalmente, coincido con el espíritu 
del artículo y con el aditivo propuesto, porque 
tiene similitud con las licencias maternales y con 
las penalidades propuestas. Pero no lo votamos 
porque no se ha llegado a un acuerdo político. 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.— 
¡Qué se rectifique la votación! 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
rectificar la votación. 


(Se vota) 
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— Treinta y ocho en setenta y cuatro: Afirma- 
tiva. 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.— 
¡Qué se rectifique nuevamente! 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
rectificar nuevamente la votación. 


(Se vota) 
— Treinta y ocho en setenta y siete: Negativa. 


SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: 
quiero aclarar que este aditivo presentado por 
integrantes del Encuentro Progresista-Frente 
Amplio y por quien habla no innova en el 
derecho nacional. 

Nuestro derecho laboral establece causales 
especiales de licencia -por ejemplo, a la 
trabajadora grávida- y, en caso de que el 
empleador despida en forma abusiva a ia 
trabajadora que está en uso de ese tipo de 
licencia, se le impone una indemnización 
especial. En ese sentido, no hay que alarmarse 
de una innovación de este tipo. Por el contrario, 
se establece una simetría con otras situaciones 
de idéntica naturaleza. 


SEÑOR BAYARDI.— Solicito que se rectifique 
nuevamente la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
rectificar por última vez la votación. 


(Se vota) 
— Cuarenta en ochenta y seis: Negativa. 


Los artículos 40, 41 y 42, de la Sección VI, 
ya fueron votados. 

Se pasa a considerar la Sección VII, que 
comprende los artículos 43 a 60, distribuidos en 
los Títulos | a IV. 


SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BAYARDI.— Señor Presidente: suge- 
rimos considerar la Sección VI! por títulos. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— SÍ, señor 
Diputado; es más cómodo para todos. Así se 
procederá. 

Léanse los artículos 43 a 46, que integran el 
Título Il, "Vivienda para pasivos". 


(Se lee:) 


"Artículo 43.— Corresponde al Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, en coordinación con el Banco de 
Previsión Social (BPS), la formulación y 
evaluación de las políticas de vivienda para 
jubilados y pensionistas. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente tendrá a su 
cargo la ejecución, supervisión y administra- 
ción de las soluciones habitacionales en 
general, atendiendo la demanda que esta- 
blezca el BPS para todo el territorio nacional. 


Artículo 44.— Los recursos provenientes 
de la recaudación del Impuesto a las 
Retribuciones Personales (IRP) a que refiere 
el artículo 459 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, se destinarán al suministro, 
administración y mantenimiento de las solu- 
ciones habitacionales para los jubilados y 
pensionistas del Banco de Previsión Social 
(BPS) comprendidos en la Ley N* 17.217, de 
24 de setiembre de 1999. 


Artículo 45.— Compete al Banco de Pre- 
visión Social (BPS) la determinación de la 
demanda cuantitativa y cualitativa en todo el 
territorio nacional, la elaboración del Registro 
de Aspirantes, la del orden de prioridad de 
los mismos y la adjudicación de las solucio- 
nes habitacionales, de acuerdo a los criterios 
que el Poder Ejecutivo determine. 


Artículo 46.— Las viviendas que se cons- 
truyan con los recursos a que refiere el 
artículo 44 de la presente ley, serán 
propiedad del Banco de Previsión Social 
(BPS). El Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente tendrá la 
calidad de administrador legal de las vivien- 
das, con los poderes que por derecho 
correspondan a un administrador con las 
más amplias facultades, tanto en la vía 
judicial como extrajudicial”. 


— En discusión. 


SEÑOR BAYARDI.— Solicitamos el desglose 
del artículo 43. 
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SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante en minoría. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: voy 
a fundamentar la posición de nuestro Partido 
con relación al Título | de la Sección VII. 

Creemos que ha hecho bien la coalición de 
gobierno en tratar de reordenar este tema de la 
vivienda para pasivos y hemos vísto que se ha 
realizado un esfuerzo importante en cuanto a 
dar a la legislación vigente una operatividad en 
forma más innovadora. No obstante, en la 
medida en que todo el tema de los pasivos 
despierta una altísima sensibilidad, y nosotros 
compartimos en general las líneas de los 
artículos que se han votado en Comisión, hemos 
sostenido -lo hemos expresado a todas las 
bancadas- que la propuesta del señor Diputado 
Sendic en cuanto a la creación de una comisión 
honoraria a nivel del Banco de Previsión Social 
que convocara a las diferentes organizaciones 
representativas, tanto de jubilados como de 
pensionistas, para asesorarlo en el marco de 
estas normas que se estarían aprobando, era 
una buena solución, por dos razones. 

En primer lugar, en materia de soluciones 
habitacionales -tal como lo establece la inicia- 
tiva-, la opinión de los sectores involucrados 
-en este caso, de los pasivos a través de sus 
organizaciones- es importante, fundamental, tal 
como la experiencia lo ha demostrado. 

En segundo término, por una razón política. 
Si aquí se quiere dar la mayor transparencia y 
cristalinidad, nos parece que hacía bien el señor 
Diputado Sendic al proponer esta alternativa. 

Esta iniciativa no fue acompañada por la 
coalición de gobierno en Comisión, por lo que 
proponemos -dado que se han levantado 
objeciones para llevarla a cabo a nivel del Banco 
de Previsión Social- que se determine su 
vigencia por ley a nivel del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. 

Lo cierto es que el Poder Ejecutivo o el 
Ministerio podrían convocar esta comisión sin 
necesidad de ley, pero desde nuestra perspec- 
tiva, como se trata de un tema tan delicado y 
despierta tanta sensibilidad en las organizacio- 
nes de pasivos y en la población en general, 
nos parece que sería mucho más inteligente 
para la coalición de gobierno plasmarla a nivel 
de ley. En definitiva, esta comisión no tiene 
etecto vinculante con los planes y las compe- 
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tencias tanto del Ministerio de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente como del 
Banco de Previsión Social. 

Vamos a votar todo el título afirmativamente. 
Pero si no se acompaña el aditivo presentado 
en la Hoja N2 13 o el de la Hoja N*? 14, 
pediremos la rectificación de la votación porque 
no nos sentiremos comprendidos en el espíritu 
general en el sentido de que este tema genere 
la menor conflictividad posible. 


SEÑOR SENDIC.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SENDIC.— Señor Presidente: esta- 
mos hablando de un tema que, por su propia 
evolución a lo largo de estos años desde que 
está vigente la ley que estableció la creación del 
fondo destinado a la construcción de viviendas 
para los pasivos, ha despertado una profunda 
sensibilidad, porque no se ha cumplido estric- 
tamente con lo que establece la ley. Ha habido 
un considerable atraso en la construcción de las 
viviendas y, a través del Presupuesto, se ha 
establecido un recorte muy importante a la 
inversión, por lo que este fondo no se utili- 
zará por completo. Efectivamente, los casi 
US$ 100:000.000 que se recaudarán como 
producto del aporte de jubilados y pensionistas, 
no se van a destinar a la construcción de 
viviendas. Asimismo, en este proyecto de ley de 
urgente consideración se introduce un concepto 
nuevo, sustituyéndose lo que hasta ahora era 
construcción de viviendas, por soluciones 
habitacionales. A nuestro juicio, se trata de una 
definición demasiado amplia, que puede dar 
para todo, porque se puede inferir que este 
concepto abarca desde hogares para ancianos 
hasta ayudas de alquiler e, inclusive, alquilar un 
cuarto en una pensión para instalar alí a 
jubilados y pensionistas. 

En nombre del Encuentro Progresista, suge- 
rimos la instalación de esta Comisión Asesora 
que, convocada por el Banco de Previsión 
Social, establezca qué tipo de soluciones 
habitacionales se puede dar a través de esta 
ley, y teniendo en cuenta todos estos conceptos 
que habíamos mencionado, consideramos que 
los jubilados y pensionistas son quienes están 
en las mejores condiciones para definirlo. 

Debemos reconocer que el texto de jos 
distintos articulos tue mejorado en la Comisión 
gracias al esfuerzo realizado tanto por las 
bancadas que integran la coalición de gobierno 
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como por la nuestra, así como también por el 
planteo de los integrantes del Nuevo Espacio. 
De todas maneras, si no se crea esta Comisión 
Asesora en la órbita del Banco de Previsión 
Social, para determinar qué tipo de soluciones 
habitacionales se va a entregar a jubilados y 
pensionistas, no estamos en condiciones de 
acompañar ninguno de los artículos de este 
título. 

Consideramos muy válido el planteo que en 
nombre del Poder Ejecutivo hiciera en la 
Comisión la señora Diputada Rondán compro- 
metiendo la creación de esta comisión de todas 
maneras, pero preferiríamos que se hiciera por 
ley, porque más allá de que creemos en la 
voluntad del Poder Ejecutivo de establecerla, 
nos gustaría que funcionara más allá de quién 
esté ocupando el sillón presidencial. Por lo 
tanto, sí no queda establecido en el proyecto, 
nuestra bancada no va a acompañar los 
artículos que componen este título. 


SEÑORA ARGIMON.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA ARGIMON.— Señor Presidente: la 
bancada del Partido Nacional va a acompañar 
este título tal cual se presenta al plenario para 
su votación. 

Muy brevemente -para acelerar el tratamiento 
del proyecto- quisiéramos destacar que este 
articulado no hace ni más ni menos que atender 
a una realidad vigente en nuestro país, que 
fuimos verificando a lo largo del intercambio 
realizado en la Comisión de Vivienda, Territorio 
y Medio Ambiente, escuchando a todos los 
actores que tienen que ver con la temática, es 
decir, tanto al Directorio del Banco de Previsión 
Social -donde los pasivos tienen su represen- 
tante- como a las organizaciones de jubilados 
y pensionistas. Creemos que, en conjunto, este 
proyecto de ley contempla lo solicitado. 

Decimos esto porque en la práctica se 
verifican situaciones diversas con respecto a las 
opciones habitacionales que precisan abuelas y 
abuelos de este país, cuya solución muchas 
veces no pasa solamente por construirles una 
vivienda, sino también por adecuarse a cada 
situación personal que están padeciendo. Pre- 
cisamente, en algunos casos ocurre que por más 
techo propio que tengan, no pueden ocuparlo 
porque están enfermos o porque pasan por 
determinadas situaciones de soledad que no les 
permiten enfrentar el hecho de vivir solos. 
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Desde este punto de vista, asistimos a un 
cambio de filosofía de la normativa legal vigente, 
que implica, además de construir viviendas para 
pasivos -porque no se está diciendo que no se 
van a construir, como públicamente alguien ha 
sugerido-, una adaptación a la realidad que se 
nos mencionaba en el seno de la Comisión de 
Vivienda, Territorio y Medio Ambiente. 

Por otro lado, este texto normativo, con el 
cual el legislador no encorseta a quien ejecuta 
o adjudica las viviendas que se construyan, da 
un amplio margen para moverse y solucionar 
aquellas situaciones cotidianas que las autorida- 
des verificaron que acontecen. Precisamente, 
uno de los reclamos era la necesidad de ordenar 
toda esta temática de la vivienda para pasivos. 
En lo que respecta a la propiedad y a la 
administración de las viviendas -otro tema que 
se planteó en la Comisión-, queda claro que 
corresponden al Banco de Previsión Social, así 
como la necesaria coordinación que debe existir 
entre el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y las autoridades 
del Banco de Previsión Social. Este también fue 
un reclamo y es cierto que en la práctica, 
después de construidos los primeros núcleos 
habitacionales, empezaron a aparecer ciertos 
temas que se fueron perfeccionando en la 
medida de las posibilidades de la Administra- 
ción. 

Consideramos que este cuerpo normativo 
-que es de urgencia, porque el sector al que va 
destinado precisa esto ya, no mañana- da un 
orden a toda la mecánica y queda bien claro 
quién es el propietario y administrador. 
Mediante la aclaración del papel de cada uno, 
se busca llevar adelante una administración 
mucho más adecuada y más acelerada que lo 
que ha acontecido hasta ahora. 

Por esto, la bancada del Partido Nacional va 
a acompañar todos los artículos que integran el 
Título | de esta sección, tal como han sido 
enviados por la Comisión. 

El señor Diputado Sendic habló de la 
verificación de un atraso en la construcción de 
las viviendas. Entendemos que todos estos 
mecanismos que viven en este cuerpo norma- 
tivo, que tienden a fortalecer la posibilidad de 
lograr a la brevedad soluciones habitacionales 
para este sector, nos permitirán avanzar. 

El señor Diputado Michelini se refirió a una 
sugerencia realizada en la Comisión y en este 
ámbito por el señor Diputado Sendic, relativa a 
la creación de una Comisión Asesora con la 
participación de los distintos actores que tienen 
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que ver con este tema. El señor Diputado 
Michelini también habló de la inteligencia de las 
fuerzas políticas que forman parte de la 
coalición de gobierno. ¡SÍ, señor; obviamente! 
La inteligencia de las fuerzas políticas que 
integran la coalición de gobierno se ve cuando, 
vista la urgencia que tiene este asunto, estas 
disposiciones vienen en este cuerpo normativo. 
Además, tan inteligentes somos que tue esta 
bancada la que realizó las consultas respectivas 
con las autoridades del Ministerio ni bien se 
planteó por parte del señor Diputado Sendic la 
creación de una Comisión Asesora. 

Estas dos fuerzas políticas inteligentes están 
de acuerdo en que esa Comisión Asesora 
funcione y, como bien ha mencionado la señora 
Diputada Rondán -con quien conversamos sobre 
este temática-, en el ámbito de la Comisión 
Especial se dijo que esa Comisión Asesora ¡ba 
a existir por vía de la reglamentación. 

Por lo tanto, queríamos trasladar este asunto 
al plenario porque quizás no todos los señores 
Diputados estén al tanto de esta situación, 

Por otra parte, antes de que surgiera la 
propuesta del señor Diputado Sendic, como esto 
había sido planteado por las organizaciones de 
jubilados y pensionistas en el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, ya estaba prevista la futura reglamen- 
tación de esa Comisión Asesora que los señores 
Diputados Sendic y Michelini mencionaron en 
sus intervenciones. 

Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: como 
se nos ha dicho que el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente no 
tendría problemas en la convocatoria de esta 
Comisión Asesora, lo que intentamos expresar 
es que la inteligencia estaría en votar su 
creación en este proyecto. De esta manera, las 
fuerzas políticas que no integramos la coalición 
-que probablemente no seamos tan inteligentes- 
podremos acompañar la propuesta; de otra 
forma, no lo haremos. Creo que la inteligencia 
está en tratar de que este tipo de asuntos 
cuente con el mayor respaldo y consenso 
político posible. 

Nos parece que no aspiramos a tanto: se 
trata de una Comisión Asesora honoraria, sin 
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efecto vinculante y que la propia coalición de 
gobierno dice que la va a convocar. Entonces, 
¿por qué no incluirla en la ley? Ahí estaría 
viéndose la inteligencia de la que hablamos y 
de la que tanto se ufana la señora Diputada 
preopinante. 


3.— Licencia 


Integración de la Cámara 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Dese cuen- 
ta del informe de la Comisión de Asuntos 
Internos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
a la Cámara aprobar la solicitud de licencia del 
señor Representante Gustavo Borsari Brenna, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el día 
14 de diciembre de 2000, convocándose al 
suplente correspondiente siguiente, señor Odel 
Abisab". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y siete por la afirmativa: Afirma- 
tiva. Unanimidad. 


Queda convocado el suplente correspondien- 
te y se le invita a pasar a Sala. 


(Antecedentes:) 


"Montevideo, 14 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Cúmpleme solicitar licencia por el día de hoy, 
por motivos de carácter personal. 


Saluda a Ud. muy atentamente. 


Gustavo Borsari Brenna 
Representante por Montevideo". 
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"Montevideo, 14 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Comunico a usted que por esta única vez y 
por motivos de carácter personal, me excuso de 
ser convocado a suplir al Diputado escribano 
Gustavo Borsari Brenna. 


Saluda a usted muy atentamente. 


Raúl B. Giuria Barbot". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Gustavo Borsari 
Brenna. 


CONSIDERANDO: |!) Que solicita se le 
conceda licencia por el día 14 de diciembre de 
2000. 


11) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que tue objeto el suplente correspon- 
diente siguiente, señor Raúl Giuria Barbot. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, por el inciso 
tercero del artículo único de la Ley N?* 16.465, 
de 14 de enero de 1994 y en el artículo ter- 
cero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 
1945. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 14 de diciembre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Gustavo Borsari Brenna. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, 
presenta el suplente siguiente, señor Raúl Giuria 
Barbot. 


3) Convóquese por Secretaría, por el día 14 
de diciembre de 2000, al suplente correspon- 
diente siguiente de la hoja de votación N* 71 
del Lema Partido Nacional, señor Odel Abisab. 
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Sala de la Comisión, 14 de diciembre de 
2000. 


José 
Miguel 


Guillermo Alvarez, 
María Mieres, 
Dicancro". 


4.— Fomento del empleo y 
mejoras de la Adminis- 


tración. (Normas) 


— Continúa 
debate. 


la consideración del asunto en 


SEÑOR SENDIC.— Pido 
contestar una alusión. 


la palabra para 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SENDIC.— Señor Presidente: al igual 
que lo planteó la señora Diputada Argimón, 
nosotros también consideramos que la coalición 
es muy inteligente. 

En el último artículo de este título -que se 
refiere a la administración de estas vivien- 
das-, se otorgan amplios poderes y potestades 
al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente. Francamente, no queda 
claro cuáles serán ni qué carácter tendrán los 
derechos del Banco de Previsión Social como 
propietario de estas viviendas. Tan amplias son 
las facultades que se establecen a esa Cartera, 
que evidentemente no queda en claro qué puede 
hacer el BPS con esas viviendas; se dice que 
es el propietario, pero a su vez se dan amplias 
facultades al Ministerio. 

Entonces, creo que con la inteligencia de la 
coalición se podrá resolver este intríngulis 
planteado en el mencionado artículo. 


SEÑORA ARGIMON.— 
interrupción? 


¿Me permite una 


SEÑOR SENDIC.— No puedo conceder 
interrupciones, señora Diputada, pues estoy 
contestando una alusión. 

He finalizado, señor Presidente. 


SEÑOR DIAZ.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DIAZ.— Señor Presidente: estoy un 
poco abrumado por tener que hablar entre tanta 
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gente inteligente, pero voy a tratar de decir algo 
a propósito de este asunto. 

Creo que es una obra muy importante la que 
se realiza en el país y que todos deberíamos 
estar de acuerdo al señalar que se está 
haciendo un esfuerzo muy significativo para 
otorgar viviendas o soluciones habitacionales 
-como se quiera llamar- a los pasivos de 
menores ingresos. Reitero que se trata de un 
esfuerzo considerable. 

También ha sido importante aprobar la norma 
original que permitió comenzar a trabajar, y el 
estuerzo que se viene desarrollando en forma 
conjunta entre el Ministerio de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente y el 
Banco de Previsión Social para la construcción 
de viviendas de muy buena calidad. 

Estamos en camino -no a muchos años- de 
solucionar la demanda de viviendas para los 
pasivos que se encuentran en esta situación. 

Introducir un factor de justicia social tan 
fuerte e importante generó una serie de 
situaciones -la vida es mucho más rica que lo 
que el legislador y las circunstancias pueden 
prever- que hay que corregir y solucionar. 

Por lo tanto, no constituye una solución 
definitiva entregar una vivienda a una persona 
de cierta edad, ubicarla en ese lugar y dejarla 
sola, porque con el correr del tiempo verá 
deteriorada su salud y sus condiciones y quizás 
en esa vivienda no pueda encontrar la solución 
que necesita. 

Creo que en ese sentido vamos adelantando 
camino con esta norma, que permite una mayor 
gama de recursos para destinar los fondos en 
forma adecuada, de manera de brindar una 
solución a los pasivos, ajustándose a cada 
requerimiento y situación. 

Hace un tiempo he presentado un proyecto 
en el sentido de que la única solución razonable 
y final de este tema es que las viviendas que 
se entreguen a los pasivos sean en calidad de 
propietarios, aunque sea a la larga. Es ésta una 
posición en la cual me encuentro bastante 
solitario en la Cámara, pero creo que la vida va 
a demostrar a los señores Diputados que ésa 
es la mejor opción. Lo entiendo asf porque el 
Estado no será buen administrador de catorce 
mil o quince mil viviendas. 

Además, si se entregan en propiedad -con 
limitaciones a ese derecho-, estas viviendas 
permitirán una mayor integración y un mejor 
cuidado por parte de los pasivos. 

Mantengo y seguiré sosteniendo esta posi- 
ción en el transcurso de esta Legislatura; trataré 
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de ser convincente con los señores Diputados 
de las diferentes bancadas para ver si podemos 
llegar a una solución de ese tipo. De todas 
formas, acompaño con todo entusiasmo las 
normas que aquí se proponen, pues creo que 
permitirán una mejor solución a los diferentes 
problemas planteados. 

Además, éste es un muy buen tema nacional 
-no político- sobre el cual esta Legislatura 
deberá seguir ocupándose, porque se tendrá 
que buscar las mejores soluciones, con sentido 
pragmático y amplitud de miras. 


SEÑORA RONDAN.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA RONDAN.— Señor Presidente: vuel- 
vo a asumir el compromiso que contrajimos en 
la Comisión, y agradezco al señor Diputado 
Sendic que haya hecho mención a esto. 

No creo que la Comisión Asesora sea algo 
menor, sino que es algo muy importante y que 
tiene que estar. Vuelvo a reiterarlo: va a estar. 

Lo que me da un poco de tristeza y pena es 
que en un capítulo como éste, en el que mucho 
trabajamos todas las bancadas, aportando y 
modificando -creo que lo compusimos de la 
mejor manera posible, en el buen sentido del 
término "componer"-, no todos lo podamos 
acompañar. 

Era cuanto quería decir. 


SEÑOR LEGNANI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR LEGNANI.— Señor Presidente: lo 
que aquí se trata de hacer son previsiones para 
el funcionamiento de algo tan importante como 
el Plan Nacional de Vivienda, especialmente en 
lo relativo a viviendas para los jubilados. 

Tomo en cuenta las palabras de un señor 
Diputado preopinante que decía que el Estado 
no es un buen administrador. Exactamente, no 
es un buen administrador, en la medida en que 
los propios interesados no están representados 
en los organismos y no pueden actuar como 
contralor para que las cosas se cumplan 
adecuadamente. 

Quiero recordar que en 1987 se aprobó la ley 
específica para la construcción de viviendas 
para jubilados. En 1992 se reafirmó en la Ley 
N?2 16.237 que, efectivamente, el descuento a 
los jubilados y pensionistas era para la 
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construcción de viviendas. No obstante ello, en 
la Comisión de Seguridad Social de esta 
Cámara, el señor Ministro de la época, contador 
Braga, reconoció que el fondo nacional para los 
jubilados se había utilizado para el pago de los 
intereses de la deuda externa. Ello obligó en ese 
mismo año 1992 a aprobar una nueva ley 
interpretativa de lo establecido en la Ley 
N2 16.237, aclarando específicamente que todo 
lo que se descontaba a los jubilados y 
pensionistas era para construir las viviendas. 

El fondo aumentó y lo hizo desmesuradamen- 
te, y no sucedió así con las viviendas que se 
construían para los jubilados, quienes llegaron 
a sentirse muy estafados porque su dinero se 
estaba distrayendo y acumulando en distintos 
bolsones donde el Estado dispone de dinero que 
no destina a los fines específicos. Esto llevó a 
que, desde el año 1997, en distintas reuniones 
y encuentros de jubilados éstos reclamasen y a 
través de ciertas organizaciones de jubilados 
formulasen declaraciones, que tengo en mi 
poder, estableciendo que no querían aportar 
más para ese fondo porque era una burla y 
porque no se construían las viviendas que 
estaban esperando. 

Esta vez, lo único que queremos plasmar en 
los hechos es que a quienes son los dueños del 
dinero, a quienes han pagado durante toda su 
vida y han contribuido a la formación del país, 
en el momento que pasen a la pasividad se les 
respeten sus dineros, de manera que realmen- 
te se vuelquen para el destino que establece la 
ley. 

No queremos ser partícipes de una nueva 
promesa política a incumplirse en el futuro. 
Desde luego, estaremos acompañando a las 
distintas organizaciones de jubilados cuando 
reclamen una vez más que realmente se 
construyan viviendas para los jubilados, para 
que no haya esa desmesurada diferencia entre 
lo que prevé el fondo de vivienda y las viviendas 
que se construyen por cuentagotas. Tengo en 
mi poder, por si alguien tiene alguna duda, las 
cifras oficiales de las viviendas construidas en 
el transcurso de las últimas décadas. Por 
supuesto que no estamos haciendo referencia a 
viviendas que sólo figuran en la publicidad de 
la televisión con fines electorales; como muy 
bien explicó el señor Presidente del Banco 
Hipotecario del Uruguay, ingeniero Noachas, 
cuando ellos hablan de soluciones habitacionales 
también se refieren a préstamos para sanea- 
miento, arreglo de techos y de humedades. No 
es con las viviendas que con fines electorales 
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aparecen en la televisión que vamos a solucio- 
nar el problema de los asentamientos precarios, 
que siguen creciendo a un ritmo de aceleración 
endiablada. 

Otras veces ya hemos dicho que mientras el 
programa económico haga cada vez más 
pobres, será imposible que algún plan de 
vivienda pueda acceder a brindar todas las 
viviendas necesarias. Desde el déficit habitacional 
de 1963 de setenta mil viviendas, establecido 
por la CIDE, pasamos a este déficit habitacional 
referido en el Plan Quinquenal 1995-2000, que 
decía que construyendo setenta mil viviendas 
iba a haber un déficit de ciento veinte mil. 
Luego, el gobierno del período pasado hizo una 
gran promoción publicitaria diciendo que había 
construido cuarenta mil viviendas. 


SEÑOR MICHELIN!.—- ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR LEGNAN!.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
interrumpir el señor miembro 
minoría. 


Puede 
informante en 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: 
agradezco esta interrupción y quiero decir que 
faltaba ese calor de pasión que puso el señor 
Diputado en su exposición, sin perjuicio de que 
cada legislador tiene el derecho de poner el 
nivel de pasión que le parezca. j 

Creo que la señora Diputada Rondán mani- 
festaba que era una pena que no todos 
acompañasen estos artículos. Entiendo que la 
responsabilidad es de quienes no permiten que 
esa Comisión Asesora se cree en el Banco de 
Previsión Social o en el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. No 
es responsabilidad nuestra e, inclusive, en la 
Comisión planteamos la nueva propuesta del 
Ministerio y además fuimos determinantes para 
que alguna redacción de este tipo figurase en 
el artículo 45. La pena es que la coalición de 
gobierno no tenga flexibilidad en algo que no 
origina perjuicio, precisamente en un tema que 
genera gran sensibilidad y provoca enormes 
pasiones. 

Como la Comisión Asesora es importante, 
nosotros desearíamos que se estableciera en la 
ley, sin alterar en nada el texto del artículo 43, 
que compete claramente al Ministerio de Vivien- 
da, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
la formulación y evaluación de la política de 
vivienda para jubilados y pensionistas. Me 
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pregunto si esto es pedir demasiado. ¿Cómo 
hay que hacerlo? 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Legnani. 


Puede 


SEÑOR LEGNANI.— He terminado, señor 
Presidente. 


SEÑORA TOPOLANSKY.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA TOPOLANSKY.— Señor Presidente: 
voy a ser breve porque el señor Diputado 
Legnani aclaró algunos de los temas que quería 
precisar. 

Lo dramático es llegar a viejo sin vivienda; 
creo que esto es lo más importante. Lo deseable 
sería que se llegara a viejo con vivienda y que 
no hubiera que esperar la jubilación para 
empezar a padecer la falta de una vivienda 
donde terminar los días. 

En ocasión del Presupuesto no votamos el 
Plan Quinquena!l de Vivienda, no sólo porque 
entendíamos que era insuficiente -como lo 
señalaba el señor Diputado Legnani-, sino por- 
que hay que pensarlo más en su vínculo con 
toda la sociedad. Personalmente, pienso que es 
un disparate hacer núcleos sólo para jubilados; 
tendríamos que pensar en soluciones que 
incluyeran a jóvenes, a viejos y a gente de 
mediana edad. Todos los aspectos de la 
sociedad estarían contemplados en cada núcleo 
habitacional, porque la sociedad nos comprende 
a todos. También deberíamos dejar nítidamente 
detallada la posibilidad de que una persona 
anciana pudiera tener su vivienda en las 
cercanías de donde vive, por ejemplo, su hijo 
o su familia. 

A su vez, como muchas veces las personas 
ancianas no pueden o tienen dificultades para 
vivir solas, a través de una Comisión Asesora 
deberían instrumentarse soluciones -con la 
dignidad que corresponde- a efectos de brindar- 
les compañía u otro tipo de salidas. Es decir que 
lo que falta es introducirse en el tema hasta sus 
últimas consecuencias, considerando a los 
jubilados como parte de una sociedad y no como 
algo aislado. Esto proporcionaría soluciones 
habitacionales o viviendas de mucho mayor 
calidad. 

Evidentemente, los controles establecidos por 
la ley no se quieren poner porque son 
compromisos de larga data. Lo único que 
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solicitamos con estos aditivos es un compromiso 
de larga data, y nada más; es algo sencillo. Es 
un compromiso colectivo de toda la sociedad 
para que una Comisión Asesora controle, 
discuta, aporte e imagine soluciones, en la 
medida en que la sociedad va evolucionando, 
porque ésta también tiene cambios; las situacio- 
nes no son estáticas. Ese sería el gran aporte 
que podría hacer una Comisión Asesora. A 
nuestro entender, no significaría lesión alguna; 
al contrario, quitaría tensiones en la población. 
Bien hacen los jubilados en sentirse descontia- 
dos cuando tantas veces han sido estafados en 
sus esperanzas. 


SEÑOR MELGAREJO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MELGAREJO.— Señor Presidente: 
voy a realizar algunas aclaraciones que creo 
necesarias porque, de ho hacerlo, de aquí para 
adelante quedaría como que todo es tal y como 
se ha expresado y, a mi juicio, hay algunos 
elementos que agregar. 

Se habla de la vivienda de calidad que se ha 
construido para la clase pasiva, pero es 
necesario analizar la historia y ver cuántos 
ancianos a los que se les dio un núcleo básico 
evolutivo enfrentan el problema de tapar 
rajaduras y combatir la humedad y el calor 
insoportable que deben padecer en esas 
soluciones habitacionales. 

También se hace referencia al esfuerzo que 
estamos haciendo, pero, desde mi punto de 
vista, si no queda plasmado en la letra de la 
ley, no pasará de ser una discusión más en la 
que no nos habremos puesto de acuerdo. El 
gran esfuerzo lo hacen los propios jubilados, 
que mes a mes vuelcan su aporte a ese fondo 
de vivienda. 

¿A qué se apunta con el intento de que esto 
quede plasmado en una ley? A que exista una 
comisión que evalúe si se cumple con el espíritu 
que se ha expresado en este recinto. 

Nos preguntamos a qué refiere la expresión 
"soluciones habitacionales". ¿A depósitos para 
gente mayor? ¿A algo como el Piñeyro del 
Campo? ¿A casas de salud? No sólo no está 
especificado claramente qué son, sino que las 
estamos ejecutando con el dinero de los 
jubilados, sin saber si ellos están de acuerdo 
con lo que se les está ofreciendo. 

Para nosotros, cuando se habla de soluciones 
habitacionales, deberían ser de tipo integral, no 
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pasando únicamente por el techo. Se pasa 
únicamente por el techo cuando se plantea 
construir viviendas para jubilados. Pero las 
soluciones habitacionales que puedan ser de 
tipo colectivo no pasan sólo por la política de 
un Ministerio de Vivienda, sino por una política 
de Estado, por una política de gobierno que 
realmente conjugue el esfuerzo de distintas 
Carteras con el fin de dar una solución decorosa 
a aquellos que han luchado toda su vida y 
buscan pasar sus últimos años bajo un techo 
digno. 

Esto es lo único que se está pidiendo. Quizás 
somos tan poco inteligentes que no nos damos 
cuenta de que está establecido en el texto, pero 
lo cierto es que no lo encontramos por ningún 
lado. Por ello y porque lo que mencionaba el 
señor Diputado Legnani es absolutamente cierto, 
no queremos promesas. Tenemos que ponernos 
de acuerdo de alguna manera para plasmar en 
la letra de la ley la instalación de una comisión 
honoraria, que asegure que la salida al problema 
habitacional de los jubilados estará en manos 
de una comisión integrada por los directos 
interesados. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Señor Presi- 
dente: ... 


SEÑORA ARGIMON.— 
interrupción? 


¿Me permite una 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Sí, señora 
Diputada. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
interrumpir la señora Diputada. 


Puede 


SEÑORA ARGIMON.— Señor Presidente: la 
pasión que algunos señores legisladores han 
volcado en este tema no hace ni más ni menos 
que resaltar la urgencia que reviste. Por suerte, 
vemos que este proyecto de ley contenía 
aspectos urgentes. ¡Vaya si los tiene! En 
definitiva, nos permite aclarar lo que todas las 
organizaciones reclamaban: la coordinación. 
Esta se establece en el artículo 43 del proyecto, 
en el que se dice que la actuación corresponde 
al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente en coordinación con el 
Banco de Previsión Social, cuya integración es 
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clara: además de los miembros elegidos por el 
Poder Ejecutivo, hay quienes representan a las 
organizaciones de pasivos. Quiere decir que la 
voz de los pasivos está presente. 

Además, en realidad nadie dijo que la 
comisión propuesta no va a existir; la diferencia 
radica en si se establece en este texto normativo 
o por vía de la reglamentación. 

Entiendo, por supuesto, la pasión que se 
pone en esto. ¡Vaya si la han tenido todos los 
partidos políticos en el seno de la Comisión! El 
señor Diputado Melgarejo se refería a las 
soluciones habitacionales y coincidimos en que 
lo mencionado se acompasa con lo que 
cotidianamente las autoridades del Banco de 
Previsión Social y las propias organizaciones de 
pasivos han verificado. Por lo tanto, el tema 
pasa por el hecho de que la urgencia se ve 
plasmada en el texto normativo tal como viene 
de Comisión y en que la voz de los jubilados 
y pensionistas ha sido escuchada; tanto es así 
-lo asumo porque me parece importantísimo 
haber participado del intercambio de opiniones- 
que en algún momento se construyeron vivien- 
das muy buenas pero en altura y, luego de oír 
a los jubilados y pensionistas, el actual 
Directorio del Banco de Previsión Social resolvió 
por unanimidad solicitar al Ministerio otra 
tipología de vivienda. Nosotros compartimos ese 
concepto y debemos afirmar que hoy también se 
escucha a los jubilados y pensionistas a través 
de sus representantes, tanto a nivel del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, como de todas las autorida- 
des del Banco de Previsión Social. 

Por otra parte, aquí se habló de una política 
de Estado en materia de vivienda. Nosotros 
debemos resaltar lo preclara que fue aquella 
voluntad política de hace diez años, que creó 
una Cartera especifica en materia de vivienda, 
territorio y medio ambiente, tres ejes temáticos 
muy complicados que, coordinados, conllevan 
una visión nacional de la política de vivienda. 
Ahora, con este texto normativo, se ordena lo 
que tiene que ver con la política de vivienda 
para los pasivos de este país. 

Antes de terminar, voy a aclarar una duda del 
señor Diputado Sendic con respecto a las 
potestades de quien tiene la propiedad de estas 
viviendas. El señor Diputado dice que se otorga 
al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente amplias potestades en 
materia de administración y que, por tanto, no 
queda claro cuáles son las del propietario del 
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inmueble. Debo decir que esto está consagrado 
en las normas vigentes del Código Civil que 
refieren a todos los derechos de los propietarios. 
Además, en definitiva, queda claro lo que nos 
reclamaban las autoridades del Banco de 
Previsión Social en cuanto a quién es el 
propietario y quién administra estos bienes. 

Con respecto a la comisión, reitero que va 
a existir y, una vez puesta en marcha, los 
jubilados y pensionistas de este país tendrán la 
fuerza suficiente -que, por suerte, han demos- 
trado hasta ahora- para mantenerla y hacer que 
funcione bien, 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
continuar la señora Diputada Saravia Olmos. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Señor Presi- 
dente: en cuanto a la comisión, suscribo en su 
totalidad -como forma de ganar tiempo- lo que 
acaba de señalar la señora Diputada Argimón. 

Realmente, uno queda asombrado cuando 
escucha ciertas cosas. Si hubo un avance en es- 
te país, evidentemente fue el de la construcción 
de viviendas para jubilados y pensionistas. Na- 
die está diciendo ahora que este proceso vaya 
a detenerse; va a continuar. Obra en nuestro 
poder la versión taquigráfica de la sesión en la 
que comparecieron autoridades del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente. En esa oportunidad, con toda claridad se 
estableció que este plan de viviendas va a con- 
tinuar con su construcción. Es más: en cierto 
momento, el Director Nacional de Vivienda, 
señor Ayala expresó: "No se debe olvidar que 
al día de hoy el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente ha 
entregado 2.700 viviendas y que prevé finalizar 
el año 2004 con alrededor de 6.000 y en 2006 
espera llegar a una meta cercana a las 10.000 
unidades. Eso es patrimonio de todos los uru- 
guayos y de quienes hicieron el aporte pertinen- 
te, que precisamente son los jubilados y pen- 
sionistas, pero aclarando que la propiedad de 
esas viviendas debe quedar en la órbita del 
Banco de Previsión Social. Este es un capital 
y un patrimonio que hay que preservar y mante- 
ner; no hay que pensar sólo en su administra- 
ción, sino también en el mantenimiento". 

Entonces, no puedo concebir que se esté 
poniendo en duda que se va a continuar la 
política de construcción de viviendas. Esa 
política se va a mantener y se va a acrecentar. 

¿Qué sucede en este país, en el que tanto 
se habla del cambio y se pide el cambio, cuando 
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queremos cambiar algo, cuando queremos 
progresar, cuando queremos avanzar quienes 
tenemos la cabeza abierta a nuevas ideas, 
cuando queremos ir más allá? Aquí estamos 
introduciendo un elemento nuevo, que es el de 
las soluciones habitacionales. Somos muchos 
los que tenemos el absoluto convencimiento de 
que, a menudo, al anciano no le sirve que se 
le dé la llave de una casa, que se le proporcione 
las paredes, las ventanas, las puertas y las 
comodidades de una casa -que puede ser muy 
confortable-, porque, si está solo, enfermo, no 
tiene familia, no tiene quién lo cuide ni puede 
pagar a una persona a esos efectos, ¿qué 
solución es ésa? En ese caso, no es una 
solución. Sí lo es proporcionarle la vivienda 
cuando el jubilado o el pensionista todavía está 
en buenas condiciones y puede valerse por sí 
mismo. Pero cuando no se puede hacer los 
mandados, no se puede cocinar ni valerse por 
sí mismo, ¿qué hacemos con darle una 
vivienda? 

Entonces, quienes vamos mucho más allá, los 
que realmente queremos el cambio, estamos 
diciendo que también vamos a instrumentar 
soluciones habitacionales, estamos diciendo que 
vamos a implementar, por ejemplo, esa cosa tan 
maravillosa que son los hogares diurnos para 
ancianos. De esa forma, no los sacamos 
definitivamente de su entorno familiar; durante 
el día permanecen en el hogar diurno, donde los 
atienden, les dan el desayuno, el almuerzo y la 
merienda, y luego, en la noche, regresan con 
sus familias. Muchas veces el drama de estas 
personas es que sus familias trabajan y no las 
pueden cuidar durante el día. Pero, además, a 
menudo el anciano, el pasivo, tiene su vivienda, 
pero está deteriorada, en malas condiciones. 
Entonces, en lugar de sacarlo de su barrio en 
donde siempre vivió, de su hábitat, de sus cos- 
tumbres, ¿no es mucho mejor darle otra posibi- 
lidad, reciclándole, arreglándole su casa? De 
pronto, alcanza con arreglar las humedades, pintar 
la vivienda y acondicionar el baño o la cocina; 
entonces, tendríamos un problema solucionado. 

¿Cómo no vamos a decir que podemos hacer 
cosas nuevas, que podemos ir más allá? En la 
Comisión, la señora Diputada Argimón varias 
veces utilizó un término que yo creo que es el 
correcto; ella se preguntaba por qué nos vamos 
a encorsetar. No tenemos que encorsetarnos; 
debemos tener la suficiente apertura mental 
como para admitir que hay otras soluciones y 
no solamente la construcción de viviendas. 

Por eso, encuentro que éste es un gran 
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avance en la legislación uruguaya. ¡Ojalá 
podamos seguir avanzando en este sentido y 
haciendo cambios en este país! 


(Apoyado) 
SEÑORA PERCOVICH.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA PERCOVICH.— Señor Presidente: 
la intervención de la señora Diputada Saravia 
Olmos, quien me precedió en el uso de la 
palabra, abre las posibilidades de! uso que se 
puede hacer del fondo de vivienda para 
jubiladas y jubilados. 

En este sentido, quisiera dejar una constan- 
cia. Desde el período anterior, y creo que 
también en éste, se ha manejado la posibilidad 
de utilizar dichos fondos en la mejora de las 
casas de salud, a las que por suerte ahora se 
empieza a reglamentar y controlar; ésta era una 
vieja deuda que tenía el Ministerio de Salud 
Pública. 

Teniendo en cuenta los cambios demográfi- 
cos que se están produciendo en el país, con 
el aumento de la franja etaria de mayor edad, 
las dificultades que tienen las familias ante la 
reducción de las viviendas y el tipo de vida que 
se lleva, en que todo el mundo tiene que 
trabajar, y dado que se está buscando 
implementar nuevas medidas, es importante que 
haya un control por parte de los propios 
interesados sobre cómo se emplean los fondos. 
De lo contrario, esto será un bumerán y nos 
asombraremos cuando los propios interesados, 
sin poder discutir las nuevas soluciones oO 
medidas, sientan que sus fondos están siendo 
utilizados en algo que ellos no controlan. 

Por eso insistimos en la importancia de que 
exista esta Comisión Asesora y de que los 
interesados puedan participar en las nuevas 
soluciones. 


SEÑOR LEGNANI.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑORA PERCOVICH.— ST, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


Puede 


SEÑOR LEGNAN!.— Señor Presidente: tengo 
en mi poder todas las estadísticas, pero no 
quiero cansar al Cuerpo con ello; se trata de 
informes oficiales de los que surge que dentro 
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de las soluciones habitacionales que promo- 
cionaba el Banco Hipotecario del Uruguay en 
junio de 1999, cuando el gobierno hablaba de 
que había construido 40.000 viviendas, en 
realidad -como muy bien explicó el señor 
Presidente de esa entidad, ingeniero Noachas- 
a las 23.000 realmente construidas se sumaban 
12.000 créditos para compra o refacción de 
vivienda usada. Eso entraba en el conteo global 
de viviendas que promocionaba la televisión. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
continuar la señora Diputada Percovich. 


Puede 


SEÑOR MELGAREJO.— ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑORA PERCOVICH.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


Puede 


SEÑOR MELGAREJO.— Señor Presidente: si 
seguimos en este tren, parecería que estamos 
hablando de cuestiones diferentes. Aquí nadie 
está cuestionando que se hagan más viviendas; 
no estamos cuestionando que exista una política 
de vivienda: podemos estar de acuerdo o no, 
pero existe. Estamos hablando concretamente 
de las soluciones habitacionales que se plan- 
tean. Se habla de hogares diurnos y demás, 
pero yo no sé dónde está escrito eso, quién lo 
ha planteado, quién lo definió y si alguna vez 
una comisión discutió el tema de las soluciones 
habitacionales. 

Aquí se ha planteado que nosotros estamos 
en contra de las soluciones ante los problemas 
de los pasivos. Todo lo contrario: queremos 
soluciones, pero con un organismo honorario 
que controle para que, en definitiva, los 
jubilados puedan valerse por sus propios medios 
y para que sepan que su dinero se destina a 
las soluciones habitacionales que se plantean. 

Para nada estamos en desacuerdo con la 
idea; sí lo estamos con que no se especifique. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
continuar la señora Diputada Percovich. 


Puede 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑORA PERCOVICH.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


Puede 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Señor Presiden- 
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te: el señor Diputado Melgarejo se preguntaba 
si había algo estudiado. Efectivamente, el tema 
de las soluciones habitacionales se viene 
estudiando desde hace muchísimo tiempo. Es 
más: hubo un estudio de una consultora privada, 
a instancias del Banco de Previsión Social, 
trabajando en coordinación con el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. 
Pregunto a los 
cuántos jubilados 


señores Diputados: ¿saben 
estarían conformes si les 
entregáramos una vivienda? El 22%. ¿Saben 
cuántas personas aspirarían a otra solución 
habitacional, no sólo a la vivienda individual, 
sino para el resto de la familia? El 40%. 
Adviértase que hay jubilados que están insertos 
en una familia. ¿Saben cuántos jubilados 
estarían disconformes con la sola entrega de la 
vivienda y esperarían una solución alternativa? 
El 38%. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
continuar la señora Diputada Percovich. 


Puede 


SEÑORA PERCOVICH.— He finalizado, se- 
ñor Presidente. 


SEÑOR CHIFFLET.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CHIFFLET.— Señor Presidente: de 
manera telegráfica voy a señalar algunos hechos 
que son parte de las preocupaciones de la 
Comisión de Seguridad Social de esta Cámara 
desde varios años atrás -diría que desde hace 
casi una década-, porque parecería que para 
algunos legisladores la historia comienza hoy. 

Me he sentido un tanto agredido cuando se 
dice: "Estamos proponiendo que no se deje a 
los jubilados con bastante edad solos en una 
casa en la que no podrán atender la higiene", 
etcétera. Aquí no hay oposición a que se 
busquen soluciones mejores. Tanto es así, que 
en 1990, con el ex Diputado Borges, planteamos 
este tipo de medidas en la Comisión de 
Seguridad Social, que integrábamos en ese 
tiempo. 

Haré telegráficamente la historia. Una ley 
determinó que lo que pagan los jubilados para 
viviendas debía tener exclusivamente ese des- 
tino. Durante mucho tiempo, en la Comisión de 
Seguridad Social no pudimos saber qué cantidad 
de dinero existía en el Fondo. Citábamos al ex 
Ministro Braga y nos decía una cosa; nos 
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entrevistábamos con las autoridades del Banco 
Hipotecario y nos decían otra; pedíamos infor- 
mación al Banco de Previsión Social y nos 
trasmitía otra cosa. Finalmente, a la Comisión 
se le ocurrió una idea no demasiado importante, 
pero que solucionaba el problema: "¡Basta de 
jugar al gran bonete! Que vengan todos y 
conversemos”. Llevó un año que se pusieran de 
acuerdo en la fecha y en la oportunidad para 
venir. En la Comisión nos enteramos -consta en 
la versión taquigráfica- de que, más allá de que 
aquella ley establecía que los fondos que se 
descontaban a los jubilados debían ser exclu- 
sivamente para viviendas de jubilados, sólo el 
17% se destinaba a tal fin y el resto al pago 
de la deuda externa. Naturalmente, hubo una 
discrepancia fundamental. “¡Ah!” -nos dijeron- 
"si ustedes piensan eso, hagan una ley 
interpretativa porque el texto no es claro". Hubo 
que hacer dos, porque la primera ley 
interpretativa -recuerdo que el texto fue redac- 
tado por el señor Diputado Díaz Maynard- 
también la entendieron de distinta manera. 

Fueron cambiando los Ministros. Recuerdo 
que cuando estuvo el ex Ministro Romay se le 
planteó que la circunstancia de que dieran a un 
jubilado una vivienda en el tercer piso de un 
edificio sin ascensor, parecía un disparate, que 
significaba solamente la dimensión de las orejas 
del arquitecto que había hecho eso, porque a 
nadie se le puede ocurrir una solución de ese 
estilo. Bien; tuvimos que reclamar contra eso. 
Debimos plantear que era imprescindible que 
todo el dinero que se recoge para vivienda 
tuviera ese destino. Comparen las cifras, 
señores legisladores, y verán que hay una 
cantidad de reservas de dinero que no se 
emplean en eso. Hay US$ 4:000.000 mensuales 
-doy cifras redondas- que se descuentan a los 
jubilados y no se destinan a ellos. 

Se buscaron soluciones con el ex Ministro 
Romay, quien, con muy buen criterio, dijo que 
cuando se construyeran bloques de viviendas se 
estudiaría incluir en ellos algunas acondiciona- 
das para jubilados. Le planteamos que también 
existían otros problemas. Un jubilado, a los 
ochenta años de edad o más, que no está en 
buenas condiciones físicas, de pronto no atiende 
como corresponde la preparación de la comida, 
la higiene, etcétera. El propio Ministro estuvo de 
acuerdo con la Comisión en que había que 
encontrar soluciones por ese lado. 

Entonces, en primer lugar, no se ha invertido 
como corresponde el dinero que se recoge de 
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los jubilados. Hay una gran cantidad de millones 
de dólares que queremos saber dónde está, y 
esto siempre lo reclaman las organizaciones de 
jubilados. 

En segundo término, se hace desde luego 
mucha propaganda con estos temas de la 
vivienda, pero aquí no hay dos posiciones, en 
el sentido de que haya un sector de legisladores 
conservadores que se oponen al progreso, que 
no tienen la cabeza abierta, mientras hay otros 
de cabeza tan abierta que parece que se les 
notan los sesos en cada intervención. No; esto 
no es así, 


SEÑOR DIAZ.— ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR CHIFFLET.— Enseguida, señor Dipu- 
tado. 


Desde luego, parecía una medida elemental 
que hubiese un asesoramiento. ¿De quién? De 
los interesados. Si a veces no funcionan las 
cosas es porque no se consulta directamente a 
los interesados. Era una comisión honoraria -no 
se pedía demasiado- y era toda una garantía. 
Ahora la garantía es la palabra de los señores 
legisladores. Yo no desconfío de esa palabra. 
Digo que -¡cuidado!- ahora sí se han compro- 
metido a hacerlo y es lo mismo que si se hubiera 
votado -o casi-, y si en un año eso no se 
cumple, aquí tendremos una interpelación, de 
pronto a la bancada que lo propuso. 

Con mucho gusto concedo la interrupción al 
señor Diputado Díaz. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


Puede 


SEÑOR DIAZ.— Señor Presidente: el señor 
Diputado Chiftlet trae -y está en su derecho- un 
episodio parlamentario de hace diez años. 
Luego de eso, felizmente, se ha trabajado y se 
ha trabajado bien. Tal vez yo sea el Diputa- 
do que ha visitado la mayor cantidad de cen- 
tros de viviendas para jubilados. He conocido 
once de estos centros en Montevideo y en 
Canelones; me han invitado desde otros depar- 
tamentos del interior, pero todavía no he podido 
concurrir. 

Tengo entendido que en el período anterior 
se han terminado de construir más de 3.500 
viviendas para jubilados; en poco tiempo 
llegaremos a superar las 6.000 y más adelante 
alcanzaremos las 10.000. Las cifras ya han sido 
dadas. Se han construido con ascensor, con 
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baños adecuados en su tamaño e implementación 
y con todo lo demás, para que el jubilado pueda 
vivir de otra manera. Creo que aquella discusión 
no se ha cristalizado; felizmente para todos, 
hemos progresado en esa materia. 

Insisto en un concepto que vengo manejando 
en solitario. Creo que el hecho de que el 
jubilado no tenga en propiedad la vivienda es 
un factor que atenta contra la integración del 
jubilado con su familia, porque no puede llevar 
a vivir con él a un hijo, a un sobrino, a una 
persona de su amistad, sabiendo que al otro día 
de su fallecimiento esa persona quedará sin 
vivienda. Ese factor atenta contra la integración 
del jubilado al que se le da la vivienda, con su 
medio familiar y social y con las personas que 
están a su alrededor. No logramos modificar 
esto en este proyecto de ley, pero es un tema 
que deberá ser abordado, porque el jubilado no 
podrá vivir con alguien en esa vivienda si, al otro 
día que fallece, su acompañante queda en la 
calle, sin solución habitacional. El concepto de 
que la vivienda de los jubilados debe ser 
propiedad del Banco de Previsión Social en el 
correr del tiempo deberá reverse. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Chifflet, 


Puede 


SEÑOR MOLINELLI.— 
interrupción? 


¿Me permite una 


SEÑOR CHIFFLET.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 
SEÑOR MOLINELL!.— Señor Presidente: 


aquí hay una confusión. Muchas veces se 
pregunta dónde está ese dinero o se dice que 
no se utiliza. Es cierta la historia que refirió el 
señor Diputado Chifflet. Durante un período se 
fue analizando esto y, como decía el señor 
Diputado Díaz, se ha avanzado. En la Ley 
N2 16.736, correspondiente al Presupuesto 
Nacional anterior, se estableció claramente la 
creación de una cuenta en el Banco de la 
República. Eso se reglamentó perfectamente por 
un decreto del Poder Ejecutivo del año 1997. 
Desde ese entonces, todo el dinero que se 
recauda del aporte de los jubilados está 
destinado exclusivamente al fin establecido. Eso 
está muy claro, y fundamentalmente a partir de 
1997, cuando se dictó el decreto, el dinero que 
se recauda de los jubilados está en una cuenta 
que no puede ser utilizada para otra cosa. 
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Quiere decir 
transparencia. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Chifflet. 


SEÑOR CHIFFLET.— Señor Presidente: fina- 
lizo diciendo que no niego que se haya 
avanzado. Consta en las actas de la Comisión 
de Seguridad Social que costó mucho ese 
avance. Al principio, ni siquiera nos decían 
cuánto dinero existía y las organizaciones de 
jubilados se movilizaron intensamente al respec- 
to, 

¿Se ha avanzado? Sin duda. Se dice que se 
ha contado con el informe de una consultora 
privada -¿para estudiar qué cosas?- y se nos 
brindan datos que, sin pagar ese tipo de 
consultoría privada en la que gastamos tanto 
dinero, podríamos haber obtenido simplemente 
con el informe de los jubilados. 

Es cierto que se han construido grupos de 
viviendas que resultaban casi un agravio. El 
primero de ellos era exclusivamente para 
jubilados, es decir, una suerte de gueto de 
ancianos, cerca del Cementerio del Norte. 
Recuerdo que hasta el propio ex Ministro 
Romay, con buen criterio, se horrorizaba de 
estas cosas. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR CHIFFLET.— Disculpe, señor Dipu- 
tado, pero no puedo dar más interrupciones 
porque se me acaba el tiempo. 

Oportunamente podremos discutir lo que 
planteaba el señor Diputado Díaz en cuanto a 
la propiedad, pero no es el tema esencial que 
está en discusión hoy, sino si se admitía 
consagrar en el texto legal la existencia de un 
organismo asesor de carácter honorario, integra- 
do por jubilados directamente interesados en el 
problema, para que todos tuviésemos la segu- 
ridad de que así se haría, y para que el 
compromiso -ya que existe- se estableciera en 
la ley. Esto no se ha aceptado, y ésa es la 
diferencia fundamental. Pero aquí no hay 
buenos y malos; no hay gente que se oponga 
a que haya soluciones diferentes a las malas 
que se han producido, ni que se oponga a las 
buenas que se han registrado. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Pido la palabra 
para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


que hubo avances en la 


Puede 
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SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Señor Presiden- 
te: simplemente, quiero aclarar e informar al 
señor Diputado Chifflet que el estudio pormeno- 
rizado que se hizo fue para evaluar la demanda 
que, obviamente, no conocíamos. Lamentable- 
mente, en el interior había viviendas que, por 
muchas de las razones que él mismo expresó, 
estaban vacías. Por lo tanto, la demanda debía 
ser evaluada adecuadamente. Por eso se hizo 
este estudio y hoy presentamos esta normativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se pasa a 
votar el Título |, "Vivienda para pasivos”, que 
comprende los artículos 43 a 46. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
el artículo 43. 


(Se vota) 


— Cincuenta y dos en ochenta y ocho: Afirma- 
tiva. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
el artículo 44, 


(Se vota) 


— Cincuenta y dos en ochenta y nueve: 
Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
el artículo 45. 


(Se vota) 


— Cincuenta y dos en ochenta y nueve: 
Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
el artículo 46. 


£ 


(Se vota) 


— Cincuenta y dos en ochenta y nueve: 
Afirmativa. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la palabra 
para fundar el voto. 


SEÑOR 
palabra el 


PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: en aras de la brevedad, no quisimos 
intervenir en la discusión, pero queremos 
manifestar que hemos votado afirmativamente 
todo el título. 

Tenemos confianza en que esto contribuirá a 
que se vaya mejorando, paulatinamente y con 
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un sentido práctico, una política de vivienda 
para pasivos que está inserta en otra general 
de vivienda que el gobierno ha estado aplicando 
con mucho éxito, especialmente en la Adminis- 
tración pasada. 

Por esta vía, voy a dar algunas cifras. 

En lo que refiere a los núcleos básicos 
evolutivos -contenidos en el Plan Quinquenal de 
Vivienda- se han construido 873 y hay 20 en 
construcción sobre 1.967 soluciones habitacio- 
nales de otro tipo que a partir de 1996, cuando 
se establecen las viviendas exclusivas para 
pasivos, se pone en funcionamiento. En el 
período 1995-1999, hay 1.573 viviendas cons- 
truidas, 1.883 en construcción -o sea, 3.456 en 
total- y 2.061 comprometidas, lo que arroja un 
total de 5.517. Esto se inserta en la política de 
vivienda en general. Mientras de octubre de 
1985 a mayo de 1996 la población creció 7.1%, 
los hogares particulares crecieron 12.4% y las 
viviendas particulares, 14.3%. Vamos por el 
buen camino. 

En este articulado nos quedan algunos 
problemas acerca de los cuales, quizás, en 
algún momento deberemos reflexionar. El prime- 
ro refiere a que cuantas más viviendas se 
construyan, más pesados van a ser los gastos 
de administración y de mantenimiento. En esto 
asiste razón al señor Diputado Díaz, pero tengo 
mis dudas en cuanto a la propuesta que sugiere, 
sobre la que reflexionaremos más adelante. El 
segundo tiene relación con que, siendo el 
propietario el Banco de Previsión Social y 
teniendo el Ministerio de Vivienda, Ordenamien- 
to Territorial y Medio Ambiente la administración 
preceptiva, sin posibilidades de revocación por 
parte de este banco, tendríamos que ver si 
efectivamente en la práctica da buen resultado. 
Veremos qué surge de la aplicación de la ley. 

Por otro lado, a nuestro juicio, para asegurar 
la eficiencia en los gastos de administración y 
de mantenimiento, el Poder Ejecutivo, o en su 
caso el Parlamento, deberá establecer un 
máximo de los gastos que se afecten con 
relación al tipo y al número de viviendas que 
se administran y se mantienen. 


SEÑOR MICHELINI.— ¿Me permite, señor 
Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante en minoría. 


SEÑOR MICHELINI.— Propongo que después 
de votar los aditivos que figuran en las Hojas 
Nos. 13 y 14, que supongo -y creo que supongo 
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bien- van a votarse negativamente, se rectifique 
en bloque la votación de los artículos 43 a 46. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Léase el 
aditivo al artículo 43 que figura en la Hoja 
N?2 13, presentado por los señores Diputados 


Barrios, Bentancor, Dominguez, Fonticiella y 
Pintado. 
(Se lee:) 


"El Banco de Previsión Social en uso de 
sus facultades convocará a una Comisión 
Asesora, la que contará en su integración con 
representantes de las organizaciones de 
jubilados y pensionistas, a los efectos de dar 
cumplimiento a las disposiciones previstas en 
los incisos precedentes y en el artículo 45". 


— En discusión. 
SEÑOR SENDIC.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SENDIC.— Señor Presidente: voy a 
argumentar el aditivo. 

Estamos planteando la creación de una 
Comisión Asesora -que ha dado motivo a tanta 
discusión- en la órbita del Banco de Previsión 
Social, a efectos de entender en el tipo de 
soluciones habitacionales que se le proporcio- 
narán a jubilados y pensionistas, con la 
participación directa de la organización de 
jubilados y pensionistas; queremos que esto 
quede establecido en la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el aditivo 
al artículo 43 que figura en la Hoja N*2 13. 


(Se vota) 
— Cuarenta y uno en ochenta y siete: Negativa. 


Léase el aditivo al artículo 43 que figura en 
la Hoja N* 14, presentado por el señor Diputado 
Michelini. 


(Se lee:) 


"El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente en uso de sus 
facultades convocará a una Comisión Aseso- 
ra, la que contará en su integración con 
representantes de las organizaciones de 
jubilados y pensionistas, a los efectos de dar 
cumplimiento a las disposiciones previstas 
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en los incisos precedentes y en el artícu- 
lo 44", 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Cuarenta y dos en ochenta y ocho: Negativa. 


Se va a rectificar la votación en bloque de 
los cuatro artículos que comprende el Título 1, 
"Vivienda para pasivos". 


(Se vota) 


— Cuarenta y siete en ochenta y nueve: 
Afirmativa. 


SEÑOR MICHELIN!.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELIN!.— Señor Presidente: er: 
primera instancia, nosotros acompañamos los 
artículos 43 a 46, en el entendido de que las 
soluciones de fondo eran correctas, pero lo 
supeditamos a que fuera aprobado el aditivo que 
figura en la Hoja N* 14, presentado por nuestra 
fuerza política, o el que figura en la Hoja N? 13, 
presentado por el Encuentro Progresista-Frente 
Amplio. Como ninguno de los dos se votó 
afirmativamente, pedimos la rectificación de la 
votación porque no podemos acompañar estos 
artículos si la Comisión Asesora no se establece 
por ley. 


SEÑOR FALERO.— 
fundar el voto. 


Pido la palabra para 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.— Señor Presidente: lamen- 
to profundamente que ninguno de estos dos 
aditivos haya sido votado afirmativamente. 
inclusive, a la luz de un hecho ocurrido en forma 
reciente, sabemos lo que significa, lamentable- 
mente, el hecho acaecido en una institución 
pública por malversación de fondos, que corres- 
pondían a jubilados internados en ese lugar. 

La no aprobación de este aditivo demuestra 
que no se quiere que los jubilados controlen el 
destino de los fondos que se les ha adjudicado 
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por ley. Esos fondos les pertenecen y, por lo 
tanto, después de toda una vida de trabajo, 


tienen el derecho a controlar cómo son 
utilizados, posibilidad que se les acaba de 
negar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se pasa a 
considerar el Título 1l, "Fusión de cooperativas 
de vivienda", que comprende solamente el 
artículo 47. 


Léase el artículo 47. 
(Se lee:) 


"Artículo 47.— Las cooperativas de vivien- 
da previstas en la Ley N* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968, podrán fusionarse en todo 
caso, siempre y cuando el número de socios 
de la resultante no sea superior a doscientos. 
A dichos efectos se seguirán los trámites 
previstos en la Ley N? 16.060, de 4 de 
setiembre de 1989, en lo compatible. 


No obstante, se faculta excepcionalmente 
la fusión entre cooperativas de viviendas, que 
a la fecha de la promulgación de la presente 
ley compartan el mismo complejo habita- 
cional, hayan construido complejos habi- 
tacionales contiguos o sean copropietarias de 
los mismos aunque la cooperativa resultan- 
te de la fusión tenga más de doscientos 
socios. 


Si la cooperativa resultante de la fusión 
supera los doscientos socios se podrá por vía 
estatutaria crear el órgano asamblea repre- 
sentativa. Esta se elegirá por voto secreto y 
tendrá las mismas facultades que la asam- 
blea general con excepción de las que 
impliquen resolver la disolución, escisión o 
fusión de la cooperativa o la reforma de sus 
estatutos y todas aquellas limitaciones que le 
imponga el estatuto. Las resoluciones reser- 
vadas exclusivamente a la asamblea general 
podrán aprobarse por acto eleccionario". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Noventa y uno por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


Se pasa a considerar el Título Ii, “Urbaniza- 


ciones de propiedad horizontal", que comprende 
los artículos 48 a 55. 


Léanse los artículos 48 a 55. 
(Se lee:) 


"Artículo 48.— Las urbanizaciones desa- 
rrolladas en zonas urbanas, suburbanas O 
rurales, que encuadren dentro de las previ- 
siones de la presente ley y de las normativas 
municipales de ordenamiento territorial, po- 
drán regirse por el régimen de la propiedad 
horizontal. 


Se entiende por 'Urbanización de Propie- 
dad Horizontal todo conjunto inmobiliario 
dividido en múltiples bienes o lotes objeto de 
propiedad individual, complementados por 
una infraestructura de bienes inmuebles y 
servicios comunes, objeto de copropiedad y 
coadministración por parte de los propietarios 
de los bienes individuales. 


Las superficies mínimas de los bienes 
individuales no serán inferiores a las que, 
para la zona en que se propone implantar el 
conjunto, determinen las Ordenanzas o Pla- 
nes Directores o Planes de Uso del Suelo del 
Departamento respectivo. 


Cuando la autoridad municipal apruebe las 
referidas urbanizaciones en zonas rurales, el 
inmueble matriz podrá ser incorporado a la 
categoría de urbano o suburbano. 


Artículo 49.— Cada uno de los bienes 
inmuebles deslindados en el plano de frac- 
cionamiento respectivo como fracciones indi- 
viduales -con o sin construcciones- constitui- 
rá una unidad, y se individualizará como 
"padrón matriz/número de unidad. 


Las unidades no serán a su vez divisibles 
en unidades menores, ni sobre elevadas, ni 
en subsuelo. 


No obstante, en el proyecto del conjunto, 
podrán reservarse macrounidades destinadas 
a subdividirse en etapas futuras en unidades 
análogas a las primeras conforme se esta- 
blezca en el respectivo Reglamento de 
Copropiedad. 


Artículo 50.— Cada propietario será dueño 
exclusivo de su lote o unidad y copropietario 
de los bienes afectados al uso común. 


La copropiedad de los bienes comunes es 
inseparable de la propiedad de cada lote o 
unidad. La cuota parte en la copropiedad será 
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directamente proporcional a la superficie de 
cada lote o unidad, salvo que otra previsión 
se establezca en el Reglamento de Copropie- 
dad. 


Serán bienes comunes, aquellos destina- 
dos al uso y goce de todos los copropietarios, 
tales como accesos a los lotes privados, 
circulaciones y conexiones entre los bienes 
comunes y los lotes, espacios libres destina- 
dos a actividades sociales o recreativas y sus 
instalaciones, los servicios generales de agua 
potable, saneamiento, energía, alumbrado, 
disposición de residuos sólidos, en la forma 
que establezca el Reglamento de Copropie- 
dad, debidamente inscripto en el Registro de 
la Propiedad Inmueble. 


Los servicios comunes deberán instalarse 
de modo que su operación general, mante- 
nimiento y reparación puedan realizarse 
desde los espacios comunes. 


Artículo 51.— Para los conjuntos inmobi- 
liarios objeto de la presente ley, el estado de 
propiedad horizontal se perfecciona con: 


A) El permiso municipal que aprueba el 
proyecto de urbanización y la habilita- 
ción municipal final de las obras de 
infraestructura. 


B) El plano de mensura y fraccionamiento 
horizontal cotejado por la Intendencia 
respectiva, inscripto en la Dirección 
Nacional de Catastro. 


C) La escritura de Reglamento de Copro- 
piedad, conteniendo la hipoteca recípro- 
ca en garantía de las expensas comu- 
nes. 


Artículo 52.— Cada propietario o promitente 
comprador de una unidad para realizar obras 
en la misma, podrá solicitar por sí solo el 
respectivo permiso de construcción a la 
autoridad municipal competente, y será único 
y directo responsable de las obras que realice 
y del pago de sus aportes de seguridad social 
las que gravarán exclusivamente dicha uni- 
dad o lote. 


La solicitud de todo permiso de construc- 
ción dentro del conjunto inmobiliario, deberá 
ser acompañada por una constancia de la 
Administración de la Urbanización en la que 
se establezca que el proyecto cumple con las 
condiciones convenidas en el Reglamento de 
Copropiedad. 
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Artículo 53.— La autoridad municipal re- 
glamentará las obras mínimas de infraestruc- 
tura a exigir para autorizar el registro en ta 
Dirección Nacional de Catastro de un plano 
de proyecto de urbanización de propiedad 
horizontal. Una vez inscripto el plano proyec- 
to y obtenido el permiso municipal para la 
construcción de las obras de infraestructura 
podrán otorgarse e inscribirse promesas de 
compraventa de estos bienes en el Registro 
de la Propiedad Inmueble respectivo confor- 
me a las Leyes N* 8.733, de 17 de junio de 
1931, N2£ 12.358, de 3 de enero de 1957, y 
concordantes. 


Artículo 54.— Son aplicables a este ré- 
gimen todas las normas legales vigentes de 
la propiedad horizontal, en tanto no se 
opongan a las disposiciones especíticas de 
la presente ley. 


Este régimen es compatible con las nor- 
mas del Capítulo lll del Decreto-Ley 
N?2 14.261, de 3 de setiembre de 1974 y con 
la Ley N2* 16.760, de 16 de junio de 1996, 
toda vez que en el financiamiento de la 
infraestructura, o de parte de sus construc- 
ciones, intervengan instituciones bancarias 
habilitadas por dichas normas. 


Artículo 55.— Las urbanizaciones que en- 
cuadren en el artículo 49 de la presente ley, 
ya existentes o en curso de desarrollo, 
podrán adecuarse y ampararse al régimen 
que se crea, cumpliendo todos sus extremos". 


— En discusión. 
SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BAYARDI.— Señor Presidente: soli- 
citamos que tanto la discusión como la votación 
de este título se realice en bloque; es decir, 
pedimos a la Mesa que habilite a que los 
señores Diputados que hagan uso de la palabra 
puedan referirse a cualquiera de los artículos 
comprendidos en este título. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Así se 
hará, señor Diputado. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 
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SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Señor Presi- 
dente: creo que se ha hecho muy bien en incluir 
en este proyecto de ley el título relativo a 
urbanizaciones de propiedad horizontal. Durante 
años nuestro país se caracterizó por disponer 
de una legislación de avanzada en muchos 
temas; sin embargo, ahora nos estamos quedan- 
do atrás en algunos aspectos y la realidad nos 
está superando. 

Todos hemos visto surgir este tipo de 
urbanizaciones llamadas "clubes de campo" o 
"countries”, que no cuentan con un marco legal 
que los comprenda. Si bien algunos Municipios 
han establecido reglamentaciones, debemos 
tener en cuenta que en otros casos ni siquiera 
existen planes reguladores. 

Me voy a referir al título en general. Los 
artículos 48 y siguientes refieren, precisamente, 
a urbanizaciones de propiedad horizontal. Con- 
sidero positivo que esta materia sea regulada y 
además que se opte por la solución de la 
propiedad horizontal, que es la que se ha 
adoptado en el derecho comparado; es el caso, 
por ejemplo, de la legislación española, muy 
reciente, que para este tipo de urbanizaciones 
estableció la solución de la propiedad horizontal. 
Lo mismo ocurre en el caso de Chile y en las 
demás legislaciones latinoamericanas que han 
resuelto el problema. Todavía hay algún otro 
país que no lo ha resuelto y, por lo tanto, se 
ve enfrentado a los mismos inconvenientes que 
padecemos en el Uruguay. 

Durante muchos años, la Asociación de 
Escribanos del Uruguay se pronunció a favor de 
esta solución para este tipo de emprendimientos, 
y existe abundante documentación en este 
sentido. En consecuencia, tomamos la propuesta 
que inicialmente planteó el Poder Ejecutivo -en 
este caso a través del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente-, 
cuya solución es, precisamente, la asimilación 
de estas urbanizaciones al régimen de propie- 
dad horizontal. La Comisión ha mejorado esa 
propuesta, introduciéndole algunas modificacio- 
nes después de haber consultado a la Asocia- 
ción de Escribanos del Uruguay y a la 
Asociación de Agrimensores, así como a otras 
instituciones. 

Como se trata de un tema de naturaleza más 
bien notarial, en la Comisión estuvimos traba- 
jando tres escribanos -la señora Diputada 
Argimón, el señor Diputado López y quien ha- 
bla-, y finalmente arribamos a esta redacción 
que considero muy apropiada. 

Es necesario tener en cuenta que nuestra 
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actual legislación contempla la figura del 
condominio y su régimen básico de administra- 
ción, previsto en el Código Civil, que es 
obsoleto, ya que requiere unanimidad en la 
voluntad de sus integrantes para la realización 
de cualquier acto de administración o de 
disposición. El hecho de adoptar ese régimen 
hubiera creado enormes complicaciones. Por lo 
tanto, nos pareció que el régimen de propiedad 
horizontal era el que mejor se avenía a este 
caso; se trata de establecer una forma de 
administración de un condominio, que implica la 
presencia de varios propietarios de un solo 
padrón. Es un régimen general que tiene ya más 
de cincuenta años de vigencia y que ha 
funcionado sin mayores problemas. La ley ma- 
dre en materia de propiedad horizontal es la 
N2 10.751 y varias leyes sucesivas la fueron 
modificando y adaptando, lo que ha permitido 
dar solución a una enorme cantidad de casos, 
lo cual de otra forma no se habría podido 
concretar. En su momento, la Ley N* 14.261 
representó un gran avance, porque permitió 
asimilar al sistema de la Ley N* 10.751 casos 
que no estaban comprendidos en ella. Y ahora 
lo que estamos haciendo es, precisamente, 
ampliar ese espectro, incluyendo este tipo de 
urbanizaciones en esa solución. 

La mayoría de las urbanizaciones ya existen- 
tes han optado por el régimen de la propiedad 
horizontal. Pero ¿qué sucede? Se ven obligadas 
a hacerlo por etapas y en forma permanente 
deben modificar el reglamento de copropiedad 
y los planos. En el régimen general se termina 
el edificio, se le da lo que se llama "la final", 
$e hace el reglamento de copropiedad, se 
inscriben los planos y ya queda constituida la 
propiedad horizontal. Sin embargo, en este caso 
no se puede construir todo junto debido a la 
cantidad de unidades que comprenden estas 
urbanizaciones. Entonces, se empiezan a cons- 
truir, se hace el plano y el reglamento de 
copropiedad, después se construyen otras 
unidades, hay que volver a hacer modificacio- 
nes, y esto es realmente un inconveniente 
práctico. 

Para que quede bien claro: el único incon- 
veniente -y ésta es la diferencia entre uno y otro 
caso- lo plantea la cantidad de unidades, que 
imposibilita su construcción simultánea o en 
tiempos razonables, sin que pueda aguardarse 
a la construcción total para acceder entonces al 
régimen de propiedad horizontal para regular 
todo el complejo. 

Tenemos en nuestro poder una serie de 
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casos en los que la Asociación de Escribanos 
del Uruguay, en distintas consultas, se expidió 
favorablemente en este sentido. Por ejemplo, 
hay una consulta del 21 de setiembre de 1993, 
en la que, luego de una serie de consideracio- 
nes acerca del régimen en cuestión y de definir 
la propiedad horizontal como una propiedad 
colectiva, en la cual la cosa pertenece a varios 
en común, con distribución de zonas para el uso 
y el goce, se concluye que es perfectamente 
viable aplicar este régimen a la situación 
planteada, por no tratarse de una subdivisión de 
predios, de acuerdo con lo tratado precedente- 
mente. 

Dicha consulta fue adoptada por unanimidad 
de la Comisión de Derecho Civil y firmada por 
sus informantes -fueron sus redactores los 
escribanos Roque Molla y Alvaro Mastroianni-, 
y luego fue refrendada por la Comisión Directiva 
de la Asociación de Escribanos del Uruguay. 

También tenemos otros fallos de la Comisión 
de Derecho Civil de la Asociación de Escribanos 
del Uruguay, en los que se comparte en un todo 
que en estos casos debe utilizarse la solución 
de la propiedad horizontal. 

Entonces, en función de todo lo que hemos 
dicho, evidentemente esta solución está reco- 
mendada por la Asociación de Escribanos del 
Uruguay. 

El único inconveniente que presenta la actual 
Ley de Propiedad Horizontal y que este proyecto 
pretende remover -quiero que esto quede 
absolutamente claro- es que no se obtiene la 
habilitación y, por ende, la horizontalidad 
mientras el edificio no haya sido construido en 
su totalidad. Esto es lo que estamos procurando 
solucionar al establecer, en el artículo 51, una 
redacción que dice Jo siguiente: "Para los 
conjuntos inmobiliarios objeto de la presente ley, 
el estado de propiedad horizontal se perfecciona 
con: A) El permiso municipal que aprueba el 
proyecto de urbanización y la habilitación 
municipal final de las obras de infraestructura.- 
B) El plano de mensura y fraccionamiento 
horizontal cotejado por la Intendencia respecti- 
va, inscripto en la Dirección Nacional de 
Catastro.- C) La escritura de Reglamento de 
Copropiedad, conteniendo la hipoteca recíproca 
en garantía de las expensas comunes”. 

La novedad consiste en que cuando se 
expiden el permiso municipal que aprueba el 
proyecto de urbanización y la habilitación 
municipal final de las obras de infraestructura, 
ya queda construida la propiedad horizontal y no 
hay que esperar, como ocurre con el sistema 
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vigente, a que todo el edificio esté construido 
y tenga la habilitación final de las obras. 


(Ocupa la Presidencia la señora Represen- 
tante Percovich) 


— Consideramos que esto constituye un gran 
avance legislativo. Conjuntamente con la señora 
Diputada Argimón y el señor Diputado López 
redactamos esta solución, basándonos en el 
proyecto enviado por el Poder Ejecutivo a través 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Terri- 
torial y Medio Ambiente, y tuvimos especial 
cuidado de no vulnerar las autonomías munici- 
pales. 

Por estas consideraciones, recomendamos al 
Cuerpo que se acompañe esta solución legisla- 
tiva. 


SEÑOR SENDIC.— Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SENDIC.— Señora Presidenta: a 
pesar de que ayer se dijo que nuestra bancada 
iba a votar este título en forma dividida, hemos 
estudiado este tema en profundidad y no lo 
vamos a acompañar. 

Hubo una propuesta original del Poder 
Ejecutivo que fue objetada por las asociaciones 
de profesionales que nos visitaron y por el 
Congreso de Intendentes, y a nivel de la 
Comisión también se manejaron varias alterna- 
tivas. Las distintas opiniones que se vertieron 
en la Comisión demuestran que no es posible 
abordar un tema tan complejo en los plazos 
previstos para un proyecto de urgente conside- 
ración sin correr el riesgo de cometer gravísimos 
errores. 

Además, este título nos provoca algunas 
dudas por cuanto algunos de sus artículos 
tienen determinadas contradicciones respecto a 
lo dispuesto en la Ley de Centros Poblados. Si 
se aprueba este proyecto, será urbanizable 
prácticamente todo el territorio nacional, cuando 
en la Ley N?* 10.866, de Centros Poblados, 
queda bien establecida la división de territorio 
en zomas urbanas, suburbanas y. rurales. 
Justamente, esta última categoría implica la 
definición de suelo no urbanizado y, sin 
embargo, en este título se establece que están 
comprendidas las urbanizaciones desarrolladas 
en zonas urbanas, suburbanas y rurales. Desde 
nuestro punto de vista, esto es un contrasentido. 

El otro elemento que demuestra la contradic- 
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ción que estamos describiendo es que, en 
función de lo establecido en la Ley de Centros 
Poblados, la zona rural no puede admitir 
divisiones menores a las cinco hectáreas, a 
excepción de los departamentos de Canelones 
y Montevideo, en los que la superficie se reduce 
a tres hectáreas. Hasta el mero hecho de que 
en la zona rural la superficie se mida en 
hectáreas y en la zona urbana en metros 
cuadrados está demostrando las claras diferen- 
cias que impedirían la urbanización en zonas 
rurales. 

Además, la potencialidad de urbanización de 
todo el territorio naciona! generaría un proceso 
especulativo que podría dañar los intereses del 
sector agropecuario y del forestal, en virtud del 
cambio de valor que tendría la tierra. 

Otro elemento sustancial para destacar es 
que, pretendiendo regularizar -además, en forma 
urgente-, se ha introducido un concepto que 
hasta ahora no se había manejado. Este es un 
hecho nuevo; se crea una especie de gueto, en 
áreas cerradas, con infraestructura, instalacio- 
nes deportivas, etcétera, al que no tendrá 
acceso el conjunto de la población. Evidente- 
mente, se trata de urbanizaciones de carácter 
privado, aisladas, algunas de ellas cerradas, de 
uso exclusivo e, inclusive, homogéneas desde 
el punto de vista de su composición social y que 
no tienen continuidad física con el centro 
poblado. A nuestro entender, estas urbanizacio- 
nes profundizan la segregación socio-espacial 
en las ciudades y en el territorio nacional, hecho 
que podría producir tensiones con su propio 
entorno. 

Consideramos que no es razonable que para 
regularizar estas situaciones que ya se han 
creado de hecho -como lo manifestó la propia 
Diputada Saravia Olmos-, sin haber analizado en 
profundidad las responsabilidades emergentes 
de estas acciones -me refiero a que se haya 
construido este tipo de emprendimientos muchas 
veces en zona rural-, se adopte una normativa 
de carácter general que no sólo regulariza sino 
que fomenta, propicia e impulsa la multiplicación 
de estas situaciones. Desde nuestro punto de 
vista, esto no es aconsejable. 

Por último, creemos que este proyecto choca 
frontalmente con el propósito ordenador eviden- 
ciado por el Poder Ejecutivo cuando enviara al 
Parlamento el proyecto de ley sobre ordena- 
miento territorial, que en este momento está a 
consideración del Senado, que ha sido cuidado- 
samente analizado, estudiado y discutido duran- 
te un lapso muy prolongado. Por lo tanto, 
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consideramos que no es aconsejable adelantar 
legislación sobre estos hechos cuando está a 


consideración del Parlamento un proyecto de 


tanta seriedad para ordenar el territorio nacio- 
nal. 

Por lo expuesto, nuestra bancada no votará 
el articulado correspondiente a este título. 


SEÑOR PATRONE.— Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PATRONE.— Señora Presidenta: con 
sorpresa nos enteramos de que éste es un tema 
notarial. Todos sabemos que inclusive la acción 
legislativa del gobierno desde un escritorio 
construye o destruye un espacio. Y hay ejemplos 
muy simples. Si se determina un límite de altura 
de edificación se está de alguna manera fijando 
la torma definitiva que va a adquirir una ciudad; 
lo mismo sucede con los retiros, etcétera. O sea 
que éste no es un tema notarial exclusivamente. 
Las leyes tienen expresión espacial y lo que 
provoca esta legislación fundamentalmente es 
un impacto de gran intensidad en el territorio y 
en el uso del suelo. No es necesario que insista 
en que todas estas acciones legislativas o de 
gobierno tienen efectos deseados y también 
efectos no deseados o no previstos, pero aquí, 
con un baño de realidad, estamos considerando 
que éste es un fenómeno que existe en el 
mundo, que existe en el Uruguay y parecería 
que, al ser así, ya se obtendría un certificado 
de validez de estas acciones. 

Esta realidad, que por la vía de los hechos 
está teniendo lugar en determinados departa- 
mentos de nuestro país, está introduciendo en 
el mercado inmobiliario un nuevo producto. Con 
un lenguaje compinche, la publicidad nos dice: 
"Elegí vivir la naturaleza sin límites” -publicidad 
engañosa, por parte, porque es muy limitado y 
encerrado- "con la máxima seguridad". Es 
evidente que esto tiene implicancias tanto de 
urbanización como de desurbanización. Inclusi- 
ve, estamos desconociendo la protección del 
espacio territorial. Las autoridades competentes 
están desconociendo la protección del espacio 
territorial en los lugares en que este tipo de 
emprendimiento ya se ha implantado. 

Pero aquí conviene hacernos una pregunta: 
¿cuál es el origen de esta nueva necesidad? En 
todo caso, podríamos llegar a la conclusión de 
que esta nueva necesidad es nada más que una 
consecuencia. 


Los estudios históricos basados en las 
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estructuras sociales y económicas, en el pen- 
samiento de una época y en los hechos 
cotidianos -no la historia tradicional de los 
acontecimientos-, que en nuestro país, por 
ejemplo, ha desarrollado el profesor Barrán, 
denominan como barbarie al período de nuestra 
historia caracterizado, entre otras cosas, por la 
violencia, cuyo correlato económico corresponde 
a una época con profundas desigualdades, a un 
país con libre emisión de moneda, basada ésta 
en la convertibilidad, en el patrón oro; a un país 
abierto al mundo, importador de lo necesario y 
de lo superfluo, que en lo productivo exclusiva- 
mente era un proveedor de materias primas. 
Esta época es añorada actualmente por 
articulistas de connotada fama que han desarro- 
llado estas teoría acerca de las bondades que 
tuvo el Uruguay del siglo XIX. Barbarie e 
inseguridad pública son dos caras de una misma 
moneda, y se ha dicho y repetido: "Los 
delincuentes andan sueltos y los ciudadanos 
honestos están tras las rejas en sus casas". 

Estos barrios de envase edulcorado son el 
mismo fenómeno, extendido en una escala 
superior. En vez de enrejar una casa, ahora 
enrejamos barrios y en este delirio podemos 
llegar a la pretensión de enrejar toda una 
ciudad, tal como quiso hacer un prefecto de una 
ciudad suburbana en Brasil, cercana a una 
megalópolis. O sea que es simplemente un 
problema de escala: enrejamos nuestras casas, 
enrejamos los barrios y vamos a terminar 
enrejando las ciudades y, por qué no, el país. 


(Murmullos.- Campana de orden) 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— La 
Mesa solicita un poco de silencio para escuchar 
la exposición del señor Diputado. 

Puede continuar el señor Diputado Patrone. 


SEÑOR PATRONE.— Esta es la expresión 
física del modelo de exclusión: es la 
quintaesencia de la expresión física, físico- 
espacial del modelo de exclusión. Este se lee 
en el territorio; se visualiza en el irresistible 
crecimiento de los barrios marginales y margi- 
nados, con el terrible impacto social, económico 
y ambiental que ello significa. Queda marcada, 
entonces, la necesidad imperiosa de una política 
territorial, porque esta situación está reclamando 
una política efectiva, real y sustentable de 
acción en el territorio. 

La Constitución declara para todos los 
ciudadanos el derecho a la vivienda. Debemos 
entender que en este derecho está implícito el 
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derecho a la ciudad, a los servicios públicos, a 
la vida de relacionamiento social; política y 
"polis" -del griego- son una misma cosa. 

Estos barrios privados, cerrados, exclusivos 
y excluyentes contribuyen a la desarticulación 
de la estructura territorial y, por ende, del 
relacionamiento social; privatizan el espacio 
público. Entonces, ¿tiene posibilidades de acce- 
der de alguna manera la fuerza pública? 
¿Acceden los servicios comunitarios? No; están 
cerrados. Tenemos un país dentro del país. 

Hace poco en esta Cámara votamos una 
declaración acerca de la importancia del desa- 
rrollo del pensamiento cristiano y quisiera 
recordar que la propiedad privada tiene una 
hipoteca social; éstas son palabras dichas por 
Juan Pablo Il. Y el aspecto del desarrollo del 
espacio público, del desarrollo urbano y territo- 
rial, es una prioridad, pero ajustado a una 
concepción que no sea excluyente sino incluyen- 
te. Estos barrios privados no son, precisamente, 
una novedad; no nacieron específicamente en 
los países más adelantados, sino en sociedades 
de enormes desigualdades sociales. Hace más 
de dos décadas que conocemos ejemplos de 
este tipo de estructura, inclusive con caracterís- 
ticas de cierta gravedad, como se puede 
constatar en Brasil y en México. 

De alguna manera, esto nos recuerda a la 
filmografía de Peter Weiss porque en esta 
¡egislación está el germen de una visión futurista 
de las ciudades y de las relaciones humanas. 
Nos recuerda, entonces, a esas apocalípticas 
visiones del futuro en donde cada grupo 
encerrado en sus hábitat homogéneos deja una 
tierra de nadie donde no se sabe qué pasa. ¿Es 
ésta acaso la imagen del futuro que queremos 
para nuestro país? ¿Un medioevo, pero con 
parafernalia tecnológica? Aunque lo disfrace- 
mos, no es más que eso: es un medioevo 
tecnológico. 


SEÑORA ARGIMON.— 
interrupción? 


¿Me permite una 


SEÑOR PATRONE.— Sí, señora Diputada. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir la señora Diputada. 


SEÑORA ARGIMON.— Señor Presidente: mi 
intervención va a ser muy breve, porque el 
Partido Nacional va a apoyar totalmente este 
articulado, tal cual lo expresaba la señora 
Diputada Saravia Olmos, adhiriendo en todo a 
su alocución. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


— Pero el señor Diputado que está en uso de 
la palabra nos decía que se asombraba que este 
tema fuera de índole notarial, aludiendo, obvia- 
mente, a las palabras de la señora Diputada y 
escribana Saravia Olmos. 

Nosotros, que somos muy respetuosos y 
escuchamos atentamente todo lo que se dice en 
Sala, creemos que esto es una falta de respeto 
para quienes hemos trabajado y estudiado con 
detenimiento este articulado, que se podrá 
compartir o no desde el punto de vista filosófico. 
Si se hubiera escuchado atentamente, se habría 
oído que la señora Diputada se refirió a que, 
desde el punto de vista notarial, este tema tiene 
mucho que ver con el sistema de propiedad 
horizontal que hoy nos rige. Sin embargo, nadie 
dijo que éste era un tema notarial. 

Consideramos que to que se dijo es realmen- 
te una grosería, porque si se hubiera oído 
atentamente, se habría escuchado que la señora 
Diputada expresó que en el tratamiento de este 
tema se recibió, además de la Asociación de 
Escribanos, a la Asociación de Agrimensores y 
a la Sociedad de Arquitectos, entre otros actores 
que tienen que ver con la materia. Digo esto 
como miembro de la Comisión específica que se 
relaciona con la temática de vivienda, ordena- 
miento territorial y medio ambiente. Además, 
hace diez años presidía una similar en la Junta 
Departamental de Montevideo, departamento 
donde ¡vaya si tenemos fenómenos como éstos!, 
donde precisamente hubo reclamos decididos 
para que de una vez por todas existiera una 
normativa nacional en este sentido. Pero 
dejando eso de lado, trabajamos y estudiamos 
el tema con los plazos que tenemos. La señora 
Diputada Saravia Olmos llegó a trabajar hasta 
altas horas de la noche sobre un tema muy 
específico, considerando no sólo la opinión de 
la Asociación de Escribanos, sino la de todos 
los agentes que tienen que ver con este asunto. 
Por lo tanto, también como miembro de la 
Comisión que estudió este tema, pero funda- 
mentalmente como escribana pública, puedo 
decir que siempre tenemos respeto por todos los 
actores, y en el ejercicio liberal de nuestra 
profesión, como componedores, tradicionalmen- 
te escuchamos a todas las partes. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— El 
tiempo del señor Diputado Patrone se ha 
agotado, pero le damos unos minutos para 
terminar su intervención. 
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SEÑOR PATRONE.— Pediría tener la posi- 
bilidad de responder a esta alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Obvia- 
mente. 
Puede continuar el señor Diputado. 


SEÑOR PATRONE.— Gracias. 

Primero que nada, podemos felicitar a la 
señora Diputada preopinante por el trabajo de 
la Comisión y por todo el esfuerzo que en ella 
se ha volcado. Por otra parte, supongo que la 
señora Diputada Saravia Olmos es quien podría 
sentirse ofendida por mis dichos, que no 
pretendían de ninguna manera ofenderla. Sim- 
plemente expresaba -y creo que no hay mejor 
entendedor que el que quiere ofr- que no sólo 
era un tema notarial, sino que inclusive desde 
esta Cámara o desde una Junta Departamental 
se hace una expresión espacial a través de 
leyes o decretos, es decir que se construye o 
se destruye una ciudad basándose en las 
normativas. Dije que entendía que no era un 
tema exclusivamente notarial, aspecto en el cual 
me vuelvo a reafirmar. Creo que en la 
construcción del territorio y del espacio interve- 
nimos todos los ciudadanos: arquitectos, inge- 
nieros agrónomos, escribanos, abogados, Juan 
Pueblo y doña María. Todos contribuimos en la 
construcción del espacio y tenemos responsa- 
bilidad en él. En ese sentido, y dando respuesta 
a la intervención previa, no entiendo el acalo- 
ramiento, y mucho menos que se haya dicho que 
yo estaba expresándome groseramente, cuando 
no me refería a la Asociación de Escribanos ni 
al ejercicio de la escribanía como acción 
pública, de la misma manera que no me he 
referido a los arquitectos, a los agrimensores ni 
a los ingenieros agrónomos. 

Para terminar, creo que esta forma de uso 
del suelo no es democrática. Quizá si hubiera 
hecho la definición al inicio de la alocución me 
habría ahorrado tener que gastar el tiempo de 
los señores Diputados presentes vertiendo 
elementos de juicio que, por lo visto, no son del 
agrado de algunos y que provocan reacciones 
inesperadas, de la misma manera que las leyes 
tienen efectos deseados y no deseados. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Pido la pala- 
bra para contestar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra la señora Diputada. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Señora Presi- 
denta: cuando se habla del tema notarial, 
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posiblemente algunos por desconocimiento no 
saben que estamos hablando de toda la parte 
jurídica. Los escribanos, en nuestra carrera, 
somos procuradores, lo que significa que damos 
todas las materias codificadas que estudian los 
abogados, es decir que nuestra formación 
jurídica es, en ese sentido, prácticamente igual 
a la de los abogados, pero luego la nuestra tiene 
otras especializaciones. 

Entonces, cuando se habla de lo notarial se 
está hablando de toda la parte jurídica. A este 
tema le hemos dado un enfoque jurídico, pero 
evidentemente -y eso lo saben quienes entien- 
den el tema- los que llevamos a la práctica el 
sistema de propiedad horizontal somos los 
escribanos, porque hacemos los reglamentos de 
copropiedad e intervenimos en toda esa trami- 
tación. También lo hacen otros profesionales; 
nadie ha negado que eso sea así. 

Para terminar, quiero decir que las ciudades 
no se destruyen solamente por problemas 
jurídicos. Muchas veces se destruyen por otro 
tipo de problemas, y aquí en Montevideo 
tenemos el ejemplo del teatro Solís. 


SEÑOR SENDIC.— Pido 
contestar una alusión política. 


la palabra para 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SENDIC.— Señora Presidenta: quie- 
ro aclarar que en la Comisión recibimos a la 
Asociación de Escribanos, a la Sociedad de 
Arquitectos y a la Asociación de Agrimensores. 
Algunos de ellos estaban horrorizados con el 
proyecto que venía del Poder Ejecutivo, y para 
comprobarlo basta con remitirse a la versión 
taquigráfica de las sesiones. Por otro lado, en 
el departamento de Montevideo ninguno de 
estos emprendimientos está cerrado al acceso 
de la población. 

Estas eran las constancias que queríamos 
dejar. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Pido la palabra 
para contestar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señora Presi- 
denta: voy a ser breve, pero no quiero que se 
piense que quien calla otorga. Se ha hecho 
mención al tema del teatro Solís. Si bien tiene 
poco que ver con el asunto en debate, queremos 
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decir que, sin perjuicio de que ésta, como 
cualquier otra obra, puede ser objeto de 
opiniones, de análisis y de muy diversas 


consideraciones, y como las obras de esta 
naturaleza son de tiro largo, las condiciones en 
que estaba el teatro Solís -nos tocó hacer 
algunas inspecciones, y ofrecemos las fotos 
correspondientes a quienes quieran verlas- 
hacían que requiriera en forma inexorable algún 
nivel de rehabilitación profunda. Las considera- 
ciones de hasta dónde llega lo profundo son de 
otra índole, pero si nos ponemos a hablar de 
edificios y de sus responsables nos iríamos de 
tema. En todo caso, el tiempo dirá cómo se 
recupera lo que sin duda es una de las grandes 
estructuras de la ciudad. 


SEÑOR BRUM.— 
contestar una alusión. 


Pido la palabra para 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BRUM.— Señora Presidenta: empe- 
zamos hablando de temas vinculados con la 
formación de la ciudad, que obviamente a todos 
nos preocupan, y colateralmente terminamos 
tocando otros que también nos preocupan. 

Por supuesto que recogemos el guante que 
nos tira el señor Diputado para discutir el tema 
del teatro Solís. Es verdad que a veces los 
emprendimientos son de larga duración, y en 
ocasiones demasiado más largos de lo que uno 
podría suponer. Cuando quiera el señor Dipu- 
tado podemos discutir sobre el asunto, con 
respecto al cual tengo bastante para aportar. 
Vivo a media cuadra del teatro Solís y veo cómo 
lo han deteriorado internamente. Realmente, es 
un tema que me preocupa. 


SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELIN!.— Señora Presidenta: 
para no herir ninguna susceptibilidad, quiero 
aclarar que no soy escribano, no soy agrimen- 
sor, no soy arquitecto; tampoco voy a hablar del 
teatro Solís, para concentrarnos en el tema que 
nos ocupa. 

Deseo dejar la constancia de que este tema 
de las urbanizaciones es gravitante, trascenden- 
te, importante y también apasionante, pero no 
es urgente. Si hay un asunto que no debería 
figurar en este proyecto de ley es éste. 

Tenemos que ser francos; para que no haya 
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ningún tipo de dudas, el proyecto de ley que 
salió de la Comisión es mucho mejor que el 
remitido con el Mensaje del Poder Ejecutivo. Eso 
debe quedar claro. Debo reconocer los esfuer- 
zos, en particular de la señora Diputada Saravia 
Olmos, por intentar llegar a una regulación y a 
una normativa que fuera lo más precisa y dejara 
la menor cantidad de lagunas posible. 

Realizadas esas precisiones, creo que éste 
es un tema que necesitaba ser abordado con 
enorme profundidad. Como bien decía el señor 
Diputado Patrone, de la bancada del Encuentro 
Progresista-Frente Amplio, de alguna manera, el 
uso del territorio o del suelo también va 
marcando -lo sabe muy bien el señor Diputado 
Brum- un proyecto social, el desarrollo de una 
sociedad. Esa realidad ha trascendido tremen- 
damente las posiciones, por ejemplo, del 
Gobierno Municipal de Montevideo, que no 
estableció ex profeso una reglamentación para 
no permitir este tipo de emprendimientos, y del 
Gobierno Departamental de Canelones, que sí 
los ha permitido, fomentando su ubicación en 
ese departamento. Se trata de dos políticas 
absolutamente contradictorias, separadas por 
una línea divisoria. 

La realidad nos trasciende porque hay 
sectores de la población de Uruguay que por 
una diversidad de razones -¡atención!: muchas 
de ellas legítimas- desean utilizar este tipo de 
modalidad de vivienda. Como bien decía el 
profesor Caumont en la Comisión, se trata de 
concretar el sueño de todos los uruguayos, que 
es el de tener una vivienda propia, elemento 
cultural para nada despreciable. También el uso 
del suelo y del territorio expresa de alguna 
forma un elemento cultural trascendente. 

Esto contiene aspectos colectivos -como 
estaba señalando- que ameritan un desarrollo en 
profundidad, y también aspectos individuales, 
entre los que se encuentran los notariales, que 
son de enorme importancia. No soy de los que 
creen que se puede decir al pasar que los 
aspectos notariales no son importantes. ¡Vaya 
si lo son! ¡Y vaya si lo será que quede 
claramente registrado uno de [os derechos, el 
derecho de propiedad, que establece a quién le 
corresponde o deja de corresponderle algo! Más 
adelante trataremos ese aspecto. 

Este tema ameritaba un análisis, porque parte 
de los problemas que enfrenta la sociedad 
uruguaya tiene que ver con los importantes 
procesos de marginación y exclusión. En aras 
de la franqueza de este debate, debo reconocer 
que no supimos o no pudimos incorporar ese 
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enfoque a la discusión en la Comisión. Com- 
prenderá, señora Presidenta, que siendo el 
único integrante de mi bancada que estaba en 
esa Comisión, tener que pasar del análisis del 
gas a las zonas francas, y de eso a las viviendas 
para los pasivos, no me permitió abarcar todo. 

Vale la pena leer el "Informe sobre desarrollo 
humano - Uruguay”, del año 2000, realizado por 
el PNUD. En la página 97, figura un artículo 
extractado de la investigación de Richard 
Delgado del año 1997, donde dice: "El ser 
cerrado del Country tiene un fuerte significado 
de tipo simbólico: 'el afuera' es alteridad, 
peligro. Por esto la diversidad del espacio 
público tradicional urbano es disuelta en sus 
'micros' interior transformándose en un espacio 
totalmente privado y totalmente excluyente". 

En la página 102 de ese mismo informe, se 
expresa la necesidad de que Uruguay establez- 
ca “(...) con más rigor, limitantes normativas 
concretas al desarrollo de las formas duras de 
segregación residencial, como lo son las 
urbanizaciones privadas y enrejadas”. 

Asimismo, en ese documento del PNUD se 
establece: "(...) Uruguay, está aún a tiempo para 
frenar procesos de fragmentación social que 
aquejan a muchas de las sociedades de la 
región y que en Uruguay muestran señales 
incipientes". 

Se me podrá decir que los artículos de este 
proyecto de ley no tratan esos aspectos, sino 
que, en definitiva, lo que hacen es racionalizar 
una práctica ya existente, y que hay un clamor 
para que esto se regularice por medio del viejo 
y tradicional sistema de la Ley de Propiedad 
Horizontal, lo que nos parece correcto. Sin 
embargo, debería venir acompañado de algunos 
reaseguros que, lamentablemente, no adverti- 
mos en los artículos propuestos. 

¿Cuál sería un reaseguro? En los artículos 
de esta sección del proyecto de ley de urgente 
consideración debería constar que se va a 
respetar en un todo la Ley de Centros Poblados. 
Aunque no tuve tiempo de plantear un aditivo 
o un sustitutivo al respecto, he intentado 
convencer a las bancadas de que ello estuviera 
plasmado, y se me contestó negativamente. Al 
igual que afirmó el señor Ministro interino en la 
Comisión, se argumentó que este tema nada 
tiene que ver con la Ley de Centros Poblados 
y que es un régimen autónomo. Como bien 
planteó la cátedra de Arquitectura Legal en la 
Comisión, preferiría que se estableciera expre- 
samente, por lo menos en los aspectos rurales, 
que esta norma no invalida la Ley de Centros 
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Poblados. Debo reconocer que si tuviera la 
capacidad de persuadir de esto a la inteligente 
coalición de gobierno, tampoco se arreglaría 
mucho, porque lo cierto es que desde los 
pueblos de ratas en las urbanizaciones de todo 
el interior del país, hasta los que ahora 
llamamos eufemisticamente asentamientos irre- 
gulares en Montevideo, la Ley de Centros 
Poblados es letra muerta. Eso lo sabemos todos. 

¿Por qué la insistencia en resaltar que 
debería tenerse presente la Ley de Centros 
Poblados? Me parece que cuando estamos 
legistlando, también estamos marcando pautas. 
La ley es modificatoria; la ley no es solamente 
un aspecto que se cumple o se deja de cumplir, 
sino que da señales y tiene un sentido finalista. 
Queremos un uso y una administración del suelo 
que apunte a un país integrador y no a un país 
excluyente. La Ley de Centros Poblados tiene 
un gran sentido integrador. Bien sabemos que 
se trata de una ley de hace setenta años, que 
tiene un sinfín de disposiciones que no se 
aplican porque estaban pensadas para un país 
en el cual la tecnología, el transporte y las 
comunicaciones nada tenían que ver con los 
actuales. Pero, de todas maneras, tiene un 
sentido integrador sumamente importante. 

Nuestra preocupación es que esta norma se 
estará aplicando a aquellas personas que -como 
bien expresa el informe de las Naciones Unidas- 
han decidido abandonar el colectivo y refugiar- 
se, en vez de alzar su voz en defensa de cierta 
calidad de vida. Mi preocupación mayor no es 
por lo que se regularizará hoy, por lo que se 
está construyendo, por lo que se está 
promocionando, ni si está bien, sino por lo que 
ocurrirá dentro de cinco o diez años, cuando 
estos barrios privados sean de menor calidad y 
apunten a un público más numeroso y de menor 
poder adquisitivo. 

Los aspectos notariales para nosotros son 
trascendentes. Es bueno que haya una metodo- 
logía clara de comercialización de la propiedad 
privada; que la compra de bienes inmuebles con 
el ahorro muchas veces fruto de varios años de 
trabajo, esté clara y expresamente definida. 

Por eso estamos proponiendo otro aditivo que 
también nos parece que aclara el tema. 
Lamentablemente, no hemos tenido la capacidad 
de persuadir a la coalición de gobierno para que 
lo incluya. Dicho aditivo establece que, más allá 
de la autonomía de la voluntad, del contrato de 
copropiedad, debe quedar claro que para los 
servicios esenciales y primarios -como la luz, el 
uso de un camino, la potabilización del agua o 
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el tratamiento de las aguas servidas- la 
copropiedad debe ser adecuada a la cuota parte 
de la urbanización. 

Entonces, se podrá diferenciar la utilización 
de la pileta, de las canchas de tenis, de golf 
o de polo -eso no me genera ningún proble- 
ma-, pero para algún tipo de usos debe existir 
una clara protección legal. 

Intenté dar a este tema la mayor amplitud. 
Reconozco que es sumamente difícil y azaroso. 
Quiero reiterar una vez más el esfuerzo 
realizado por la señora Diputada Saravia Olmos 
en cuanto a alcanzar un texto que acompañé en 
Comisión. 

Si este tema se encuadrase en una discusión 
profunda y detallada, podríamos contar con una 
legislación de avanzada como la que el país 
supo tener. 


SEÑOR CHEVALIER.— Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CHEVALIER.— Señora Presidenta: 
coincido con las apreciaciones del señor Dipu- 
tado Patrone y me parece importante la inclusión 
que hizo en este tema -junto con el señor 
Diputado Michelini- de los aspectos sociales, 
más allá de los reclamos corporativos realizados 
en Sala. Esto tiene profundo arraigo social. Se 
trata de un debate que pasa por la 
transversalidad de la discusión que la sociedad 
uruguaya se tendría que dar en este momento. 

Coincido también con el señor Diputado 
Michelini en el cuestionamiento en cuanto a qué 
tiene que ver esta sección, y en particular este 
título, con el fomento del empleo y las mejoras 
de la Administración. Si tiene que ver con el 
fomento del empleo, me parece que es una 
bofetada -después voy a explicar por qué-, y si 
tiene que ver con las mejoras de la Administra- 
ción, tendrá que ver, concretamente, con las 
mejoras de la administración de esas urbaniza- 
ciones. Creo que no es conveniente como señal 
política que precisamente este tema -que, sin 
lugar a dudas, amerita una discusión más 
profunda- se ponga en un proyecto de ley que 
tiene el rótulo de urgente consideración, y 
menos aún dentro de la parte relativa al fomento 
del empleo. 

Antes había unidades productivas familiares 
que eran características de una forma de vida, 
reflejo de un país de trabajo y de integración 
social -las famosas chacritas, de la zona que 
hoy denominamos metropolitana-, que se fueron 


fundiendo por la aplicación en los últimos años 
de una serie de políticas que han llevado, en 
el caso concreto de Canelones -de donde soy 
vecino-, a la extrema pobreza, a la "vietnamiza- 
ción”, como dicen algunos técnicos. Lamentable- 
mente, esto es como la frutilla del postre. 
Después de que se fundieron todas esas 
unidades productivas -forma tan peculiar de vida 
de estas familias, que tenía que ver con un 
modelo de país-, ahora, encima, en ese lugar 
habilitamos barrios para ricos, con lo cual se ve 
en forma alarmante la distancia social existente. 
Sin ir más lejos, una población cerca de Pando 
llamada villa del Tato, que tiene cuatrocientos 
habitantes que viven en extrema pobreza, está 
a ocho cuadras de cinco de estas urbanizacio- 
nes que tienen todas las características del lujo, 
mientras que aquélla no tiene agua potable, no 
tiene caminería, no tiene luz. 

¡Ojo con las señales que damos a la 
sociedad! Donde pululaban las unidades produc- 
tivas, hoy se fortican -con verdaderas vallas de 
seguridad- barrios para ricos, y del otro lado, los 
asentamientos -como se les llama hoy; antes se 
les decía cantegriles-, los niños, la gente de los 
barrios, se sientan a mirar cómo los ricos juegan 
al golf o desarrollan otro tipo de actividades para 
su goce. No estamos en desacuerdo con que se 
dé ese tipo de prácticas; lo que sucede es que 
esto profundiza un modelo de confrontación 
social, y eso es lo que hay que evitar. ¡Eso es 
lo que hay que evitar! 

Además, la seguridad de los predios muchas 
veces es privada. Estamos hablando de 
privatización de la vida pública que, histórica- 
mente era una de las características que 
destacaba al Uruguay del resto de los países 
de América Latina. Era un país donde los ricos 
y los pobres paseaban o se encontraban en 
lugares públicos. ¡Ahora los lugares públicos 
son privados! ¡Ahora la seguridad de los lugares 
públicos está a cargo de una guardia privada! 

Tengo que aclarar que no participé en la 
Comisión que estudió este proyecto, pero 
integro la de Derechos Humanos, y este tema 
también tiene que ver con eso. ¡Claro que tiene 
que ver! Si yo o cualquiera de nosotros va a 
uno de esos barrios, al entrar nos van a pedir 
la cédula de identidad. ¿A quien se le ocurría 
en el Uruguay integrador de la gran clase media 
que en un barrio pidieran la cédula para entrar? 

En estos días he escuchado -ayer deslizaban 
esta idea- que la posición del Encuentro 
Progresista-Frente Amplio tiene características 
dogmáticas. Creo que aquí la característica 
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dogmática la tiene el neoliberalismo; es profun- 
damente dogmático. Diría más: es como un acto 
de te; un acto de fe que dice que aunque todo 
me demuestre lo contrario, yo sigo creyendo en 
eso. En este caso, todo demuestra que se está 
aumentando la distancia social y, sin embargo, 
se sigue creyendo en la mano invisible -no sé 
de quién- que va a corregir a través del mercado 
las diferencias que éste notoriamente produce. 

Los pobres son cada vez más. Ayer se 
publicó en la prensa un informe que indica que 
el 46% de nuestros niños nace en situación de 
extrema pobreza. Aquello tiene que ver con 
esto; no se puede seguir polarizando la sociedad 
uruguaya. ¿Cuáles son las señales que damos 
para que ello no ocurra más? 

Sé que el punto de vista moral y ético no está 
en discusión; creo que todos en el fondo 
queremos una sociedad integradora. La diferen- 
cia es que nosotros pensamos que éste no es 
el camino. Por este camino acrecentamos las 
diferencias. 

Espero que todos quienes estamos aquí 
presentes no tengamos que poner en el brete 
a las futuras generaciones, dejando a unos 
adentro y a otros afuera: sociedades con 
exclusiones. ¡No, señor! ¡Sociedades con exclu- 
siones, no! No quiero ver a los hijos de ninguno 
de los que estamos aquí de un lado y a los hijos 
de otros del otro lado. Quiero una sociedad 
integrada. 

Por esa razón, no vamos a acompañar esta 
iniciativa. Entendemos que en el caso concreto 
debe haber una regulación, pero éste no es el 
camino. La regulación debe estar dirigida hacia 
la integración social, sin exclusiones. 

Nada más. 


SEÑOR LACALLE POU.— Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR LACALLE POU.— Señora Presidenta: 
hemos escuchado todo tipo de discursos en lo 
que se refiere a las urbanizaciones de propiedad 
horizontal. Inclusive, se describió una visión 
apocalíptica según la cual la sociedad resultaba 
separada y desunida. Realmente, no sabíamos 
si estábamos escuchando hablar de los barrios 
privados o de Cuba, donde los propios cubanos 
no pueden entrar a los hoteles reservados para 
turistas. 

Entonces, señora Presidenta, pido un poco de 
coherencia. 

En las Hojas Nos. 40 y 41 de la Comisión, 
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que contienen los sustitutivos allí presentados, 
hay textos sustitutivos del Frente Amplio sobre 
las urbanizaciones de propiedad horizontal. 
¿Qué se hubiera dicho en esta Sala de 
aprobarse lo que propone el Frente Amplio? 
¿Será el mismo discurso? ¿Es diferente lo que 
se va a aprobar? 
Entonces, por 
coherencia. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Señora Presi- 
denta: siguiendo la línea de la coherencia, 
evidentemente, el Frente Amplio presentó mu- 
chos aditivos. Pero hay cosas que no se pueden 
permitir; por ejemplo, que se diga que estamos 
a favor de una sociedad no integracionista, 
clasista, divisionista, etcétera. Se invocan los 
derechos h'manos, pero se olvida el derecho de 
propiedad. Tal vez el señor Diputado debería 
refrescar su memoria en cuanto a los artículos 
de la Constitución; para eso no hay que ser 
abogado. Hay artículos especialmente importan- 
tes, como los que establecen el derecho a la 
propiedad, el derecho a la libertad y el derecho 
a la libre elección, que tenemos todos quienes 
estamos acá. Y, sin embargo, se está diciendo 
que se debe privar a cualquier ciudadano del 
derecho a vivir en el mejor club privado que 
quiera, o en un asentamiento, lo cual es un 
producto de las circunstancias, pero también es 
un derecho individual. 

Lo que sucede es que hay algunos que creen 
que el poder es totalitario y que lo que quieren 
pueden determinarlo por ley, pensando que lo 
que establecen en las leyes es la salvación. 
Nosotros no vamos a privar a nadie del derecho 
a vivir donde quiera, como le plazca y de la 
manera que pueda. Si tenemos que empezar a 
dar cátedra, nosotros sí que nos podemos llenar 
la boca porque al respecto los  batllistas 
sentimos el orgullo y la dignidad de decir que 
hemos luchado durante muchos años por una 
sociedad más justa e igualitaria, que ha sido la 
base de la clase media. 

Sin embargo, hay gente que se olvida de eso 
y nos enrostra las cosas hablando de los 
derechos humanos, que no tienen nada que ver 
con este tema. Realmente, se debería haber ido 
a la Comisión para poder hablar. 


favor, pido un poco de 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.— ¿Me 
permite una interrupción? 


Jueves 14 de diciembre de 2000 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Sí, 
Diputado. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.— Señora 
Presidenta: agradezco al señor Diputado Acosta 
y Lara la posibilidad de hacer uso de la palabra, 
que no me concedió el señor Diputado del 
Encuentro Progresista-Frente Amplio. 

En primer lugar, quiero aclarar que villa del 
Tato tiene agua potable; tal vez no la tienen los 
emprendimientos privados de Camino Los Hor- 
neros. 

En cuanto al fomento del trabajo, la línea de 
ómnibus de Camino Los Horneros -donde se 
encuentran los principales emprendimientos de 
este tipo en el departamento de Canelones- ha 
multiplicado su frecuencia por diez y ha genera- 
do una fuente de trabajo bastante interesante en 
la zona. 

Por otra parte, no entiendo mucho la 
discusión, porque si hoy yo intento entrar a un 
edificio de apartamentos de la ciudad de 
Montevideo, naturalmente el portero me pregun- 
tará quién soy y puede impedirme entrar. 
Entonces, creo que se está haciendo una 
discusión filosófica de algo que no lo es. 

Hoy este tipo de emprendimientos es una 
realidad, y en las zonas donde se instalan 
representan un polo de desarrollo y una fuente 
multiplicadora de empleos. Yo agradezo mucho 
que en Montevideo no se hagan, porque ello 
permite que sigan desarrollándose en el interior. 
Como ya dije, son un polo de desarrollo, y 
además, permiten una mejor calidad de vida, 
pero en ningún momento son segregacionistas. 
Quienes hemos ido a la escuela pública toda la 
vida entendemos bien que lo que queremos es 
una sociedad más justa y más participativa. 

Agradezco nuevamente al señor Diputado 
Acosta y Lara por darme la oportunidad que otro 
me negó. 


señor 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
continuar el señor Diputado Acosta y Lara. 


SEÑOR MICHELINI.— 
interrupción? 
SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Con el mismo 


sentido democrático, le concedemos la interrup- 
ción al señor Diputado Michelini. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir el señor miembro informante en 
minoría. 


¿Me permite una 


CAMARA DE REPRESENTANTES 45 


SEÑOR MICHELINI.— Gracias, señor Diputa- 
do. 

Señora Presidenta: en lo que a mí respecta, 
el debate es muy claro. Yo votaría con mucho 
gusto todas las normas sobre urbanizaciones si 
al final del primer inciso del artículo 55 se 
incluyera el siguiente texto: "Para las urbaniza- 
ciones que impliquen la subdivisión de un predio 
rural, se tendrán en cuenta las disposiciones de 
las Leyes Nos. 10.723 y 10.866, de Centros 
Poblados, en todo lo que no contradiga la 
presente”. 

No estoy hablando de filosofía ni poniendo en 
el banquillo de los acusados a ninguna de las 
diecinueve Intendencias del país, sino que me 
refiero a cosas concretas. Hemos dicho que el 
texto está suficientemente mejorado por el 
trabajo de la señora Diputada Saravia Olmos 
-lo reconocemos por cuarta vez-, pero para 
nosotros debería incluirse este aditivo a los 


efectos de una mayor seguridad, máxime 
cuando los representantes del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 


Ambiente expresaron que esto en nada toca a 
la Ley de Centros Poblados. Entonces, bienve- 
nido sería si se pudiese tomar en cuenta este 
aspecto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
continuar el señor Diputado Acosta y Lara. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Señora Presi- 
denta: quisiera redondear la idea en cuanto a 
la propuesta del señor Diputado Michelini. Tengo 
entendido que la Ley de Centros Poblados tiene 
un alcance distinto a lo que está planteando 
acerca de estos procesos de urbanización que 
se están dando en zonas urbanas o suburbanas. 
Creo que son cosas distintas; acá hay que 
respetar las autonomías de las Intendencias, las 
cuales determinarán el procedimiento correcto 
para dilucidar el tema. 


SEÑOR OSTA.— ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— SÍ, 
Diputado. 


señor 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR OSTA.— Señora Presidenta: hace un 
rato escuchaba al señor Diputado Michelini 
expresar que la Intendencia Municipal de 
Montevideo no estaba dispuesta a habilitar este 
tipo de emprendimientos. No quiero descalificarlo 


46 CAMARA DE REPRESENTANTES 


como vocero municipal, y tampoco a los 
integrantes del Frente Amplio, pero me gustaría 
conocer la opinión del Intendente Arana. 


(Interrupción del señor Representante 
Michelini.- Respuesta del orador) 


— Digo esto porque no es la primera vez que 
cuando se trabaja en la acción de gobierno se 
adopta una postura diferente a la que se maneja 
en los discursos, lo que muchas veces deja en 
"off side" -en términos futbolísticos- a quienes 
desde la oposición articulan distintos discursos, 
a veces muy fuertes, muy radicales, que parecen 
tener un alto contenido emocional. Ya ha pasado 
con las privatizaciones a nivel municipal, y se 
ha avanzado mucho en ese tema. Hay otros 
ejemplos como el del concepto que se tenía 
sobre la instalación de hoteles en la capital, las 
inversiones extranjeras en Montevideo o las 
tercerizaciones, como me recuerda el señor 
Diputado Bergstein. 

Inclusive, luego de varios años de escuchar 
"No al Fondo Monetario Internacional" y "Yankees 
go home", hemos visto al Intendente Arana con 
la bandera de los Estados Unidos atrás, 
explicando por qué sería bueno tener inversio- 
nes en el departamento de Montevideo. 

Entonces, me parece que está bien, que lo 
que decía el señor Diputado refleja el sentimien- 
to mayoritario del Frente Amplio-Encuentro 
Progresista y es una síntesis real de la visión 
de las cosas, sobre todo cuando dice que 
"Aunque me demuestren lo contrario, yo sigo 
pensando esto"; y por otro lado se dice que no 
es dogmático. Yo creo que si alguien me 
demuestra lo contrario, trato de cambiar mi 
actitud. 

Además, hay algunos datos que resultan 
obvios. En el mismo informe que leyó el señor 
Diputado Michelini queda claro que en estos 
años el país ha logrado descender a la mitad 
de los niveles de pobreza, cualquiera sea el 
método que se quiera utilizar para medirlo, 
aunque existen problemas de marginalidad que 
estamos tratando de superar, y lo vamos a 
seguir haciendo. Nadie objeta que éste es el 
país de América Latina que mejor distribuye el 
ingreso; tampoco se objeta que Uruguay gasta 
el 23% del Producto Bruto Interno en inversión 
social. 

Por lo tanto, tratar de incluir elementos de 
este tipo en una discusión que tiene que ver con 
una realidad sobre la que quisiera saber si 
Arana opina lo mismo -no lo sé; desearía 
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escucharlo de su boca-, a lo único que lleva es 
a desvirtuar un debate en el que no tiene mucho 
sentido hablar de confrontación, de exclusión. 
Nosotros creemos en la sociedad integral; 
luchamos por ella y trabajamos durante todo un 
siglo a su favor. Si hay que trabajar para que 
no existan elementos de desintegración, quéde- 
se tranquilo el señor Diputado, que desde el 
gobierno lo vamos a hacer porque por algo la 
gente nos da su confianza como para seguir 
estando allí. No vaya a creer que quienes 
confían en el Partido que hoy está en el 
gobierno son todos ricos, porque sí no éste sería 
un país con muchísimos ricos. La gente humilde 
sigue pensando que somos una herramienta 
importante para dar cobertura a todo ese tipo 
de objetivos sobre los que hablaba el señor 
Diputado. En algunos podremos estar de 
acuerdo, como el de que la sociedad siga siendo 
justa e integrada, pero, obviamente, no tenemos 
nada que ver con los conceptos de fondo que 
él vertió. 

Simplemente queríamos aclarar estas cosas 
para que no queden tiradas a la buena de Dios 
y sin respuesta. 


SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra para 
contestar una alusión 


SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra para 
contestar una alusión 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado Bayardi y luego el 
señor Diputado Michelini, que se han sentido 
aludidos. 


SEÑOR BAYARDI.— Señora Presidenta: cual- 
quier integrante de mi bancada podría hablar por 
el señor Intendente Arana. Quisiera que al 
Cuerpo no le queden dudas de que hablo por 
el señor Intendente Arana. 

Si no se han habilitado estos mecanismos de 
construcción de barrios privados y cerrados, que 
por un problema de mercado tenían mayor 
interés de realizarse en aquellos espacios donde 
hay más población para acceder a ellos, y de 
los que se han visto beneficiados otros 
departamentos respecto a la inversión -ése ha 
sido el fundamento brindado en Sala-, es porque 
la Administración Municipal, no los Diputados de 
la fuerza política de gobierno, no ha habilitado 
normas, en consonancia con lo que esta 
bancada expresa, sobre la instalación de barrios 
privados en Montevideo. 


Jueves 14 de diciembre de 2000 


Quiere decir que más allá de las valoraciones 
que aquí se han expresado, hay un punto de 
vista de consuno entre la Intendencia Municipal 
de Montevideo y ¡a fuerza política representada 
en esta Sala, que se siente identificada ciento 
por ciento con su accionar. 

En cuanto a que Uruguay ha estado y 
continúa amortiguando desde el punto de vista 
social y tiene los mayores niveles de distribución 
interna de la riqueza, debo decir que ése ha sido 
un fenómeno histórico cultural del desarrollo de 
este país, pero no provino de la última 
Administración ni de la anterior. 

No entraré a discutir para nada las cifras del 
análisis de la CEPAL sobre la disminución de 
la pobreza en Uruguay, pues sobre eso hay 
interesantes análisis del Instituto de Economía, 
realizados por la economista Andrea Vigorito, 
que demuestran que las aplicaciones matemá- 
ticas de los cálculos realizados por la CEPAL 
son una extrapolación para tratar de unificar la 
forma en que se mide la canasta y los ingresos 
en América Latina, que para nada evalúa la 
situación de nuestro país. La disminución de la 
pobreza al 50% en un período de gobierno es 
más la resultante de un cálculo matemático que 
aplica la CEPAL para unificar criterios, que la 
realidad histórico-social. No hay proceso en el 
mundo -reitero: en el mundo- que haya dismi- 
nuido la pobreza en un 50% en un período de 
gobierno, 

En cuanto a lo que cada una de las fuerzas 
políticas y el Gobierno Municipal de Montevideo 
representan, a modo de pequeña constancia 
debo decir que cuando ingresé a esta fuerza 
política en 1971 no me explicaba cómo, 
pretendiendo defender los intereses de los 
pobres, perdíamos electoralmente en los barrios 
pobres. Me resulta difícil de entender. El tiempo 
pasó, y treinta años después, un poquito más 
viejo, debo declarar que he entendido algunas 
cosas. Y entre ellas he entendido que cuando 
sectores importantes de la sociedad terminan de 
identificar quién defiende sus intereses y quién 
tiene la posibilidad de hacerlo -no sólo quien 
declamativamente los defiende, sino quien tiene 
la posibilidad de hacerlo-, adoptan conductas 
que determinan que hoy ya no me cuestione, 
para nada, por qué esta fuerza política ha 
ganado por "paliza" -desde el punto de vista 
electoral- en toda la segmentación de los barrios 
de Montevideo en los que la situación econó- 
mica y social es mala. A tal grado que muchas 
veces digo que es aburrido contar votos el día 
de la elección, por lo menos para los delegados 
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de mi fuerza política, porque se pueden retirar 
tranquilos, ya que aunque les anulen uno de 
cada dos votos, gana igual. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Para 
contestar una alusión, tiene la palabra el señor 
Diputado Michelini. 


SEÑOR MICHELIN!.— Señora Presidenta: no 
me he sentido aludido. ¡Me aludieron! Y me 
dijeron una cosa que sinceramente me ha 
dejado sorprendido. ¡En esta Cámara se escu- 
cha cada cosa, señora Presidenta! Por ejemplo, 
que un Intendente que obtuvo más del sesenta 
por ciento de los votos, necesite un portavoz de 
una fuerza política que no tiene Ediles en 
Montevideo. ¿Tienen cuarenta Diputados y van 
a necesitar a este humilde servidor para hablar 
de Montevideo? Yo creo que realmente hay un 
desconocimiento de la política nacional que me 
sorprende. 

También me sorprende que la fuerza política 
que tendría que estar más interesada en que 
esto se aprobara lo más rápido posible, la 
coalición de gobierno, no tenga la mesura de 
distribuir el tiempo y de no ingresar en una 
polémica. Podríamos seguir conversando; yo no 
tengo ningún problema. 

La señora Diputada Rondán manifestó que 
ella no sabía de todo y que se iba a concentrar 
en algunos temas. Yo fui el único delegado de 
mi Partido en la Comisión Especial, y hubo que 
hablar del empleo, de las sociedades anónimas, 
de auditorías, del gas, de las zonas francas; 
pero he intentado concentrarme en algunas 
materias. Sin embargo, ahora parece que 
Diputados que no estuvieron en la Comisión 
hablan de todo, y con tal conocimiento y 
carácter de expertos que confunden al Partido 
que tiene cuarenta Diputados con uno que tiene 
cuatro. 

Señora Presidenta: lo ideal sería que existie- 
ra disciplina en las grandes colectividades y que 
hablaran quienes tienen que hacerlo para poder 
debatir en serio. Porque lo que no se le puede 
decir a este Diputado es que ha venido a 
expresar cualquier cosa; se ha concentrado en 
algunos temas y ha tenido la voluntad de 
colaborar. Y la pregunta que hice a la bancada 
ya la contestaron: no quieren incluir lo relativo 
a los centros poblados. Es legítimo. Está bien; 
no hay problema. Punto. No hay más debate. 
Pero hablemos en serio, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Ruego 
a todos los anotados que sean breves, a fin de 
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poder continuar con la votación de este proyecto 
de ley. 

Para contestar una alusión, tiene la palabra 
el señor Diputado Osta. 


SEÑOR OSTA.— Señora Presidenta: en 
varias sesiones de la Comisión Especial a las 
que asistí sin ser miembro -pero asistí; creo que 
consta en actas-, pocas veces vi a alguien que 
dijera que sí estudia todos los temas. Primer 
punto. 

Para tomar clases, tengo maestros muy 
importantes. No voy a tratar de tener como 
maestros a quienes no han demostrado saber 
mucho del tema; por lo menos, los resultados 
electorales indican que vienen en decadencia. 

¿Que hablo de todo? No. Sólo intervengo en 
algunos asuntos puntuales para hacer alguna 
apreciación, apuntalando a mis compañeros de 
la Comisión que han estado trabajando profun- 
damente en el tema. De manera que hay 
aspectos que es mejor no considerar. 

A mí también me llamó la atención cuando 
se interpretó la voluntad de no reglamentar el 
tema por parte de la Intendencia Municipal de 
Montevideo. Si no escuché mal -luego leeremos 
la versión taquigráfica-, quien hablaba no era 
precisamente un vocero del Frente Amplio. 
Luego el señor Diputado Bayardi me aclaró -él 
sí es un vocero del Frente Amplio- que el señor 
Arana no va a hacer nada en este tema; 
esperemos que en el futuro sea así. 

Con relación a los temas electorales, que tan 
graciosamente manejan en Sala jactándose de 
la gran capacidad electoral que está teniendo 
determinada fuerza política en la capital, por 
más que un voto de cada dos -no sé cuál es 
la relación- se quiera dar o no dar, regalar o 
no regalar, la realidad es la de que, como decía 
un amigo mío con mucha razón, "votaron como 
nunca, pero perdieron como siempre". Esa gran 
avalancha de votos interminable que nos acucia, 
que nos va a complicar la vida terriblemente y 
que no nos deja dormir, al fin y al cabo nos 
permite estar en el gobierno y a otros 
permanecer en la oposición. Es como una 
especie de tortura bíblica o dantesca: voto muy 
bien, pero, como siempre, termino en la 
oposición. Quizá haya que revisar el problema 
existencial con la ayuda de un psicólogo; yo por 
ahora no la necesito. 

Estamos muy contentos de cómo se está 
manejando la realidad y también felices por 
seguir contando con la mayoría del respaldo 
popular, que en definitiva es lo que nos pone 


Jueves 14 de diciembre de 2000 


aquí y nos permite, si queremos, hablar de todo 
porque estamos acá para hablar de lo que 
queremos y nadie puede limitar el uso de la 
palabra. 


SEÑOR SENDIC.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SENDIC.— Señora Presidenta: hace 
unos momentos, el señor Diputado Lacalle Pou 
hizo alusión a una propuesta efectuada por 
nuestra fuerza política que figura, creo, en las 
Hojas Nos. 44 y 45. Esto lo saben bien todos 
los compañeros que integraron la Comisión, 
porque figura claramente en la versión taquigrá- 
fica. A través de esa propuesta hemos tratado 
de viabilizar el documento que hicieron llegar los 
profesionales arquitectos, escribanos y agrimen- 
sores, a fin de introducirlo formalmente en la 
Comisión; además, aclaramos que no la íbamos 
a votar. 

Reitero: este punto es conocido por los 
compañeros de la Comisión, figura en la versión 
taquigráfica e hicimos la aclaración pertinente 
en el momento en que se votó en la Comisión. 

Asimismo, quiero reconocer el esfuerzo 
realizado por la señora Diputada Saravia Olmos. 
Tengo entendido que después que fue enviado 
el documento del Congreso de Intendentes, ella 
trabajó para hacer mejoras en el proyecto que 
estaba en discusión. De todas maneras, por los 
argumentos que ya hemos manifestado en Sala, 
no vamos a acompañar esta iniciativa. Con esto 
pretendo reencauzar la discusión en el plenario 
porque, en realidad, el tiempo urge y tenemos 
varias secciones por delante. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado Bellora. 


SEÑOR BELLORA.— Señora Presidenta: 
escuché en varias oportunidades que se hacía 
referencia a los espacios de las urbanizaciones 
como exteriores o interiores y como públicos o 
privados. Con esta iniciativa no definimos 
espacios ni estamos segregando. Todo lo 
contrario; creo que estamos democratizando el 
espacio. 

Con esta norma, creo que todos tienen 
posibilidad de usar el espacio. Más aún, en el 
caso crítico de los asentamientos, se podrán 
regularizar los espacios ocupados en forma 
arbitraria y sin ningún tipo de ordenamiento. 
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Como se establece en este proyecto de ley, las 
autoridades municipales podrán actuar y aprobar 
esas urbanizaciones que serán exactamente 
eso, y no terrenos o territorios ocupados en 
forma arbitraria. De esa manera, se contará con 
infraestructuras ordenadas y aprobadas, y no 
coro sucede hoy, en que ni siquiera puede ser 
tendida una línea de saneamiento, de agua 
potable o de energía eléctrica. 

Como el tema de la vivienda y del ordena- 
miento territorial me ha ocupado mucho tiempo 
«digo esto por si alguien piensa que estoy 
improvisando-, quiero decir como conclusión que 
no se trata sólo de separar espacios y de 
establecer fronteras, sino de integrarlos. Busca- 
mos que aquellos espacios que hoy son privados 
puedan transformarse en espacios para todos y 
que sean Usados democráticamente. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR BELLORA.— Sí, señor Diputado. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir el señor miembro informante en 
mayoría. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señora Presi- 
denta: queremos dejar constancia de que no nos 
cabe ninguna duda de que el trabajo del señor 
Diputado Michelini, tanto en la Comisión como 
a lo largo de la discusión de este proyecto de 
ley, ha sido muy serio, responsable, removedor 
de algunas ideas, y ha aportado mucho. En 
algunos casos, aunque no hemos acompañado 
las iniciativas del señor Diputado Michelini, nos 
ha hecho pensar bastante y creo que ha 
quedado planteada la posibilidad de profundizar 
en ciertos temas. Entonces, debe quedar claro 
que vemos su trabajo con mucho respeto y 
consideración. No debe quedar ninguna duda de 
que ésa es la valoración de todos los integrantes 
de nuestra colectividad política. 

Con respecto a lo planteado por el señor 
Diputado Michelini en cuanto a la Ley de 
Centros Poblados, quiero reiterar en Sala algo 
que ya le manifesté en forma personal. En la 
versión taquigráfica de la Comisión, a través de 
las manifestaciones de la representación del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, tanto del señor Ministro 
interino como del escribano Vázquez Dendi, ha 
quedado muy claro que estas disposiciones no 
tienen como objetivo establecer ninguna dero- 
gación en cuanto a las leyes sobre centros 
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poblados. La llamada Ley de Centros Poblados 
es un conjunto de leyes sucesivas que estable- 
cen una cantidad de disposiciones; específica- 
mente, son tres leyes. 

No estamos de acuerdo con esta vinculación 
-no vamos a acompañar la propuesta del señor 
Diputado Michelini- porque entendemos que 
podría tener un impacto que todavía no hemos 
evaluado en profundidad. Pretendemos hacer 
una regulación específica para tratar de dar a 
este tema un ordenamiento y un encuadramiento 
dentro del régimen de propiedad horizontal, 
respetando la autonomía municipal en lo que 
refiere al ordenamiento territorial en general, 
Esa es nuestra postura. 

Las leyes de centros poblados tienen una 
cantidad de medidas y de requisitos, entre los 
que se establece que a determinada cantidad de 
kilómetros debe haber posibilidad de provisión 
de agricultura, etcétera; no voy a utilizar la 
terminología exacta porque no la tengo a la 
vista. Si agregamos esta cantidad de aspectos, 
creo que estaríamos complicando lo que esta- 
mos tratando de simplificar y de ordenar. Con 
esto no se busca la exclusión, sino reconocer 
un fenómeno que existe y que, como se ha dicho 
aquí, se basa en la inversión, en la creación de 
empleos y en el desarrollo de polos que traerán 
aparejada una mejor calidad de vida, no sólo 
para quienes viven allí, sino para una cantidad 
de personas que prestan servicios y que tienen 
una fuente de ocupación importante, 

En cuanto a Montevideo, ha quedado claro 
que hay dos concepciones: quienes considera- 
mos que esto es algo que puede contribuir a la 
calidad de vida, inclusive de los más humildes, 
y aquellos que lo ven como una forma de 
exclusión y una manera no deseada de 
organizar los espacios, argumentando que eso 
contribuye, de alguna forma, a sentar desigual- 
dades. Esa no es nuestra visión. Además, nos 
quedó la duda en cuanto a lo que sucederá en 
Montevideo porque, hasta ahora, no tiene este 
tipo de desarrollo no autorizado. Parecería que 
por los conceptos filosóficos de tondo o por los 
argumentos conceptuales que se han esgrimido 
en Sala, la idea es que no va a existir, por lo 
menos en el corto plazo. Después interviene otro 
señor Diputado que hace referencia a que no 
se ha utilizado porque no existen las normas 
correspondientes, lo cual me plantea una 
interrogante. ¿Quiere decir que si existieran las 
normas, habría este tipo de urbanizaciones? ¿O 
la posición definitiva es que no las habrá? Nos 
queda la duda, 
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Por otra parte, el problema de las normas es 
muy relativo, porque al día de hoy éstas existen 
en Montevideo y en otros departamentos, pero 
también se han hecho excepciones, que muchas 
veces no se sabe por qué se hacen. Por 
ejemplo, en cuanto a la altura, en un año hay 
más de trescientas excepciones en el departa- 
mento de Montevideo. ¡Quién sabe por qué se 
dan! ¡Vaya uno a saberlo! Alguna razón habrá. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
continuar el señor Diputado Bellora. 


SEÑOR BELLORA.— Señora Presidenta... 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR BELLORA.— Sí, señora Diputada. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir la señora Diputada. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Señora Presi- 
denta: aunque el señor Diputado Ronald Pais ya 
hizo referencia al tema, quiero dejar algunas 
constancias. 

Antes de hacerlo, deseamos agradecer par- 
ticularmente al señor Diputado Michelini las 
expresiones que le han merecido nuestra 
persona y nuestro trabajo y señalar, a la vez, 
que realmente ha sido muy valioso su aporte en 
la tarea legislativa de la Comisión. 

Es bueno que en el tratamiento legislativo del 
proyecto este aspecto quede muy claro, para 
que luego no se vaya a producir alguna 
discusión al respecto. 

En ocasión de la comparecencia a la 
Comisión del señor Ministro interino de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
doctor Ricardo Gorosito, en el marco de una 
muy interesante exposición señaló lo que a 
continuación citaré textualmente: "Voy a referir- 
me al interesantísimo capítulo vinculado a las 
urbanizaciones en propiedad horizontal. Diría 
que quienes redactamos este texto -que fue 
evolucionando desde una norma que enfrentaba 
toda la compleja problemática que los señores 
Diputados han estado abordando, hacia una 
completamente civilista y técnica- teníamos 
muchos temores de que la introducción de 
elementos urbanísticos en esta redacción pudie- 
ra hacer creer que estábamos pretendiendo 
modificar la Ley de Centros Poblados o, de 
alguna manera, afectar las competencias de 
ordenamiento territorial de los Gobiernos Depar- 
tamentales.- De manera que se pensó en una 
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norma civilista pura, que no mezclara los otros 
elementos", Esta es la explicación, la “ratio 
legis", el porqué de que se haya legislado en 
este sentido. 

Más adelante, el doctor Gorosito vuelve a 
hacer referencia al tema de las urbanizaciones. 
Entre ellas, señala: "Los Gobiernos Departamen- 
tales se han encontrado con severas dificultades 
para poder regular este fenómeno. Han empe- 
zado a proliferar ordenanzas, por ejemplo, de 
clubes de campo que, sin embargo, no tienen 
la posibilidad de evadirse del corsé que les 
impone la comunidad civil originaria o la Ley de 
Centros Poblados. No disponen de una legisla- 
ción que permita regular, sin tocar las disposi- 
ciones de la Ley de Centros Poblados," -ad- 
viertan los señores Diputados qué interesante es 
esto que se menciona- "los derechos respectivos 
entre los promotores y quienes adquieren los 
inmuebles que están contemplados en este tipo 
de fraccionamiento”. 

En la página 16 del Acta N* 10 figura que, 
ante una observación del señor Diputado 
Michelini, el doctor Gorosito expresa: "(...) está 
claro que no se pretende, de ninguna manera, 
modificar la Ley de Centros Poblados". O sea 
que el señor Ministro interino repite una y otra 
vez lo mismo: que con esto no se pretende 
modificar la Ley de Centros Poblados. 

En la página 20 figura lo que señalaba el 
escribano Vázquez Dendi, que acompañaba al 
señor Ministro interino. Decía lo siguiente: "En 
cuanto a si afectamos la Ley de Centros 
Poblados, claramente expresó el doctor Gorosito 
que no es así. Todas aquellas disposiciones" 
-pongan atención a esto- "de la Ley de Centros 
Poblados que los Gobiernos Departamentales 
entiendan aplicables cuando se les entrega un 
proyecto, estarán vigentes; ello quedará en el 
ámbito de la competencia de los Gobiernos 
Departamentales". 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


— Creo que esto es de una claridad meridiana. 
He solicitado una interrupción al colega para que 
esto figurara en la versión taquigráfica de la 
discusión de este proyecto de ley, porque 
cuando se plantea alguna duda hay que recurrir 
al debate parlamentario y las expresiones del 
señor Ministro interino y de sus asesores dejan 
claro que no se está modificando ninguna de las 
tres leyes de centros poblados que están 
vigentes. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Ha 
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expirado el tiempo de que disponía el señor 
Diputado Bellora. 
Tiene la palabra el señor Diputado Melgarejo. 


SEÑOR MELGAREJO.— Señora Presidenta: 
el señor Diputado Ronald Pais intentó nueva- 
mente centrar el tema en su justo término y 
señaló lo más importante: aquí están enfrenta- 
das dos concepciones lícitas. No vamos a seguir 
profundizando en esto, porque de un lado y del 
otro habría argumentos para defender o atacar 
el proyecto; a mi entender, esa parte del asunto 
está agotada. 

El señor Diputado Ronald Pais también 
señaló que se puede gobernar a través de las 
excepciones. ¡Claro que sí! ¡Se puede gobernar 
a través de las excepciones! En Montevideo se 
permiten alrededor de trescientas excepciones 
por año en cuanto a la altura y podría haber 
más; debe suceder en todas las Intendencias del 
país. Si existiera alguna duda en cuanto al 
motivo por el que se hacen esas excepciones, 
se podría cursar algún pedido de informes. Por 
otra parte, si bien es el señor Intendente quien 
tiene la iniciativa de pedir las excepciones, la 
que las hace es la Junta Departamental de 
Montevideo -no el señor Intendente- y, en 
general, son aprobadas por unanimidad. Quiere 
decir que todos los Partidos representados en 
la Junta Departamental de Montevideo -segura- 
mente también ocurrirá en otras Juntas Depar- 
tamentales- son los que votan este tipo de 
excepciones. Reitero que si hubiera alguna 
duda, habría que profundizar por qué se da ese 
tipo de fenómenos; personalmente lo tengo 
claro, y no es el tema de hoy como para que 
profundicemos en ello. 

Se han manejado otras cosas que no voy a 
pasar por alto; si lo hiciera, significaría que aquí 
yo estoy pintado, así que aunque piensen que 
lo estoy, ho voy a quedar callado. 

Se ha hablado de lo que representa cada uno 
de los partidos políticos que están en el Cuerpo. 
Nosotros nunca negamos -nadie puede decirlo- 
que representamos a los trabajadores de este 
país; somos una fuerza de ¡izquierda que 
siempre tuvo centrados sus esfuerzos en los 
pocos trabajadores que van quedando en este 
país. A lo largo de la historia, por los 
fundamentos que daba el señor Diputado 
Bayardi, hemos adoptado otra posición, y hoy 
por hoy no sólo defendemos a los trabajadores, 
sino también a todos los montevideanos, porque 
somos su gobierno. 

Quiero señalar también que en este ámbito, 
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desde hace ya diez años -y en lo que va de 
éste, también han habido indicios de lo mismo- 
estamos viendo cantidad de aprendices de 
Intendente de Montevideo. Algunos ya no están 
en este hemiciclo; quedaron por el camino. 
Parece que no les resultó el aprendizaje. Hay 
otros que siguen estudiando y está bien que lo 
hagan; mientras el hombre estudia, se va 
formando y tiene la posibilidad de aprender más. 

No sé por qué siempre son recurrentes y 
traen al Parlamento los problemas del Gobierno 
Departamental de Montevideo. Se habla del 
teatro Solís; nadie menciona al SODRE ni al 
Palacio de Justicia, grandes monstruos que 
quedaron por el camino. Nadie habla de que 
hace un par de años nos despertamos una 
mañana y vimos en la portada de "El Observa- 
dor" un hermoso dibujo de lo que iba a ser 
Montevideo, y eso no lo planteaba el gobierno 
capitalino. Se hablaba de la inversión malaya 
que iba a construir una ciudad detrás del Cerro, 
que sería de las más modernas del orbe, con 
un puente sobre la bahía; de la torre de ANTEL; 
de un cinturón carretero para los vehículos 
pesados, y de playas de contenedores. Aquello 
era como el cuento de "Alicia en el Pals de las 
Maravillas", Pero de eso nadie habla ahora. 
Fueron promesas que se hicieron a la población. 
Estaba todo preparado para que así fuera, pero 
nadie habla. Hablaron los aprendices de 
intendentes; ésos hablaban todos sin ningún tipo 
de problemas. 

Esto se fue desinflando poco a poco y los 
resultados fueron los que tuvimos a la vista. Los 
resultados electorales de Montevideo son los 
actuales y los que se dieron a nivel nacional, 
son los de Uruguay. Respetamos profundamente 
ambos resultados y a las diecinueve Intenden- 
cias del país. 

Nosotros no estamos urgidos por aprobar 
este proyecto de ley. Entonces, solicito a 
aquellos que sí tienen urgencia que, de una vez 
por todas, encarrilemos la discusión y vamos a 
dar al César lo que es del César y a Dios lo 
que es de Dios. 


SEÑOR DA SILVA.— 
interrupción? 


¿Me permite una 


SEÑOR MELGAREJO.— Sí, señor Diputado. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR DA SILVA.— Señora Presidenta: por 
suerte, el señor Diputado Melgarejo, en sus 
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últimas expresiones, mencionó lo que yo iba a 
decir. 

Hace dos días nos rasgábamos las vestiduras 
hablando de lo representativos que éramos los 
noventa y nueve Diputados elegidos por el 
pueblo y de la esencia de la democracia; 
decíamos que no había gente en las barras y 
que no se nos consideraba Superman. ¿Sabén 
por qué es así? Porque cuando se discuten los 
proyectos de ley importantes, en el acierto o en 
el error, nos derivamos hacia temas que nada 
tienen que ver con la discusión. ¿Por qué? 
Porque nos encanta. Ese encantamiento que 
tenemos todos -nadie piense que el Partido 
Nacional no se vio tentado de participar en esta 
especie de debate político electoral y de ajuste 
de cuentas- es una de las grandes causas que 
determinan que la ciudadanía piense lo que 
piensa de nosotros. 

Entonces, compañeros, muchachos, señores 
Diputados -como establece el protocolo-, volva- 
mos a encauzar la discusión; dejemos que esos 
otros temas los dirima la ciudadanía. 

Tengo una muy linda amistad con el señor 
Diputado Melgarejo, pero me parece que el 
término "aprendices de Intendente" es un poco 
irrespetuoso. La portada de "El Observador" a 
la que él hacía referencia fue hecha por un tipo 
bien intencionado, que creo fue el candidato de 
nuestro Partido; es aprendiz de Intendente, 
pobre, pero sería bueno que no se le faltara el 
respeto. Es aprendiz de intendente, pero es un 
tipo bien intencionado. 


(Hilaridad) 


— Propongo a los compañeros que volvamos a 
retomar el hilo conductor. Si el día de mañana 
aparece algún barrio privado en Montevideo, 
todos acá nos volveremos a rasgar las vestidu- 
ras leyendo la versión taquigráfica de cuando el 
vocero del Intendente, señor Diputado Bayardi, 
dijo que no; si no aparece, ustedes nos dirán 
esto a nosotros. Pero ahora, señora Presidenta, 
encaucemos la discusión 

Quiero dejar una última constancia. Es 
indudable que el señor Diputado Osta tiene una 
especie de ángel aparte en lo que a irascibilidad 
se refiere para con la bancada del Encuentro 
Progresista. 

Digo una vez más: encaucemos la discusión 
y sigamos adelante, porque de lo contrario no 
vamos a terminar nunca. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
continuar el señor Diputado Melgarejo. 
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SEÑOR MELGAREJO.— Señora Presidenta: 
cuando hablé de aprendiz de Intendente, no lo 
hice en forma peyorativa. Lo que sucede es que 
para mí se ha dado que cierta gente, de alguna 
manera, quiere hacer una experiencia y apren- 
der, pero quedó por el camino; eso es lo que 
ha pasado. 

En cuanto a las formas y los estilos, cada uno 
tiene los propios; pueden gustar a unos y 
desagradar a otros, pero, en definitiva, son el 
producto de cómo nos hemos desarrollado a lo 
largo de nuestra historia y del lugar en que 
estamos. Por eso, si he ofendido a alguien, pido 
las disculpas del caso porque ésa no tue mi 
intención. 

Simplemente, no queríamos pasar por alto 
algunas cosas que se expresaron y que, desde 
nuestro punto de vista, tendrían que decirse en 
otro ámbito. 


SEÑOR PINTADO.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor miembro informante en 
minoría. 


SEÑOR PINTADO.— Señora Presidenta: no 
quiero entrar en el debate ni discutir el origen 
de muchas cosas; sólo aspiro a hacer una 
pregunta. Si la respuesta es negativa, hacemos 
un intermedio y no perdemos tiempo. Pregunto 
si realmente es de interés de la coalición de 
gobierno sacar adelante este proyecto de ley. 
Hasta ahora, hay dos maneras de dilatar la 
consideración de un asunto: una es que todo el 
mundo se anote para hacer uso de la palabra 
y la otra, introducir temas para provocar la 
reacción de las distintas bancadas. De estas dos 
formas, se va alargando la discusión. 

Quizás existan diferencias políticas insalvables 
que necesiten cierto tiempo y lleven a que se 
utilicen estos procedimientos. Pero quisiera 
saber en qué terrenos estamos jugando, porque 
tenía ciertas previsiones y advierto que el 
tiempo va pasando, y no por responsabilidad de 
esta fuerza política que, a lo único que se limita 
-como dijo el señor Diputado Melgarejo-, es a 
tomar nota y a hacer ciertas aclaraciones sobre 
aspectos que se introducen en el debate. 

Se ve que hay gente a la que le gusta el 
proyecto original del Poder Ejecutivo y estira los 
tiempos para que, por sí solo, al tener 
declaratoria de urgente consideración, quede 
aprobado el proyecto original. Si la coalición de 
gobierno dilata la consideración de este asunto, 
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no tenemos ningún 
Simplemente, queremos saber cuáles son las 
reglas de juego. 


inconveniente en ello. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado Falero. 


SEÑOR FALERO.— Señora Presidenta: es 
absolutamente correcto lo que han afirmado la 
señora Diputada Saravia Olmos y el señor 
Diputado Ronald Pais en cuanto a la necesidad 
jurídica de asimilar este tipo de emprendimientos 
al régimen de propiedad horizontal, en la medida 
que existía un vacío legal y dificultades 
importantes de los señores escribanos a la hora 
de cumplir sus funciones en estos empren- 
dimientos, que tienen un particular desarrollo en 
el departamento de Canelones, a partir de una 
decisión que fue tomada al final de la 
Legislatura de 1990. 

También es importante analizar si esta 
legislación introduce modificaciones en las 
normas vinculadas al ordenamiento territorial, en 
particular la Ley de Centros Poblados. Por 
cierto, es de recibo lo manifestado por la señora 
Diputada Saravia Olmos: tal como surge de la 
versión taquigráfica de las sesiones de la 
Comisión que trabajó en este tema, personas 
vinculadas técnicamente al problema hicieron 
algunas afirmaciones. No obstante, voy a poner 
sólo un ejemplo. El último inciso del artículo 48 
dice: "Cuando la autoridad municipal apruebe 
las referidas urbanizaciones en zonas rurales, el 
inmueble matriz podrá ser incorporado a la 
categoría de urbano o suburbano". 

El cambio de calidad de los inmuebles genera 
una gran cantidad de dificultades en los 
Gobiernos Departamentales. En el departamento 
de Canelones se ha presentado este problema, 
no sólo por este tipo de emprendimientos sino 
por otras circunstancias como, por ejemplo, 
construcciones urbanísticas irregulares -que 
terminan siendo regularizadas- que como están 
cerca, pero no exactamente al lado de la zona 
urbana, hacen necesario transformar los padro- 
nes intermedios, que eran suburbanos, en 
urbanos. Esto representa un perjuicio económico 
para los vecinos de la zona, dado que cambia 
la relación tributaria entre el propietario y el 
administrador departamental, 

Por lo tanto, más allá de las expresiones de 
deseo y de las afirmaciones que han hecho 
-que mucho valoro- la señora Diputada Saravia 
Olmos y el señor Diputado Ronald Pais con 
respecto a este tema, indudablemente, el último 
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deban decidir que una determinada zona rural, 
por imperio de la construcción de una urbani- 
zación, se transforme en zona urbana. 
Entonces, si efectivamente la señora Diputa- 
da Saravia Olmos está convencida -como lo 
manifestó- de que esto no genera ningún tipo 
de problema con respecto a las normas de la 
Ley de Centros Poblados, sería imprescindible 
-tal como manitestó nuestro Partido- agregar 
una cláusula al final de la sección para que se 
aclare específicamente el tema. No nos pode- 
mos quedar con las afirmaciones con respecto 
a esto -que, por supuesto, valoramos-, porque 
los perjudicados no serán los que hacen el 
emprendimiento urbanístico ni los Gobiernos 
Departamentales, sino que pueden llegar a ser 
los vecinos de los lugares que queden entre una 
zona urbana y una suburbana o entre una zona 
urbana y Una rural, y vean transformada su 
situación. En el proyecto se establece: "podrá"; 
y me gustaría saber qué significa esto o qué 
trámite habrá que hacer para que el bien pueda 
ser incorporado a la categoría de urbano o de 
suburbano. Quiere decir que un inmueble rural 
-por imperio de este proyecto de ley en 
particular- podrá ser incorporado a esas cate- 
gorías sin más trámite -o, por lo menos, sin que 
se especifique el trámite-, o por la simple 
expresión de la empresa que haga la urbaniza- 
ción -haciendo referencia al artículo 48- o por 
iniciativa exclusiva del administrador municipal, 
y entonces cambia la categoría de inmueble. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR FALERO.— Sí, señora Diputada. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir la señora Diputada. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Señora Presi- 
denta: precisamente, creo que este inciso del 
artículo es para solucionar el problema que el 
señor Diputado plantea. Inclusive, el propio 
Congreso de Intendentes también planteó esto 
a los efectos impositivos. Si se construye en 
suelo rural y no se da la posibilidad al Municipio 
de que lo transforme en zona urbana oO 
suburbana para que se pague la Contribución 
inmobiliaria de acuerdo con esas categorías, se 
crea un problema. Para solucionarlo se ha 
establecido esta disposición. 
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En cuanto a lo que manifiesta el señor 
Diputado en el sentido de que las zonas urbanas 
y suburbanas pudieran quedar descoordinadas, 
sin correlación, la autoridad municipal es la que 
aprobará el plano de urbanización. Si no lo 
aprueba, no comienza a ponerse en funciona- 
miento el mecanismo que da nacimiento a esto. 
Hemos tenido especial cuidado en no vulnerar 
las autonomías departamentales y en dar a los 
Municipios todas las garantías para que puedan 
tener, de acuerdo con sus ordenanzas o planes 
directores -se denominan de forma diferente en 
los distintos departamentos-, una unidad y una 
planificación. Si el señor Diputado lee el inciso 
anterior, comprobará que dice: "Las superficies 
mínimas de los bienes individuales no serán 
inferiores a las que, para la zona en que se 
propone implantar el conjunto, determinen las 
Ordenanzas o Planes Directores o Planes de 
Uso del Suelo del Departamento respectivo". 

Hemos sido extremadamente cuidadosos en 
ese sentido para que, en definitiva, sean los 
Municipios los que establezcan las pautas en 
cuanto al ordenamiento territorial. Por eso, creo 
que este último inciso soluciona lo que ha 
solicitado el Congreso de Intendentes. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
continuar el señor Diputado Falero. 


SEÑOR FALERO.— Señora Presidenta: es 
razonable que si se construye una urbanización, 
el inmueble que, a los efectos de la Contribución 
Inmobiliaria, podría estar tributando como rural 
o, en algunos casos, como inmueble en mayor 
área, empiece a tributar como urbano, como 
corresponde de acuerdo con los padrones de 
cada uno de los bienes que estén dentro del 
emprendimiento. Pero, a mi juicio, existe un 
problema vinculado con la Ley de Centros 
Poblados que este inciso no resuelve. Vuelvo a 
insistir en que sería absolutamente razonable, 
en consonancia con lo afirmado en la Comisión 
por los técnicos que nos visitaron, con los 
dichos de la señora Diputada Saravia Olmos y 
con el espíritu que todos tenemos en cuanto a 
esto -que esta disposición sirva para regular 
situaciones de hecho que ya existen, porque 
este proyecto viene corriendo detrás de hechos 
que existen-, que se agregara un artículo -como 
planteaba mi compañero de bancada, el señor 
Diputado Michelini- que determine la indepen- 
dencia absoluta de este proyecto de ley con 
respecto a la Ley de Centros Poblados. 

Sinceramente, no quisiera que se generaran 
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conflictos a nivel de los propietarios de bienes 
en zonas suburbanas ni de las Juntas Depar- 
tamentales a la hora de establecer las autori- 
zaciones para que esto se desarrolle realmente. 
No sólo el departamento de Canelones tiene 
legislación al respecto; también la tienen San 
José, Maldonado y Colonia, y no sé si Soriano 
o Río Negro. Me parece que tendría que existir 
ese aditivo que aclare que no se violenta 
ninguna de las disposiciones de la Ley de 
Centros Poblados. De ese modo todos estamos 
en consonancia, todo el mundo se queda 
tranquilo y lo que se establece en el proyecto 
no perjudica a nadie. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Ante 
la lectura que hizo el señor Diputado Michelini 
y la insistencia del señor Diputado Falero, la 
Mesa aclara que no ha llegado el agregado al 
artículo de referencia. Por lo tanto, antes de 
pasar a votar todo el título -tal como hemos 
acordado-, solicitamos que se lo haga llegar a 
la Mesa si es que se desea ponerlo a votación. 


SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor miembro informante en 
minoría. 


SEÑOR MICHELINI.— La Mesa acaba de 
reclamar a nuestra bancada, con razón, que 
hagamos llegar por escrito un aditivo que no 
existe. No lo hemos redactado, porque llegamos 
al acuerdo en la Comisión de presentar los 
aditivos en tiempo y forma, previamente a la 
convocatoria, para que las bancadas pudieran 
estudiarlos. De los contactos que he hecho y de 
las expresiones vertidas en Sala resulta que el 
aditivo propuesto por nosotros no será acompa- 
ñado y queremos evitar al plenario su votación. 

Vamos a votar negativamente, pero quería- 
mos dejar la constancia de que no deseábamos 
cambiar lo que se acordó en la Comisión en 
cuanto a no ir presentando aditivos a voluntad. 
También queríamos señalar que de nuestra 
parte hubo un esfuerzo para llegar a un acuerdo, 
pero no se pudo; es parte de la democracia. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Si no 
se hace uso de la palabra, se va a votar el Títu- 
lo 11, "Urbanizaciones de propiedad horizontal", 
que comprende los artículos 48 a 55, inclusive. 


(Se vota) 


— Cuarenta y ocho en ochenta y uno: Afirma- 
tiva. 
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SEÑORA TOPOLANSKY.— Pido la palabra 
para fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra la señora Diputada. 


SEÑORA TOPOLANSKY.— Señora Presiden- 
ta: hubiéramos deseado que este título, por la 
importancia que reviste, pasara íntegro a la 
Comisión de Vivienda, Territorio y Medio 
Ambiente. Pensamos que los fenómenos de 
inversión -la realidad de los "countries" respon- 
de a fenómenos de inversión- no pueden pautar 
el ordenamiento territorial de manera tal que 
nosotros vayamos detrás de ellos, acomodando 
la legislación a esos fenómenos que se van 
produciendo por iniciativa privada. La tierra es 
un bien limitado, es el único que no se 
reproduce y, por tanto, su ordenamiento es 
estratégico para el buen funcionamiento, no sólo 
de una ciudad, sino de un país y de sus habi- 
tantes. 

También reconocemos que la ciudad es un 
organismo vivo, al que constantemente debemos 
prestar atención en sus cambios básicos. 
Precisamente por eso se hacen los planes 
reguladores que tratan de prever en el tiempo 
que desórdenes posteriores a la larga no 
perjudiquen ni aumenten los costos de funcio- 
namiento de toda la sociedad. Esto es lo que 
puede ocurrir cuando se va detrás de inversio- 
nes que van pautando la legisiación. 

Nosotros creemos que este tema es muy 
profundo, y a la vista está, por el desarrollo que 
tuvo la discusión. Lamentamos que no se haya 
podido discutir en la Comisión respectiva, que 
podría haber llegado a conclusiones más 
ajustadas. 

Por último, hacemos nuestra la preocupación 
del Nuevo Espacio en cuanto a los perjuicios 
que esto pueda traer en relación con la Ley de 
Centros Poblados. 


5.- Asuntos entrados fuera 


de hora 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Dese 
cuenta de una moción de orden presentada por 
los señores Diputados Bayardi y Pablo Mieres. 


(Se lee:) 


"Mocionamos par que se dé cuenta de los 
asuntos entrados fuera de hora". 


— Se va a votar. 


(Se vota) 
— Setenta en setenta y tres: Afirmativa. 


Dese cuenta de los asuntos entrados fuera 
de hora. 


(Se lee:) 


"La Cámara de Senadores remite los siguien- 
tes proyectos de ley, aprobados por dicho 
Cuerpo: 


— por el que se habilita al Poder Ejecutivo 
a otorgar a los funcionarios destituidos del 
Canal 5 SODRE el derecho ante el Banco 
de Previsión Social, a los efectos de 
obtener la pasividad o modificar su cédula 
jubilatoria, en la forma dispuesta en el 
artículo 18 de la Ley N* 15.783, de 28 de 
noviembre de 1985. C/845/000 


la Comisión de Seguridad Social. 


— por el que se exonera por única vez, hasta 
el 28 de febrero de 2001, del pago del 
Impuesto al Valor Agregado, a los servi- 
cios de faena y enajenación de carne 
bovina, provenientes de animales del 
departamento de Artigas y que sean 
faenados en establecimientos habilitados 
de ese departamento. C/846/000 


— por el que se faculta al Poder Ejecutivo, 
por única vez, a compensar a los peque- 
ños productores ganaderos de Artigas que 
fueran perjudicados directa o indirecta- 
mente por el brote de fiebre aftosa en ese 
departamento. C/847/000 


— A la Comisión de Hacienda. 


PROYECTO PRESENTADO 


Varios señores Representantes presentan, 
con su correspondiente exposición de motivos, 
un proyecto de ley por el que se establecen 
obligaciones a las empresas de transporte 
colectivo tendientes a facilitar el acceso a 
personas discapacitadas. C/848/000" 


— A la Comisión de Hacienda. 
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6.— Proyecto presentado 

"Acceso de personas discapacitadas a uni- 
dades de transporte colectivo. (Se estable- 
ce la obligatoriedad de adoptar medidas 
para las empresas que giran en ese rubro) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%— Las empresas de transporte 
colectivo nacional terrestre de pasajeros debe- 
rán incorporar, en ocasión de la renovación de 
sus flotas, un mínimo de un 5% (cinco por 
ciento) de unidades, que dispongan de disposi- 
tivos técnico-mecánicos que faciliten la accesi- 
bilidad a las mismas a las personas con disca- 
pacidad motora. Cuando las unidades a ser 
renovadas no alcancen el número de veinte, por 
lo menos una de las que se incorpore deberá 
disponer de tos referidos dispositivos. 


Artículo 22.— Facúltase al Poder Ejecutivo a 
exonerar del pago de los tributos nacionales que 
considere pertinentes, a las empresas a que 
refiere el artículo anterior, en las formas y 
condiciones que establezca. 


Montevideo, 13 de diciembre de 2000. 


Pablo Mieres, Representan- 
te por Montevideo; Felipe 
Michelini, Representante 
por Montevideo; Ricardo 
Falero, Representante por 
Canelones. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La presente iniciativa viene a complementar 
la intención del legislador contenida en las 
disposiciones de la Ley N* 16.095, de 26 de 
octubre de 1989, sobre "Sistema de Protección 
integral de Personas Discapacitadas”. En efecto, 
en el artículo 56 de dicha norma se dispone: "Se 
otorgarán facilidades a las empresas privadas 
para que adopten las medidas técnicas necesa- 
rias, tendientes a la adecuación progresiva de 
unidades de transporte colectivo, con el objeto 
de permitir la movilidad de las personas 
discapacitadas". Es clara la finalidad perseguida 
por la disposición transcripta, sin embargo, han 
transcurrido más de diez años de la promulgación 
de dicha ley sin que el transporte nacional se 
haya adaptado a las necesidades de las 
personas con discapacidad. Por tal motivo, por 
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el presente proyecto se procura establecer, en 
ocasión de la renovación de flotas, un mecanis- 
mo forzoso de incorporación de unidades 
adaptadas de forma de revertir la mencionada 
omisión. 


En relación con el porcentaje mínimo tomado 
en cuenta, el mismo resulta del cálculo de 
entidad numérica de las personas con 
discapacidad motora, respecto de la población 
general del país. Por su parte, la finalidad de 
la disposición contenida en el artículo 2% es 
evitar que sea un sector específico de la 
sociedad -el empresario de transporte colectivo 
terrestre de pasajeros- el único que afronte la 
mayor carga económica que significa la incor- 
poración de unidades más costosas, haciendo 
extensivo dicho esfuerzo a la totalidad de la 
sociedad. Con tal objeto se deja establecido el 
mecanismo de la exoneración al sector del pago 
de tributos, quedando en manos de la Adminis- 
tración la reglamentación del referido instrumen- 
to. 


Montevideo, 13 de diciembre de 2000. 


Pablo Mieres, Representan- 
te por Montevideo; Felipe 
Michelini, Representante 
por Montevideo; Ricardo 
Falero, Representante por 
Canelones". 


7.— Fomento del empleo y 
mejoras de la Adminis- 
tración. (Normas) 


— Continúa 
debate. 

Dese cuenta de una moción presentada por 
los señores Diputados Rossi y Pintado. 


la consideración del asunto en 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que los aditivos a la 
Sección li contenidos en la Hoja N* 9 pasen 
a la Comisión de Hacienda”. 


— Se va a votar. 
(Se vota) 
— Setenta en setenta y cuatro: Afirmativa. 


Léase un modificativo del aditivo al artículo 
7% -que pasaría a ser su inciso cuarto-, 
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presentado por las señoras Diputadas Rondán 
y Saravia Olmos y el señor Diputado Gustavo 
Silveira. 


(Se lee:) 


"La Auditoría Interna de la Nación estable- 
cerá las normas técnicas generales a las que 
deberán someter su actuación los represen- 
tantes de los Entes Autónomos o Servicios 
Descentralizados del dominio industrial y 
comercial del Estado que integren los órga- 
nos de contralor internos previstos en el 
inciso primero de este artículo". 


— En discusión. 
SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BAYARDI.— Señora Presidenta: la 
verdad es que la Mesa me mareó un poco. Se 
presupone que para que sea abordado este 
modificativo hay que reconsiderar el artículo 72. 
No sé cómo está parada la Cámara con respecto 
al sustitutivo del último inciso. Mis compañeros 
de bancada me acotan que lo apoyamos, por lo 
que plantearía que para poder tratar el 
modificativo leído habría que proceder a la 
reconsideración del artículo 7*%. Debemos apro- 
bar la reconsideración para estar en condiciones 
de tratar el modificativo propuesto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Así 
procederá la Mesa. 


Se va a votar si se reconsidera el artículo 7*2, 
(Se vota) 

— Setenta y cinco en setenta y seis: Afirmativa. 
En discusión nuevamente el artículo 72. 
SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor miembro informante en 
minoría. 


SEÑOR MICHELINI.— Señora Presidenta: en 
el intermedio de ayer, la bancada del Partido 
Colorado se aproximó a la nuestra para tratar 
de buscar una solución y salir de la incomodidad 
que supone para todos llegar a una votación tan 
ajustada. En ese sentido, coincidimos con la 
redacción a la que se ha dado lectura. Se trata 


de una propuesta que surge de una conversa- 
ción que mantuve con el señor Diputado Ronald 
Pais. Entonces, bienvenida la modificación del 
aditivo al artículo 7?*, 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la palabra 
para una aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor miembro informante en 
mayoría. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señora Presi- 
denta: entonces, este modificativo sustituiría al 
aditivo que figura en la Hoja N* 8, 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Así 
es. Deberíamos votar la sustitución del aditivo 
presentado en la Hoja N* 8. 


SEÑOR PINTADO.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor miembro informante en 
minoría. 


SEÑOR PINTADO.— Señora Presidenta: el 
inciso aditivo al artículo 7% está aprobado. Ahora 
se reconsideró todo el artículo 72. Por lo tanto, 
si hay acuerdo entre los integrantes de la 
Comisión para sustituirlo, tenemos a nuestra 
disposición dos procedimientos: o votamos 
nuevamente el inciso primero del artículo 7% y 
en forma separada el inciso nuevo para derogar 
el anterior, o votamos la nueva redacción 
sustituyendo a la anterior, de manera de no 
quedar en la situación de votar un aditivo y no 
reafirmar lo que votamos en el inciso primero 
del artículo 7*. 


SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BAYARDI.— Señora Presidenta: a los 
efectos de que quede claro cómo se debería 
proceder, sugiero que votemos nuevamente el 
artículo 7% como viene de la Comisión. Todos 
los que estemos de acuerdo, lo votaremos 
afirmativamente. Después se debería votar 
negativamente el aditivo contenido en la Hoja 
N* 8 y luego votaríamos el aditivo al que se 
acaba de dar lectura. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Para 
que quede claro a los efectos de la versión 
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taquigráfica, vamos a seguir este último proce- 
dimiento. Es decir, votaremos el artículo como 
vino de la Comisión, después el aditivo 
propuesto originalmente -que será votado nega- 
tivamente- y luego el aditivo propuesto en último 
término. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
el artículo 72 tal como viene de la Comisión. 


(Se vota) 
— Setenta y seis en setenta y siete: Afirmativa. 


Se va a votar el aditivo al artículo 7% que 
figura en la Hoja N* 8, presentado por el señor 
Diputado Michelini. 


(Se vota) 


— Cero en setenta y ocho: Negativa. Unanimi- 
dad. 


Ahora se va a votar el aditivo alternativo 
presentado por las señoras Diputadas Saravia 
Olmos y Rondán y el señor Diputado Gustavo 
Silveira. 


SEÑOR FALCO.— Solicito que se reitere la 
lectura del aditivo propuesto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Léase 
nuevamente el aditivo al artículo 7*, que sería 
incluido como inciso cuarto. 


(Se vuelve a leer) 


— Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
el aditivo. 


(Se vota) 
— Setenta y ocho en ochenta: Afirmativa. 


SEÑOR ROSSI.— Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ROSSI.— Señora Presidenta: quere- 
mos dejar constancia de que si bien conside- 
ramos este artículo -más el aditivo- como un 
avance, aún no nos parece suficiente, teniendo 
en cuenta que se trata de un tema que 
seguramente la Cámara debería abordar con 
más tiempo, ya que es de importancia para el 
país. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Se 
pasa considerar el Título IV, "Modificaciones al 
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Registro de Aspirantes a Viviendas de Emergen- 
cia", que comprende los artículos 56 a 60, 
Léanse los artículos 56 a 60. 


(Se lee:) 


"Artículo 56.— A partir de la fecha de 
publicación de la presente ley el Banco 
Hipotecario del Uruguay (BHU) no recibirá 
nuevas inscripciones en el Registro de 
Aspirantes a Viviendas de Emergencia (RAVE) 
creado en el artículo 88 del Decreto-Ley 
N* 14.219, de 4 de julio de 1974. 


Artículo 57.— Para mantener la suspen- 
sión de los lanzamientos las personas 
inscriptas en el Registro de Aspirantes a 
Viviendas de Emergencia (RAVE) o sus 
cesionarios de acuerdo a lo dispuesto en el 
artículo 20 del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 
de julio de 1974, deberán reinscribirse en el 
mismo dentro de los ciento cincuenta días 
siguientes a la notificación que, por telegrama 
colacionado u otro medio fehaciente, les 
realice el Banco Hipotecario del Uruguay. 


Las reinscripciones únicamente serán ad- 
mitidas por el BHU una vez acreditados los 
requisitos indispensables para su inscripción 
original y los establecidos en la presente ley. 


A tales efectos deberá presentarse una 
declaración jurada de actividad y de ingresos 
de todos los actuales componentes del núcleo 
habitacional que sean mayores de edad. Todo 
lo relacionado con el RAVE así como la 
información contenida en las declaraciones 
juradas no estará comprendida dentro de las 
normas relativas al secreto bancario. 


Para comprobar la veracidad de la infor- 
mación contenida en la citada declaración 
jurada el BHU podrá utilizar los mecanismos 
previstos en los artículos 5% y 62 del Decreto- 
Ley N* 15.301, de 14 de julio de 1982. 


Artículo 58.—- Cesará automáticamente el 
derecho a la suspensión del lanzamiento de 
quienes no se reinscriban en el Registro de 
Aspirantes a Viviendas de Emergencia (RAVE) 
dentro del plazo establecido precedentemen- 
te, así como de quienes su reinscripción no 
sea admitida por el Banco Hipotecario del 
Uruguay (BHU) por no cumplir con los 
requisitos previstos en la presente ley. 


En ambos casos el BHU comunicará dicho 
extremo al Juzgado correspondiente, el que 
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dispondrá sin más trámite el cese de la 
suspensión de lanzamiento. 


Artículo 59.— Los propietarios, arrendado- 
res Oo administradores de los inmuebles 
arrendados tendrán legitimación para oponer- 
se, en vía judicial, a la reinscripción de sus 
arrendatarios en el Registro de Aspirantes a 
Viviendas de Emergencia (RAVE), si es que 
acreditan que no se cumple con los requisitos 
que posibilitan la reinscripción. 


En caso de prosperar estas reclamaciones, 
la reinscripción quedará sin efecto debiendo 
proceder el Banco Hipotecario del Uruguay 
(BHU) en la forma dispuesta por el artículo 
58 de la presente ley. 


Artículo 60.— Facúltase al Poder Ejecuti- 
vo, en acuerdo con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y 
el Ministerio de Economía y Finanzas a 
destinar, del Fondo Nacional de Viviendas y 
Urbanización, las cantidades necesarias para 
la compra o construcción de viviendas a ser 
adjudicadas por el Banco Hipotecario del 
Uruguay (BHU) a los reinscriptos en el 
régimen referido en el artículo 56 de la 
presente ley, en las condiciones que esta 
institución determine. 


Si el Poder Ejecutivo ejerce la facultad 
conferida en el inciso primero del presente 
artículo, en el mismo acto deberá elevar el 
tope de ejecución de dicho Fondo en las 
partidas necesarias para realizar la referida 
compra o construcción de viviendas". 


— En discusión. 
SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BAYARDI.— Señora Presidenta: so- 
licitamos que se desglose el artículo 56, en el 
que seguramente se va a concentrar la discusión 
planteada por nuestra bancada con relación a 
este título. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— De 
acuerdo con to solicitado, corresponderá votar 
los artículos 57 a 60 y luego ingresar a la 
discusión del artículo 56. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Pido la pala- 
bra. 
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SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra la señora Diputada. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Señora Presi- 
denta: quiero aclarar que en el artículo 60 se 
hace referencia al artículo 56, cuando en 
realidad debería referirse al artículo 57. Al no 
haber sido aprobado uno de los artículos en 
Comisión, hubo un corrimiento en la numeración 
de los artículos, produciéndose este error. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— En 
consecuencia, si no se hace uso de la palabra, 
se van a votar los artículos 57 a 60, con la 
corrección planteada por la señora Diputada 
Saravia Olmos. 


(Se vota) 


— Sesenta y seis en sesenta y siete: Afirma- 
tiva. 


En discusión el artículo 56. 
SEÑOR LEGNANI.— Pido la palabra 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR LEGNANI.— Señora Presidenta: que- 
remos hacer algunas consideraciones que pen- 
sábamos realizar durante la discusión del título 
anterior -creímos que estábamos anotados para 
hacer uso de la palabra-, pero que de cualquier 
manera podemos resumir en esta oportunidad, 
ya que estamos abordando un aspecto que hace 
a toda la problemática de la vivienda, y que se 
arrastra desde hace veintiséis años, como 
secuela de una decisión de la época de la 
dictadura. En julio de 1974 se aprobó un 
decreto-ley por el cual, quienes se inscribiesen 
en el Registro de Aspirantes a Viviendas 
Económicas, hasta tanto se les adjudicase una 
vivienda, quedaban amparados frente a la 
posibilidad de un lanzamiento. 

Es cierto que posiblemente haya una relación 
dialéctica o de entrentamiento entre dos concep- 
ciones en cuanto a lo que significa la vivienda. 
Ya desde la década del veinte, Lorenzo Carnelli 
afirmaba que el derecho a habitar se confundía 
con el derecho a vivir. Asimismo, Vaz Ferreira 
decía que el derecho a habitar, a tener una 
vivienda, es el derecho a estar en el planeta. 
Por otra parte, el artículo 45 de la Constitución 
establece que todo habitante tiene derecho a 
gozar de una vivienda decorosa. 

Al considerar todos estos aspectos relativos 
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a la vivienda, no podemos pasar por alto tas 
referencias que aquí se han hecho con respecto 
a la feudalización de la sociedad. Ya otras veces 
hemos citado a Umberto Eco, quien hace más 
de veinticinco años hablaba de que marchába- 
mos hacia una organización espacial feudal. 
Desde luego, en aquel entonces, cuando 
leíamos sus afirmaciones, solamente teníamos 
en cuenta los aspectos urbanísticos, las cons- 
trucciones de altura, las torres de apartamentos 
y otras formas diversas. Por otra parte, Lorenz, 
Premio Nobel de Medicina en 1972 por sus 
estudios sobre el comportamiento, decía que 
bastaba con hacer una fotografía del espacio 
urbano para realizar el diagnóstico de los 
problemas que aquejan a una sociedad. 

Sobre esta base, señora Presidenta, pode- 
mos fundamentar nuestra percepción acerca del 
conjunto de la sección dedicada a la vivienda. 

En el título relativo a las viviendas para los 
pasivos, no se hace lugar a que éstos integren 
un organismo de control de la inversión, de la 
planificación y de la calidad de las viviendas. 

Por otra parte, advertimos que en el título 
referente a la fusión de las cooperativas de 
vivienda -algo largamente reclamado por 
FUCVAM y las cooperativas de vivienda-, se 
establece que ésta será de carácter excepcional, 
cosa que en lo personal nos rechina un poco, 
porque deja cierto grado de discrecionalidad a 
quien tenga que autorizar dicha fusión. 

Asimismo, en cuanto a la urbanización de los 
espacios, se acepta que haya lugares totalmente 
cercados. Más allá de que haya quienes puedan 
vivir donde quieran en este mundo, porque 
tienen la capacidad económica para hacerlo, se 
da la paradoja de que alguien haya dicho en 
Sala que quien quiera puede vivir en un 
asentamiento precario; no, señora Presidenta, 
unos viven donde quieren y otros donde pueden. 
Esa es la realidad de la sociedad en que 
vivimos. 

De manera que ahora estamos hablando de 
modificaciones al RAVE, ¡qué vaya si ha 
resistido a lo largo de todos estos años! Las 
cifras acerca del número de inscriptos están en 
una nebulosa; desde luego que desde 1974 
hasta ahora, más por imperio de la biología que 
por la solución a los problemas, muchos han 
desaparecido del Registro. 

Muchas veces, cuando se ha fundamentado 
desde otras tiendas el cierre del RAVE, se ha 
hecho hincapié en el sacrificio que ha significa- 
do, debido a la vulneración del derecho de 
propiedad -hago un paréntesis, señora Presiden- 
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ta: ahora van a establecer el derecho de 
propiedad sobre el agua-, y me pregunto por qué 
ha sido imposible realizar un catastro que 
actualice el conocimiento de cuántas propieda- 
des tiene un propietario inmobiliario. Me atreve- 
ría a afirmar que desde la época de la colonia 
hasta ahora la gran inversión en materia de 
aplicación de excedentes de producción, se ha 
dado precisamente en la especulación inmobi- 
liaria. Y no me resisto a reiterar una vez más 
una frase que cita el Intendente Arana, en este 
caso como profesor de Historia del Arte, en su 
libro "El Montevideo de la expansión". Se trata 
de una norma dictada en 1985 por el gobierno 
municipal de la época, en la que se expresa que 
el gobierno de Montevideo no se hace respon- 
sable de lo que pueda suceder con quienes 
compran los fraccionamientos últimamente rea- 
lizados. Esa es la tónica a lo largo del siglo que 
vivimos, en el sentido de que la especulación 
inmobiliaria ha sido la que ha llevado adelante 
el uso del territorio en nuestro país. 

Se ha hecho referencia muchas veces a las 
leyes de centros poblados de los años 1947 y 
1948, y cuando en la década del cincuenta se 
aprueba el Plan Regulador de Montevideo se 
desata una feroz especulación inmobiliaria a raíz 
de la cual se producen los fraccionamientos que 
rodean al departamento de Montevideo, en los 
departamentos de Canelones y San José, como 
consecuencia de los cuales han surgida todas 
estas villas que significan un problema tan 
importante. Muchas veces hemos dicho que no 
haríamos demagogia diciendo que algún gobier- 
no pueda dar solución absolutamente a todos los 
problemas, porque eso nació mal, nació de una 
patología y es un proceso patológico. 

Esta situación motivó la creación de dos 
Comisiones Investigadoras en esta Cámara a 
comienzos de la década del cincuenta, precisa- 
mente porque no se cumplía con las leyes de 
centros poblados. Tuvimos ocasión de visitar a 
quien nos remitiese en su oportunidad el trabajo 
de asesoría que realizó para esa Comisión; y 
cuando hizo la estimación de cuánto habían 
ganado las inmobiliarias en dos años, tuvo que 
ir a hablar con otros técnicos, pues dudaba de 
los cálculos que había hecho. Con lo que 
pagaron los que viven actualmente en todas 
esas villas -por ejemplo, villa Felicidad y otras 
que rodean Montevideo- alcanzaba para hacer 
viviendas de buena calidad, de dos plantas, en 
Malvín, con todos los servicios en la puerta. Las 
estimaciones demuestran que las inmobiliarias 
ganaron en dos años el 350.000%, caso único 


Jueves 14 de diciembre de 2000 


a lo largo de la historia y del proceso de 
globalización. 

Otro tema al que nos queremos referir, aparte 
del cierre del RAVE, que significa la pérdida de 
una posibilidad de amparo para quienes están 
en peores condiciones -en general, mujeres 
solas, de edad avanzada, jefas de hogar-, tiene 
que ver con la eliminación del realojo previo que 
estaba previsto, pues una ley de 1982 establecía 
que antes del desalojo, antes de lanzarlos a la 
calle, había que darles una vivienda. Como a 
lo largo de estos veinte años la distancia entre 
la demanda y la probabilidad de contar con 
planes de vivienda que la satistagan es cada vez 
mayor, se ha optado por eliminar la posibilidad 
del realojo previo. 

Por otra parte, se ha afirmado varias veces, 
para justificar la carencia de un catastro -no sé 
si ya me referí a esto-, que se trata de 
propietarios que tienen una o dos viviendas; 
pero precisamente lo que quisimos saber a 
través del catastro era cuántos propietarios 
realmente tenían una o dos viviendas y cuántos 
varios cientos. 

En estas normas tampoco se prevé una 
prioridad para aquellos que deberían tenerla, 
que son los propietarios humildes, de una o dos 
viviendas. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Si no 
se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 56. 


(Se vota) 


— Cuarenta y tres en sesenta y siete: Afirma- 
tiva. 


SEÑORA ARGIMON.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra la señora Diputada. 


SEÑORA ARGIMON.— Señora Presidenta: 
consideramos que el artículo que se acaba de 
aprobar contempla uno de los puntos más 
urgentes de este proyecto. Decimos esto en 
virtud de lo que la Comisión de Vivienda, 
Territorio y Medio Ambiente verificó al compartir 
sesiones de trabajo con los responsables del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, como así también con las 
autoridades del Banco Hipotecario del Uruguay. 

La inclusión de este tema en el proyecto tiene 
que ver con la incorporación en la agenda de 
la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio 
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Ambiente de algo que mucho nos preocupaba. 
El RAVE data de 1973 y ha tenido leyes 
modificativas; ha sufrido diferentes mutaciones 
y nunca había tenido un saneamiento real que 
permitiera avanzar en el sentido de satisfacer 
las necesidades de aquellos que 'aspiraban a 
una vivienda. 


(Murmullos) 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— La 
Mesa ruega a los señores Diputados hacer 
silencio para escuchar a la oradora. 


SEÑORA ARGIMON.— Señora Presidenta: la 
Comisión de Vivienda, Territorio y Medio 
Ambiente volvió a incorporar en su agenda un 
tema que, sin duda, provocaba la preocupación 
de todos los legisladores debido a las injusticias 
cometidas de un lado y del otro, que se 
verificaban en la práctica cotidiana, tanto por 
parte de los propietarios como de los que 
aspiraban a acceder a una vivienda de estas 
características. Desde este punto de vista 
decíamos cuán urgente se hacía resolver este 
tema. 

Cuando concurrieron las autoridades del 
Banco Hipotecario del Uruguay, se nos dijo que 
la institución tenía una serie de juicios pendien- 
tes, y una vez que se dieron a conocer los 
montos de las demandas, todas las Diputadas 
y todos los Diputados de esa Comisión se 
preocuparon por considerar este tema de gran 
trascendencia. El asesor del Banco Hipotecario, 
doctor Daniele, expresaba: “El Banco Hipoteca- 
rio del Uruguay tiene las siguientes cifras. Los 
juicios iniciados hasta el año 1998 cuya 
finalización se prevé para el año 2000, son 
cuarenta. Los juicios que comenzaron en 1999 
y que finalizarán en el año 2001, son ciento 
veintinueve. De lo conversado aquí, surge que 
hasta la fecha, los propietarios antes de 
aprobarse la ley de urgencia," -la primera- 
"cuando demandaban al banco, trataban de que 
los reclamos no excedieran las 1.500 unidades 
reajustables, con lo cual posicionaban sus 
juicios en sedes de Juzgados y Tribunales, pero 
no en la Suprema Corte de Justicia. Por lo tanto, 
el banco, considerando esa costumbre, multipli- 
ca esos cuarenta juicios iniciados en el año 
1998 que culminarán en éste, por 1.500 UR, que 
son el monto máximo de reclamo, lo cual nos 
da 60.000 UR, equivalentes a US$ 1:020.000. 
Los ciento veintinueve juicios iniciados en el año 
1999, multiplicados por 1.500 UR, nos da 
193.500 UR, equivalentes a US$ 3:289.500. 
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Como decía el señor Presidente del Banco 
Hipotecario del Uruguay, estamos en más de 
US$ 4:300.000. Esto es en cuanto a la cantidad 
- de juicios y a las previsiones que el banco hizo". 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


— Esto nos advirtió nuevamente de la gravedad 
de lo que estaba acontecierdo en la realidad 
acerca de un aspecto del tema del Registro de 
Aspirantes a Viviendas de Emergencia, porque 
además había muchos compatriotas que no 
estaban accediendo a una solución habitacional. 
En ese sentido, nos parecía lógico que la 
Administración estableciera un orden de acuerdo 
con lo que acontece en la realidad, puesto que 
hoy por hoy no estábamos asistiendo a un 
auténtico saneamiento de este Registro que data 
del año 1973 y ha tenido muchas modificacio- 
nes. Entre los inscriptos se encuentran, por 
ejemplo, jubilados y pensionistas que tal vez por 
otra vía podrían acceder más rápidamente a una 
vivienda, y a través de este articulado se está 
estableciendo un orden en este sentido. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Per- 
dón, señora Diputada. La Mesa le ruega que 
redondee su exposición. 

Puede continuar la señora Diputada Argimón. 


SEÑORA ARGIMON.— Para nosotros, éste 
es Un articulado que, sin lugar a dudas, 
contribuye a sanear una situación histórica. Y es 
histórica también para este Parlamento, porque 
varias Legislaturas estuvieron debatiendo para 
poner, de alguna forma, orden en toda esta 
temática. 

Termino diciendo que el Partido Nacional hizo 
especial hincapié en una negociación que 
llevamos adelante junto con la bancada del 
Partido Colorado respecto al artículo 60, que 
establece que si bien el Registro queda en 
manos del Banco Hipotecario del Uruguay, las 
viviendas serán construidas por el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. A esos efectos, queda expresamente 
clara la posibilidad de utilizar los recursos del 
Fondo Nacional de Vivienda para atender estas 
necesidades, con la elevación de los topes 
respectivos. 

Queríamos dejar en claro lo que fue esta 
negociación, así como que el hecho de haber 
llegado a esta solución nos parece importante. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— La 
Mesa ruega a los señores Diputados brevedad 
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cuando utilicen la vía de la fundamentación del 
voto. Si desean extenderse, podrán hacerlo en 
el momento de la consideración de cada 
artículo. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Pido la pala- 
bra para fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra la señora Diputada. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Señora Presi- 
denta: realmente, si había un tema urgente, que 
debía incluirse en este proyecto, era éste. En 
la Legislatura pasada, hasta las últimas sesio- 
nes estuvimos tratando infructuosamente de 
votar un proyecto para dar solución a este 
problema. Yo creo que esto es un avance. Se 
va a cerrar la inscripción en el RAVE y se va 
a hacer una reinscripción que va a permitir 
depurar ese Registro. 

Quizás muchos hayan olvidado que el RAVE 
nació en el año 1974, y era nada más que por 
doce meses. Luego, posteriores y sucesivas 
leyes lo fueron ampliando, hasta que la última 
lo dejó "sine die", sin plazos, y hasta hoy 
estamos arrastrando este problema. Muchas 
veces he dicho en esta Cámara que he visto al 
RAVE cumplir la mayoría de edad; ya tiene 
veintiséis años. Creo que ya era hora de que 
este problema se terminara. El país está 
enfrentando una serie de juicios por parte de 
propietarios por responsabilidad del Estado en 
esta situación, ya que en los hechos se han 
visto privados de su propiedad. 

He dicho -y lo quiero repetir hoy- que esto 
implica una doble injusticia. Este sistema es 
injusto para los propietarios, que en la práctica 
se ven privados del uso de su propiedad sin 
mediar justa ni previa compensación, como dice 
nuestra Constitución. Inclusive, podría afirmarse 
que atenta contra el artículo 32 de la Carta, que 
consagra el derecho de propiedad, y contra el 
artículo 8*%, que sostiene que debe haber 
igualdad de todos los ciudadanos ante las 
cargas públicas. También es injusto para los 
inquilinos, ya que los deja en un estado de 
indefinición con respecto a su solución 
habitacional. 

Creo que esto es un principio de solución. Es 
un avance que se pase la solución del tema 
habitacional del Banco Hipotecario del Uruguay 
al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente. ¿Por qué? Porque de 
acuerdo con las cifras que poseemos, de los 
actualmente inscriptos son muy pocos los que 
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pueden acceder a la franja que atiende el Banco 
Hipotecario. Sin embargo, son muchos los que 
podrían acceder a las franjas que atiende el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente. Por lo tanto, considero que 
esto es realmente un avance. Esperemos que 
estos hechos no vuelvan a ocurrir en nuestro 
país. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señora Presidenta: 
hemos acompañado con nuestro voto esta 
sección porque, realmente, soluciona un tema 
urgente: parar la hemorragia que crea el 
Registro sin depurar. Depurado el Registro, no 
hemos aún solucionado el tema, pero hemos 
solucionado algo urgente, y por eso esta sección 
está en el proyecto de ley de urgente conside- 
ración. Pero no hemos solucionado el tema de 
fondo porque no se detienen los reclamos contra 
el Estado, y no es una solución de fondo para 
quienes están amparados por el RAVE ni para 
los propietarios de esos inmuebles. 

Una vez conocidos los resultados de esa 
depuración del Registro, que se estima que va 
a determinar una baja al 50% aproximadamente 
de los amparados actualmente, la mayor parte 
de los cuales están en el departamento de 
Montevideo, creo que con esos elementos a la 
vista rápidamente podremos aprobar en esta 
Legislatura una ley que sí solucione el problema 
de fondo. En otras palabras, hemos dado un 
paso en la dirección correcta, pero sólo un paso. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Pido la 
palabra para fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señora 
Presidenta: voy a fundar el voto con la mayor 
brevedad que me sea posible, diciendo que 
comparto absolutamente los argumentos verti- 
dos en Sala por los señores Diputados 
preopinantes, en particular por las señoras 
Diputadas Argimón y Saravia Olmos. 

Unicamente quiero aclarar que he votado con 
la tranquilidad de que aquellos propietarios cuya 
vivienda afectada es la única no están conside- 
rados en estas normas porque ya existe 
legislación al respecto. Eso lo hizo en silencio 
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y con humildad un Directorio del Banco 
Hipotecario del Uruguay integrado por el Partido 
Nacional y el Partido Colorado, hace más de 
diez años, al establecer la posibilidad de ir 
priorizando en la adjudicación a esos propieta- 
rios que estaban, podría decirse, en estado de 
necesidad. 


8.— Integración de la Cámara 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Dese 
cuenta del informe de la Comisión de Asuntos 
internos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
a la Cámara aprobar la resolución por la que 
se convoca al señor Edgardo Ortuño, por 
incorporación a la Cámara de Senadores de la 
señora Representante Margarita Percovich, ar- 
tículo cuarto de la Ley N* 10.618, por el período 
comprendido entre los días 19 y 29 de diciembre 
de 2000". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Cincuenta y ocho en sesenta: Afirmativa. 


En consecuencia, queda convocado el corres- 
pondiente suplente, quien se incorporará a la 
Cámara en la fecha indicada. 


(Antecedentes:) 


"Montevideo, 14 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


En vista de ser convocada a la Cámara de 
Senadores, entre el 19 y el 29/12/00, solicito se 
convoque al suplente respectivo. 


Saluda a Ud. atte. 


Margarita Percovich 
Representante por Montevideo". 
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"Montevideo, 14 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, comunico a usted, que por 
esta vez no acepto la convocatoria de la Cámara 
que usted preside. 


Sin otro particular, 
atentamente. 


saludo a usted muy 


Enrique Soto". 


"Comisión de Asuntos internos 


VISTO: Que la señora Representante por el 
departamento de Montevideo, Margarita Perco- 
vich, se incorporará a la Cámara de Senadores 
por el perfodo comprendido entre los días 19 y 
29 de diciembre de 2000. 


CONSIDERANDO: Que, por esta vez, no 
acepta la convocatoria de que ha sido objeto el 
suplente correspondiente siguiente, señor Enri- 
que Soto. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y en los 
artículos tercero y cuarto de la Ley N* 10.618, 
de 24 de mayo de 1945. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Acéptase la negativa que, por esta vez, 
presenta el suplente correspondiente siguiente, 
señor Enrique Soto. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación, por el período 
comprendido entre los días 19 y 29 de diciembre 
de 2000, al suplente correspondiente siguiente 
de la hoja de votación N* 77, del Lema Partido 
Encuentro Progresista-Frente Amplio, señor 
Edgardo Ortuño. 


Sala de la Comisión, 14 de diciembre de 
2000. 


Guillermo Alvarez, José 
María Mieres, Miguel 
Dicancro". 
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9.- Fomento del empleo y 


mejoras de la Adminis- 
tración. (Normas) 


— Continúa 
debate. 

Se pasa a considerar la Sección VIll, 
"Registro Nacional de Aeronaves y Registro de 
inmuebles del Estado", que comprende los 
artículos 61 y 62. 


la consideración del asunto en 


Léanse los artículos 61 y 62. 
(Se lee:) 


"Artículo 61.— Créase en el Servicio de 
Registros Públicos regulado por la Ley 
N* 16.871, de 28 de setiembre de 1997, el 
Registro Nacional de Aeronaves, que integra- 
rá la Sección Mobiliaria del Registro de la 
Propiedad, y tendrá competencia nacional y 
sede en Montevideo. 


Transfiérese la competencia del Registro 
Nacional de Aeronaves, en lo atinente a la 
propiedad de las aeronaves, actualmente a 
cargo de fa Dirección General de Aviación 
Civil, a la Dirección General de Registros. El 
Ministerio de Defensa Nacional, en acuerdo 
con el Ministerio de Educación y Cultura, 
determinará la oportunidad y forma en que 
efectuará dicha transferencia. 


La Dirección General de Aviación Civil 
mantendrá el resto de las competencias que 
actualmente detenta. 


Declárase aplicable al Registro que se 
crea lo dispuesto por el artículo 83 del 
Decreto-Ley N* 15.167, de 6 de agosto de 
1981, en la redacción dada por el artículo 437 
de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Derógase el Decreto-Ley N* 14.685, de 9 
de agosto de 1977. 


Artículo 62.— Transfiérese a la Dirección 
General de Registros, la competencia del 
registro administrativo referido en el artícu- 
lo 174 de la Ley N* 16.320, de 1% de 
noviembre de 1992, el que se denominará 
Registro de Inmuebles del Estado. 


El Registro de la Propiedad Sección 
Inmobiliaria comunicará al Registro de 
inmuebles del Estado, todos los actos que se 
presenten a inscribir y que deban registrarse 
en éste, de forma de evitar la doble 


ae 


Jueves 14 de diciembre de 2000 CAMARA DE REPRESENTANTES 65 


inscripción para los usuarios; en la forma que 
determine la reglamentación. 


El Ministerio de Educación y Cultura en 
acuerdo con el Ministerio de Economía y 
Finanzas determinará la oportunidad y forma 
en que se efectuará dicha transterencia”. 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
en bloque ambos artículos. 


(Se vota) 


— Sesenta y tres en sesenta y cuatro: Afirma- 
tiva. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Pido la 
palabra para fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señora 
Presidenta: voy a fundar el voto en lo atinente 
al Registro Nacional de Aeronaves, por cuanto 
me parece procedente que conste no sólo en ia 
versión taquigráfica de la Comisión, sino 
también en la de esta sesión del plenario, el 


hecho de que la esfera de competencia que 


estamos trasladando tiene que ver con la 
propiedad -puede abarcar el registro de alqui- 
leres, de seguros, de afectación de aeronaves, 
de empresas vinculadas con las aeronaves- y en 
nada se relaciona con el registro técnico, que 
permanecerá en la órbita en la cual se viene 
desarrollando. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Se 
pasa a considerar la Sección IX, "Importación de 
gas natural al por mayor", que comprende el 
artículo 63. 


Léase el artículo 63. 
(Se lee:) 


"Artículo 63.— Todo comprador de gas 
natural al por mayor cuyo consumo promedio 
anual sea no inferior a 5.000 metros cúbicos 
diarios queda habilitado a elegir su proveedor 
de gas natural entre los agentes nacionales 
o extranjeros autorizados en el marco de los 
acuerdos vigentes entre la República y otros 
países e importarlo sin restricción o exigencia 
de especie alguna, conviniendo libremente 
las condiciones de la transacción sin tener 
que pagar tarifa de importación alguna. 


Facúltase al Poder Ejecutivo, en los casos 
que determine la reglamentación, a reducir la 
cantidad mínima de metros cúbicos estable- 
cida en el inciso primero del presente 
artículo". 


— En discusión. 
SEÑOR SENDIC.— Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SENDIC.— Señora Presidenta: nues- 
tra bancada no va a acompañar este artículo 
porque consideramos -muchos de estos argu- 
mentos fueron expuestos en la Comisión- que 
es uno de los puntos más cuestionables que 
encierra este proyecto de ley de urgente 
consideración. 

Por la vía de un proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración se está 
levantando el monopolio que tiene ANCAP sobre 
la importación de gas. De alguna manera, ello 
tiene una larga historia, y consideramos que una 
vez más se insiste en una visión equivocada 
sobre las empresas públicas. 

Después que por decreto se planteó la elimi- 
nación de ANCAP como proveedor de las em- 
presas del Estado en materia de asfaltos y ce- 
mento, desde nuestro punto de vista este pro- 
yecto de ley reviste una gravedad muy impor- 
tante. 

Por otra parte, la empresa pública ANCAP ha 
comprometido una inversión muy importante a 
efectos de que el gas llegue a Montevideo y a 
Uruguay; debe tenerse en cuenta que estamos 
hablando de uno de los componentes más 
importantes de la matriz energética nacional. La 
introducción del gas natural al país es un 
elemento muy positivo que, sin duda, generará 
una situación de competitividad muy importante, 
por ejemplo, para el sector industrial, y de 
bienestar para el consumidor hogareño. 

En virtud de que esta situación se iba a 
suscitar, desde hace mucho tiempo la empresa 
que tiene el monopolio de los combustibles en 
Uruguay mantuvo una política a nuestro juicio 
acertada, como fue la de expandirse en el 
negocio del gas. Entonces, ANCAP no sólo se 
asoció con otras empresas para la distribución 
del gas -en el interior se asoció con la empresa 
Conecta y tiene el 45% del paquete acciona- 
rio-, sino que, además, estableció acuerdos con 
otras empresas para la construcción del ga- 
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soducto Cruz del Sur, en una inversión que 
supera los US$ 30:000.000. 

Paralelamente, se hizo un negocio para poder 
traer el gas a través del gasoducto de Entre 
Ríos, lo cual permitió que la ciudad de Paysandú 
hoy cuente con la distribución de gas natural y 
que una buena parte de su parque industrial, 
esté abastecida por este gas. 

Desde nuestro punto de vista, es positivo que 
una empresa pública haya tenido una visión 
acertada sobre un elemento tan importante de 
la matriz energética nacional, que haya desarro- 
llado una línea de acción y que realizara 
inversiones muy importantes en ese sentido. 
Esto va acompañado de un hecho también 
importante que tiene que ver con la puesta en 
vigencia del marco regulatorio energético, que 
liberalizó la distribución de energía eléctrica en 
el país y permitió la integración desde el punto 
de vista eléctrico con nuestros vecinos, creando 
una situación paralela. Estamos integrándonos 
eléctricamente con uno de los países que tiene 
menor costo de energía. Mientras en Argentina 
el costo del megavatio es de US$ 23, nuestra 
producción energética de electricidad está en el 
orden de los US$ 44 o US$ 45; o sea que 
estamos en una franca falta de competencia. 
Eso motivó que UTE, en una política desde 
nuestro punto de vista también acertada, 
considerara la posibilidad de generar energía 
eléctrica a partir del gas natural y que realizara 
una serie de acuerdos en Argentina para permitir 
que la Central Batlle se transformara para dejar 
de utilizar el fuel oil -combustible que hoy se 
emplea allí- y pasar a usar el gas natural. Ello 
producirá enormes ventajas para poder generar 
electricidad en Montevideo al mismo costo -o 
similar- que en Argentina. Si ese cambio no se 
daba, era fácil prever que los grandes consu- 
midores eléctricos de Uruguay podrían acudir al 
mercado argentino para comprar la energía más 
barata. 

Paralelamente, las dos empresas establecie- 
ron una serie de acuerdos, contando en su 
momento con el visto bueno del Poder Ejecutivo 
para hacerlos. 

Haciendo valer su monopolio, ANCAP se 
comprometió en el gasoducto Cruz del Sur a 
contratar capacidad de transporte por 1:500.000 
metros cúbicos diarios, con el compromiso del 
Poder Ejecutivo de que se iba a mantener un 
canon de US$ 2 por cada 1.000 metros cúbicos. 
ANCAP realizó ese acuerdo y comprometió su 
inversión en función del monopolio que hoy está 
vigente por ley en Uruguay. 


Jueves 14 de diciembre de 2000 


Por su parte, UTE estableció una serie de 
acuerdos para poder traer el gas a efectos de 
transformar la Central Batlle a gas natural, 
logrando a través de una exitosa negociación 
muy buenos precios del gas en el mercado 
argentino, así como también en el transporte. 
Asimismo, le expresa al Poder Ejecutivo que 
necesita una serie de condiciones para poder 
ser competitiva y le plantea que uno de los 
impedimentos tiene que ver, precisamente, con 
el canon que está vigente. Ello provoca que UTE 
tenga que pagar a ANCAP US$ 2 por cada 1.000 
metros cúbicos de gas que consume, teniendo 
previsto consumir 1:750.000 metros cúbicos 
diarios de gas durante doscientos sesenta días 
del año para la Central Batlle. 

Desde nuestro punto de vista, esta suerte de 
contradicción entre estas dos empresas públicas 
tiene una resolución muy sencilla: el Poder 
Ejecutivo debe levantar, por vía de decreto, el 
canon que hoy está vigente para UTE. Y nada 
más. No es necesario que, por vía de una ley, 
liberalicemos la importación de gas, porque esto 
tiene varias desventajas y es un problema de 
economía de escala, como ya lo mencionamos 
en una intervención anterior. Evidentemente, 
esta situación perjudica a ANCAP, no sólo 
porque no va a percibir los US$ 2 cada 1.000 
metros cúbicos de gas que coloque -ésa es la 
pérdida menor desde nuestro punto de vista-, 
sino porque tendrá comprometida una capacidad 
de transporte que no va a tener a quién colocar. 
Eso genera una capacidad de transporte ociosa, 
cuyo valor es sensiblemente inferior al que 
ANCAP va a pagar por ella. 

El otro elemento negativo de esta situación 
es que estamos convencidos de que el sector 
al que se pretende beneficiar con este proyecto, 
que son los grandes consumidores -no es a 
UTE, sino a un sector privado-, que emplean 
más de 5.000 mil metros cúbicos diarios -son 
unos cuantos-, quedará a la intemperie del 
mercado argentino porque, evidentemente, ten- 
drá que salir a negociar el precio del gas. 
Obviamente, ANCAP está en mejores condicio- 
nes de negociar ese precio en Argentina que 
cada uno de los distintos grandes consumidores 
en el mercado uruguayo, que son muy pequeños 
para el mercado argentino. 

Por algunos elementos que estamos plan- 
teando y otros a los que no nos referimos debido 
a que no nos alcanza el tiempo de que 
disponemos, consideramos que este artículo es 
inconveniente, no sólo para ANCAP sino para 
el conjunto de la economía nacional, y no por 
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una posición ortodoxa de defensa del monopolio 
público de una de las empresas del Estado. Lo 
que estamos temiendo es que por esta vía 
estemos estableciendo en Uruguay el monopolio 
de Pan American Energy, que es la que tiene 
en Argentina el oligopolio de la producción de 
gas, y es uno de los principales accionistas del 
gasoducto Cruz del Sur. 

Consideramos inconveniente la incorporación 
de este artículo en el proyecto de ley y creemos 
que tendrá consecuencias nefastas para el 
conjunto de la economía, porque la dejará, en 
un rubro tan importante como éste -que es uno 
de los componentes de la matriz energética 
uruguaya-, a expensas del mercado argentino. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la pala- 
bra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor miembro informante en 
mayoría. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señora Presi- 
denta: simplemente, queremos dejar algunas 
constancias. 

Coincidimos parcialmente con el diagnóstico 
que ha hecho el señor Diputado Sendic y 
discrepamos con otra parte de su argumenta- 
ción. 

Queda claro para todos la importancia que el 
gas natural va a tener en Uruguay como un 
elemento de enriquecimiento de la matriz 
energética. Además, este país tendrá la gran 
posibilidad de mantener una autonomía energé- 
tica importante. Siempre hemos sido partidarios 
de que Uruguay mantenga una autonomía 
energética importante y no dependa, sobre todo, 
del mercado argentino, que es el único con el 
cual estamos interconectados. Uno de nuestros 
principios en todo este tema, desde hace mucho 
tiempo, es defender la autonomía energética del 
Uruguay, así como una sintegración equilibrada 
de nuestro país con Argentina, Brasil y también 
con Paraguay, para lo cual hicimos varios 
intentos cuando estuvimos en el Directorio de 
UTE. No fue fácil, sobre todo porque Argentina 
puso una cantidad de restricciones para que 
pudiéramos comprar o vender energía directa- 
mente a Paraguay. Es muy difícil vender energía 
a ese país porque tiene muy poco consumo en 
relación con el potencial de generación instala- 
do; por lo tanto, es más fácil comprarle sus 
excedentes hidráulicos para balancear nuestra 
compra regional de energía. Se trata de un tema 
que da para más y es una de las grandes 
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cuestiones estratégicas que el país tiene que 
manejar. 

Todos estamos de acuerdo en cuanto a la 
importancia que el gas puede tener para 
enriquecer la matriz energética, no solamente 
para UTE y los generadores de energía 
eléctrica, sino para los consumidores en gene- 
ral. El problema es que cuando esta disposición 
pretende ser coherente con el principio de que 
el gran consumidor pueda comprar y elegir a su 
proveedor libremente, se escuchan argumenta- 
ciones -respetables, por cierto- que no tengo el 
gusto de compartir, en el sentido de que esto 
significaría, por un lado, un impacto muy 
negativo para la empresa ANCAP y, por otro, 
dejaría en situación de vulnerabilidad a los 
grandes consumidores que podrían afiliarse a 
esta disposición. 

Todos debemos tener muy claro que este 
negocio del gasoducto Cruz del Sur se ha hecho 
con un interés país y no con un interés 
empresarial. Efectivamente, esto tiene un costo 
para ANCAP. Creo que si ANCAP hubiera tenido 
que tomar su decisión exclusivamente en base 
a razones empresariales, tal vez habría decidido 
no participar del negocio. Si UTE hubiera tenido 
que decidir exclusivamente en base a intereses 
empresariales -se encuentra presente el señor 
Diputado Leglise, con quien tuve el gusto de 
compartir el Directorio de UTE en aquel 
entonces-, seguramente no habría acordado 
participar. El gas para la generación de energía 
o para su distribución en todo el país iba a llegar 
en una etapa ulterior, de aquí a tres o cuatro 
años. Sin embargo, había un interés superior por 
parte de quien es propietario de esas dos 
empresas, que es el Estado uruguayo, es decir, 
el conjunto de todos los uruguayos. En aras del 
interés de todos los uruguayos, cada una de las 
empresas tuvo que hacer un sacrificio que, 
naturalmente, tiene su costo. En el caso de 
ANCAP fue comprar una capacidad de 1:500.000 
metros cúbicos diarios y participar, como 
contrapartida, en un 20% del consorcio del 
gasoducto Cruz del Sur, lo cual tiene ventajas 
para ANCAP, porque percibirá la cuotaparte que 
le corresponda de la tarifa o del peaje, de lo 
que cueste pasar el gas por esa cañería. 

Por otra parte, ANCAP no sólo hizo aplicación 
del gasoducto correspondiente con cruce en 
Paysandú, sino que además integra con un 
porcentaje muy importante -el 45%- la empresa 
Conecta, que hará la distribución en todo el 
interior del país. Es verdad que en determinado 
momento ANCAP puede tener una capacidad 
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comprada que no va a utilizar. Eso no se arregla 
manteniendo este canon, que lo ha percibido, 
pero que, en definitiva, no responde a ningún 
concepto; es una especie de impuesto adicional 
que no tiene ninguna contrapartida y que se 
agrega a la tarifa lógica que deberá percibir 
ANCAP, como los demás integrantes del consor- 
cio del gasoducto Cruz del Sur, por el gas que 
pase por ese gasoducto, que tiene una capa- 
cidad aproximada de 6:000.000 de metros 
cúbicos. 

Por su parte, UTE ha puesto mucho más que 
ANCAP. Se comprometió con 500.000 metros 
cúbicos y ha comprado gas por veinticinco años, 
lo cual quiere decir que si tenemos buena 
hidraulicidad se tirará el agua para comprar el 
gas, o se estará comprando gas sin tener que 
usarlo. Como explicó el Gerente General de 
UTE, este sistema se denomina "take or pay", 
que significa que hay que pagarlo de cualquier 
manera. Por otra parte, tiene que contribuir con 
la construcción del "link", es decir, el pedazo de 
caño que falta entre Buchanan y Punta Lara, que 
representa aproximadamente entre US$ 16:000.000 
y US$ 18:000.000. Además, en lugar de hacerlo 
de aquí a tres años, lo va a hacer el próximo 
año, adelantando el tema para que otros 
uruguayos, no la UTE, puedan tener gas. 

Los intereses empresariales de las dos 
empresas han tenido que sacrificarse en aras de 
los intereses superiores del país. ¿Qué eso 
significa un impacto para las empresas? Deberá 
tenerse en cuenta. En las últimas horas -y no 
me estoy refiriendo a ninguna fuerza política, 
sino a algunas opiniones publicadas en la 
prensa- se ha expresado que la eliminación de 
los monopolios es una forma de eliminar 
sobreprecios en las tarifas de los Entes; pero, 
por otro lado, hay una cantidad de cosas que, 
por razones nacionales y de política nacional, 
se les impone a las empresas públicas, gran 
tema que tenemos por delante. 

En cuanto a esta disposición, se es coherente 
con lo que dispone el artículo correspondiente 
de la Ley de Marco Regulatorio del Sector 
Eléctrico: permite que los grandes consumidores 
y los distribuidores compren directamente en la 
Argentina. Entonces, si como en el caso de UTE, 
se debe competir con los generadores de 
Argentina por un gran cliente y aquéllos pagan 
solamente tarifa mientras que UTE debe com- 
petir con un canon que no responde a nada, 
evidentemente estamos colocando a la empresa 
eléctrica uruguaya en desventaja para competir 
con los generadores argentinos. Y a esto 
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debemos adicionar que -tal como quedó esta- 
blecido en los informes de Comisión, en caso 
de que diera todo bien, el proyecto tendría una 
rentabilidad calculada de un 9% o 9.5%- 
cualquier variación en las condiciones determi- 
naría que el proyecto pasara a dar pérdida. 

Por lo tanto, tengamos en cuenta el caso de 
UTE, pero también el de los grandes compra- 
dores. Supongamos que atraemos -como quere- 
mos- a inversores en el área de generación de 
energía eléctrica y pongámonos en el lugar de 
uno de ellos: ¿por qué me voy a instalar en el 
Uruguay, si me cobran un canon que en 
Argentina no existe? Me instalo en Argentina y 
le vendo al Uruguay. Entonces, perdemos 
autonomía energética. Esto no es un buen 
negocio ni una buena señal para el inversor en 
generación. 

El señor Diputado Sendic supone -y su 
posición es respetable, porque todo lo que 
expresa es serio y no responde a caprichos- que 
se va a poner a la intemperie a los grandes 
compradores -que son unos veinte-, que van a 
estar en manos del mercado argentino. No es 
así. Respecto al caso de los grandes consumi- 
dores de energía eléctrica, durante el proceso 
de discusión de la ley sobre el nuevo marco 
regulatorio nosotros escuchamos decir que le 
iban a comprar a la Argentina y que UTE se iba 
a quedar sin esos grandes clientes. Y lo peor 
-hago "mea culpa"- es que, siendo integrantes 
del Directorio de UTE, escuchamos decir a un 
alto jerarca del Poder Ejecutivo que íbamos a 
perder el 5% de la demanda. 

¿Eso pasó, señora Presidenta? No. ¿Sabe 
por qué? Porque UTE se ubicó como lo que es: 
un gran proveedor de energía; se basó en las 
reglas de juego que hacen que al gran 
comprador no le sea conveniente irse a la 
Argentina, y sigue vendiendo a los grandes 
consumidores. No hay uno solo de ellos que 
esté comprando energía en la Argentina -ni uno 
solo-, teniendo la posibilidad de hacerlo. 

En este caso, si ANCAP obra inteligentemen- 
te como empresa -y no tengo dudas de que lo 
va a hacer, porque tiene un cuerpo gerencial, 
funcionarios y Directores que seguramente la 
van a dirigir en forma adecuada, como ha 
ocurrido-, va a tener la misma posibilidad, y 
mantendrá su poder negociador. Lo que elimi- 
namos es la burocracia, porque a veces estos 
contratos se hacen en el día; la oferta se 
presenta a las diez de la mañana y si no se 
contestó a las cuatro de la tarde, se perdió el 
negocio. No deben pasar por un filtro que 
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signifique ver si ANCAP hace la igualación de 
ofertas y si después el Ministerio lo autoriza, 
etcétera. No; debe existir libertad para elegir al 
proveedor; estos negocios se deben hacer en 
forma libre. 

Desde mi punto de vista, el posicionamiento 
de ANCAP dependerá de dos o tres cosas. En 
primer lugar, de que sepa mantener a sus 
grandes clientes, y estoy seguro de que lo hará, 
con la excepción de UTE, que tiene un poder 
de negociación propio. Lo demostró cuando 
negociamos el gasoducto del litoral y lo sigue 
haciendo en todas estas otras negociaciones. 
Reitero que, a excepción de UTE, ANCAP va a 
poder mantener a los otros grandes consumido- 
res. 

Punto dos: tiene la posibilidad de desarrollar 
lo más rápido que pueda la distribución del gas 
en el interior del país, donde tiene una 
participación muy importante. 

Tema tres: como a este gasoducto le da el 
paño -y, lamentablemente, en su momento ni el 
señor Diputado Leglise ni yo pudimos convencer 
a quien debíamos para que en lugar de hacerlo 
chico si hiciera grande, es decir, no de diecisé.s 
pulgadas sino de dieciocho o de veintiuno-, se 
va a tener posibilidad de seguir hasta Brasil. Si 
se llegara con el caño hasta Río Grande del Sur 
para venderle gas, ¡qué buen negocio podría 
hacer ANCAPI 

La idea era que si el gasoducto del litoral 
todavía era grande, se anillara en algún lugar 
del sudeste de Rivera, del noroeste de Cerro 
Largo o en alguna parte de Tacuarembó, se 
siguiera hasta Río Grande del Sur y se cobrara 
peaje por cada metro cúbico de gas que pasara 
por el Uruguay. 

Por lo tanto, esto no es lo que hace a la cosa. 
En todo caso, según lo estimó la propia ANCAP, 
perdería US$ 2:000.000 por año. ¿Pasa el futuro 
del negocio de ANCAP con el gas por este 
tema? No; pasa por otro lado. Mantener este 
tipo de canon, que es una especie de impuesto 
adicional, es una mala señal para los inversores, 
los clientes, los generadores y la propia UTE. 
Por lo tanto, creemos que es muy respetable el 
negocio que ahora ANCAP planteó a UTE en el 
sentido de venderle la capacidad al firme de 
750.000 metros cúbicos, y el Ente energético lo 
está considerando. 

A lo mejor, si el señor Diputado Leglise y yo 
volvemos al Directorio de UTE, hacemos el 
negocio. 


(Hilaridad) 
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SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Pido la 
palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señora 
Presidenta: consideramos que la integración de 
una nueva matriz energética por parte de 
nuestro país se hace indispensable y urgente. 
Uruguay debe comenzar a romper los lazos de 
dependencia que mantiene con el único combus- 
tible que gira en torno a los grandes márgenes 
de producción -además del de UTE-, que es el 
petróleo que compramos en el exterior. El 
ingreso del gas natural para compartir parte de 
la matriz energética, por ser un insumo mucho 
más barato, también nos permite mantener una 
dependencia mucho menor y sentir mucho 
menos los avatares que nos pueda provocar el 
precio internacional! del petróleo. 

En ese sentido, esto representa un gran 
avance en cuanto a la estructura y al armado 
de la nueva matriz energética, hecho que, sin 
lugar a dudas, será muy beneficioso para 
nuestro país. 

Me voy a permitir discrepar con el señor 
Diputado Sendic -con el aprecio y el respeto que 
le tengo-, porque creo que esto no va a traer 
consecuencias catastróficas para la economía, 
sino, por el contrario, efectos muy positivos. Sé 
que los dos hemos dicho lo que sentimos y 
pensamos; me someto al juicio de la historia, 
que nos dirá qué pasó. A la hora de decidir -y 
lo digo con absoluta tranquilidad-, a ninguno de 
los que estamos convencidos de esta posición 
nos tiembla la mano cuando votamos este 
artículo. Por el contrario, lo hacemos en el 
convencimiento de que generamos un beneficio, 
y no solamente para UTE, que vaya si tendrá 
derecho a pedir que una empresa del propio 
Estado como lo es ANCAP -que debe estar 
destinada, como todo lo estatal, al desarrollo del 
país; el Estado no puede transformarse en un 
ente con intereses propios porque se estaría 
generando algo que puede volverse en contra 
de los intereses del país- no le cobre el canon, 
no por algún servicio sino simplemente por tener 
el control monopólico. 

Por supuesto que UTE tiene derecho; com- 
parto ese criterio del señor Diputado. Pero 
también lo tienen todos los demás grandes 
consumidores de este país que hacen funcionar 
sistemas de producción en base a esa energía, 
porque ello va a redundar en la obtención de 
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mejores precios que los que estaban obteniendo 
antes. ¿Por qué digo esto absolutamente 
convencido? Porque si van a consultar al 
mercado argentino y por sí mismos no consiguen 
esos precios, se cae de maduro -si llegaron a 
ser grandes consumidores es porque no se 
chupan el dedo- que se juntarán de alguna 
manera o utilizarán a ANCAP, que ¡vaya si 
estará interesada en vender esa capacidad que 
tiene comprometida! Unirán sus intereses, y no 
me cabe la más mínima duda de que esto 
redundará en un beneficio para los grandes 
consumidores y, por lo tanto, para el resultado 
de su actividad económica, que se reflejará en 
productos de origen nacional que podrán llegar 
a menor precio al público en general y al 
mercado de exportación. 

Entonces, creo que por este camino vamos 
avanzando bien. 

No quiero terminar mi exposición sin referir- 
me al segundo inciso de este artículo, a efectos 
de que no quepan dudas acerca del marco que 
pretendimos dar. Lo único que se autoriza a 
reducir o a modificar del inciso anterior es la 
cantidad mínima establecida, pero quien solicite 
la importación en forma libre, por supuesto que 
deberá configurar la característica de gran 
consumidor o de consumidor al por mayor. 


SEÑOR SENDIC.— ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Sí, señor 
Diputado. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR SENDIC.— Señora Presidenta: deseo 
formular una pregunta antes de que el señor 
Diputado Gustavo Silveira termine su interven- 
ción. 

Quisiera que alguien del Poder Ejecutivo me 
dijera por qué hay que liberalizar toda la 
importación de gas natural cuando se podría 
arreglar todo el problema eliminando el canon 
que paga UTE. 

Tengo muchas dudas sobre el planteamiento 
que está realizando el señor Diputado, porque 
en nuestro caso se trata de un problema de 
escala. En Paysandú ya hay varias empresas 
conectadas al gas -PAYCUEROS, PAYLANA, 
AZUCITRUS y AZUCARLITO- y la distribuidora 
Conecta, provee el gas a domicilio; en total, se 
están consumiendo 200.000 metros cúbicos por 
día, mientras que en la Argentina el consumo 
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diario de gas es de 80:000.000 de metros 
cúbicos. Entonces, ¿qué puede significar, por 
ejemplo, AZUCARLITO en el mercado argenti- 
no? 

Por otra parte, no olvidemos el engorroso 
trámite que cada una de estas empresas debería 
hacer para poder proveerse de gas en Argen- 
tina, hecho que, además, le va a incrementar 
el precio porque la autorización ante el 
Ministerio argentino no la puede tramitar uno de 
nuestros importadores, sino que debe hacerlo el 
productor de gas de ese país y, para ello, 
tendría que estar interesado en el negocio, que 
debería ser de un volumen económico tal que 
justificara toda esa gestión, que puede llevar un 
año. 

Sé que para muchos el término "monopolio" 
es una mala palabra, pero creo que en este caso 
se estaría comparando, por ejemplo, la capaci- 
dad de compra que tiene el supermercado Géant 
con la que puedo tener yo para negociar con 
un proveedor el precio del agua Salus. Sin duda, 
en nuestro caso tenemos un problema de 
escala. 

Sería importantísimo -¡ojalá lo lográramos!- 
alcanzar un nivel de competitividad tal en la 
producción eléctrica que posibilitara exportar 
energía eléctrica hacia Brasil y no solamente 
llevarle gas a través del gasoducto. Pero 
quisiera saber si el problema de UTE para poder 
ser competitiva realmente es el canon. Si fuera 
así, bastaría con eliminarlo, pues ha sido 
establecido por decreto; no es necesario que lo 
hagamos a través de esta disposición que está 
liberalizando todo el mercado de importancia del 
gas natural. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
continuar el señor Diputado Gustavo Silveira. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señora 
Presidenta: entiendo que para resolver un 
problema de escala no es aconsejable generar 
un canon monopólico. No sería bueno que yo 
dijera que les voy a resolver el problema de 
escala y, como soy bueno y lo puedo arreglar, 
no los dejo negociar, compro sólo yo y les 
impongo un canon monopólico, además de todo 
lo que les puedo cobrar por la intermediación 
de la venta del gas. Esto se hizo durante mucho 
tiempo, pero ahora estamos en nuevas etapas 
y apuntamos a que los problemas de escala se 
resuelvan en el mercado por los mecanismos 
normales y no por los de antaño, que no son 
buenos y que encarecen el producto. Cuando 
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hay problemas de escala, se solucionan por la 
libre asociación de los interesados, generando 
un "pool" de compradores a efectos de adquirir 
el producto. Se podrá hacer partícipe a ANCAP 
o, inclusive, podrán proponerle -porque tiene 
más experiencia- que les compre el gas, pero 
que no se lo van a pagar a US$ 2, sino a equis 
cantidad que a ellos les sirva, y no a partir de 
normas establecidas por un monopolio. Este es 
el sentido que queremos dar a esta disposición. 

Asumimos que existe un problema de escala, 
pero también que la realidad, del desenvolvi- 
miento natural del mercado permite que este tipo 
de inconveniente se solucione. Estamos seguros 
de que así será. 

Por estos motivos, votaremos este artículo, 
conscientes de que estamos terminando con un 
canon monopólico que no hace bien al normal 
y cristalino funcionamiento del mercado del gas 
natural en nuestro país. ] 


SEÑOR CARDOZO FERREIRA.— 
palabra. 


Pido la 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CARDOZO FERREIRA.— Señora 
Presidenta: nuestra bancada votará afirmativa- 
mente el artículo 63, relativo a la importación 
de gas natural al por mayor, por entender que 
es beneficioso para el país por el simple hecho 
de que va a abaratar los costos de la producción 
y de la industria, tal como lo han manifestado 
algunos empresarios; inclusive, se ha demostra- 
do la necesidad de que llegue el gas natural 
para que las industrias puedan subsistir. Así 
está ocurriendo ya en Paysandú y seguramente 
sucederá en otros lugares del país. 

Nos hubiera gustado que las modificaciones 
propuestas por el señor Ministro de Industria, 
Energía y Minería, doctor Sergio Abreu, hubie- 
ran sido aceptadas en su totalidad, pero no fue 
posible. De todas formas, como expresaba el 
señor Ministro, es bueno destacar que el Poder 
Ejecutivo podría haber derogado los dos decre- 
tos que regulan la compra de gas en el país, 
pero brindó al Parlamento la oportunidad de 
discutir un asunto tan importante como éste. 

Probablemente, éste haya sido el tema más 
debatido, el que más tiempo insumió y el que 
más discrepancias generó a nivel de la Comisión 
y de los propios invitados que recibió. Esto sirve 
para realizar algunas reflexiones. 

En ocasión de su visita, el señor Ministro de 
Industria, Energía y Minería nos presentó un 
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mensaje diferente al que se nos había enviado 
en el proyecto de ley; el Presidente del 
Directorio de ANCAP defendió ardorosamente su 
punto de vista; el Directorio de UTE también lo 
hizo, a! igual que los trabajadores de ANCAP; 
inclusive, el señor Ministro de Economía y 
Finanzas y el señor Director de Planeamiento y 
Presupuesto tenían sus puntos de vista 
discrepantes. 

Esto da una idea de lo engorroso que es el 
tema y de hasta dónde pueden llegar las 
consideraciones de los diferentes actores. Pero 
hay algo que nos gustaría dejar puntualizado: 
es peligroso que desde el propio ámbito del 
gobierno se tengan diferentes conceptos sobre 
un artículo que hace a un tema tan importante 
para el país. 

En definitiva, aunque ANCAP o UTE se 
sientan perjudicadas o esta última empresa vaya 
a ganar un poco más que la primera, lo que se 
está olvidando es que son empresas del Estado 
y que lo que importa es el país. Si el país 
entendió que ANCAP tenía que invertir y lo 
"utilizó" -entre comillas- para traer el gas hasta 
los límites del Uruguay y para introducirlo, creo 
que está bien que lo haya hecho y que no 
corresponde que ANCAP se "queje" -también 
entre comillas-, porque esto pone de manifiesto 
que a través de los Entes del Estado tenemos 
posibilidades de hacer inversiones que son 
beneficiosas no necesariamente para esas 
empresas, sino para el país y para la población; 
si el Ente puede hacer determinada inversión, 
quiere decir que los uruguayos le aportamos y 
le dimos ganancia. 

Entonces, hay que tener una visión que esté 
un poco por encima de los intereses de las 
distintas chacras que pueden existir dentro de 
cada sector de la Administración Pública, y a 
eso quiere apuntar el Partido Nacional. 

En estos momentos en que ANCAP se siente 
perjudicada -y eso es cierto-, también es bueno 
recordar que muchas veces, cuando se le pidió 
un estímulo, una compensación o una rebaja en 
el combustible para el sector productivo, no fue 
posible conseguirlo. Entonces, dentro del Ente 
se manejan dos criterios cuando se quiere 
apostar a la producción y a la industria, y en 
definitiva ayudar a la población, porque con 
estas medidas, siempre tratamos de ayudar a la 
población. 

En consecuencia, si logramos que continúe la 
obra del gasoducto y que este anillo conductor 
de gas llegue a Brasil, y si se moderniza la 
mentalidad de los orientales al pensar que 


72 CAMARA DE REPRESENTANTES 


estamos en un mercado y en un MERCOSUR 
-en el que si no nos actualizamos y no nos 
damos cuenta de cómo es el negocio de ida y 
vuelta, nos quedaremos siempre atrás-, estas 
medidas van a ser beneficiosas. Si en algún 
momento tenemos temores de que puedan ser 
negativas, podremos recurrir al mismo mecanis- 
mo que estamos utilizando hoy, para dar un 
paso al costado, revertir la situación, reconocer 
nuestros errores, recomenzar y poner las cosas 
en su lugar, 

Por lo tanto, creo que está bien escuchar las 
opiniones de todos los colegas sobre este tema, 
porque es importante, pero también hacemos 
bien en apoyar lo que está planteado porque va 
a servir a todos los orientales. 


SEÑOR PINTADO.— Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor miembro informante en 
minoría. 


SEÑOR PINTADO.— Señora Presidenta: 
quisiera utilizar el mismo tono reflexivo que los 
señores Diputados Sendic y Ronald Pais, porque 
me parece que esto no se puede medir en 
términos de temblores o firmezas; no se trata 
de eso. La propia discusión que tuvimos aquí, 
y fundamentalmente en la Comisión donde, 
como recién señaló el señor Diputado Cardozo 
Ferreira, hubo opiniones distintas y contrapues- 
tas -inclusive, del propio Directorio de ANCAP, 
a través de un proyecto que nosotros viabilizamos 
para que la Comisión lo discutiera, cuya 
redacción traslucía cierto malhumor con lo que 
se estaba debatiendo y en el que se proponía 
que se pasara toda la cuestión a UTE-, habla 
de que estamos analizando un tema trascenden- 
tal para el país, lo que justifica que no debería 
estar incluido en este proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración. 

Antes que nada, quiero aclarar que entre UTE 
y ANCAP, prefiero al Uruguay. No soy el 
portavoz de ninguna empresa pública en parti- 
cular, pero creo que debemos tener la certeza 
-y es un poco la tonalidad que trataban de dar 
algunos legisladores a la discusión- de que la 
decisión que estamos tomando es la mejor para 
el país. Creo que ese es el punto del que 
tenemos que partir. 

Entiendo que ANCAP no cobra un canon 
porque se le antojó y que UTE no realiza su 
reclamo porque se le antojó; ambos Entes 
dijeron lo mismo en sentidos totalmente contra- 
dictorios: que las inversiones que se pretendía 
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realizar eran negativas desde el punto de vista 
de esas empresas -como ya se señaló aquí-, 
pero que desde el punto de vista del país eran 
beneficiosas por muchas razones, entre otras, 
para dejar de lado o para tratar de minimizar 
nuestra dependencia crónica del petróleo y no 
estar sujetos a los vaivenes de lo que otros 
decidan en otras partes del mundo, repercutien- 
do en nuestros costos de producción y en la 
competitividad de nuestros productos. 

Pero resulta que ANCAP planteó al Poder 
Ejecutivo que haría esa inversión y destinaría 
esos dineros, aunque a cambio quería determi- 
nadas condiciones. Entre esas condiciones y 
como una forma de amortizar la inversión 
multimillonaria que realizó, se encontraba el 
cobro del canon. 

Asimismo, UTE, que también hizo una 
excelente gestión en materia de negociación, 
consiguiendo mejores precios para determinada 
cantidad de días del año -en fin, lo que todo 
el mundo sabe-, también planteó al Poder 
Ejecutivo que participaría de ese negocio si se 
cumplía con la condición de que no se le cobrara 
el canon. 

A ambas empresas se les contestó que sí. 

Entonces, la primera constatación que hace- 
mos es que en este caso faltó una coordinación 
entre el Ministerio que regula el asunto y 
nuestras dos empresas, una de combustible y 
otra energética, a fin de que los tres acordaran 
una política de Estado en cuanto a la importa- 
ción del gas a Uruguay con los mejores costos 
para el país y con los mejores resultados 
económicos para las empresas, que con medi- 
das de este tipo terminamos perjudicando, y 
después, como sus cuentas dan en rojo, 
planteamos su privatización, etcétera, olvidándo- 
nos de todo este proceso. 

Quiero repetir con mucha firmeza lo que 
señaló el señor Diputado Sendic -lo dijo el 
Directorio de UTE; no lo decimos nosotros-: esto 
se hubiera podido solucionar con un decreto. 
Bastaba que se dictara un decreto en el que se 
estableciera que a UTE no se le cobraba el 
canon, y el problema se habría resuelto. Porque 
aunque el canon no se cobre a las empresas, 
alguien lo va a pagar; y yo también, al igual que 
el señor Diputado Ronald Pais, prefiero que una 
empresa que va a invertir en Uruguay para 
generar energía se instale acá y no del otro 
lado. Al respecto, no hay ninguna duda. Si como 
producto de la liberalización que hoy estamos 
introduciendo con este artículo, dejamos de 
cobrar este canon, ¿saben quién lo va a pagar? 
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Toda la sociedad; todos: los que intervienen en 
el negocio y los que no to hacen, porque ANCAP 
de alguna manera va a recuperar la inversión 
que la obligaron a hacer por el país. Esta 
empresa acordó concretarla, porque dejó de 
lado sus intereses empresariales atendiendo a 
los intereses del país, y lo mismo hizo UTE. 

Entonces, nosotros queremos meditar este 
asunto más a fondo para ver si realmente 
estamos legistlando en forma justa, ya que a 
quienes no aportaron un solo peso a la inversión 
multimillonaria que hicieron UTE y ANCAP les 
damos un beneficio del cual, en parte, no son 
merecedores. 

En cuanto a que hay que bajar los costos de 
producción, ¡por favor! estamos de acuerdo. Hoy 
escuché por la radio el análisis de algunos 
economistas que indicaban que en los últimos 
años toda América Latina había tenido creci- 
miento en su Producto Bruto Interno, menos 
Uruguay. La región, el MERCOSUR, todo ha 
crecido, menos Uruguay. 

El efecto de la devaluación de Brasil se fue 
amortizando y mejoró las pautas económicas 
generales de este país. Esta era una condición 
que manejaba cualquier economista: que la 
mejora de la situación económica de Brasil 
aumentaría las exportaciones de Uruguay hacia 
ese país. Pero ese axioma no se cumplió porque 
tenemos un problema de competitividad que 
radica, fundamentalmente, en los costos de 
producción y no tanto en los salarios, como 
algunos plantean. La matriz energética resulta 
fundamental para bajar esos costos de produc- 
ción. 

Nosotros no estamos convencidos y necesi- 
tamos tiempo para analizar una medida en ese 
sentido, porque no sabemos si con esto no 
estamos desvistiendo a un santo para vestir a 
otro, perjudicando a dos empresas a las que el 
Estado aceptó las condiciones que pusieron 
para efectuar una inversión importante para el 
país. No es bueno cambiar las reglas de juego; 
los inversionistas también miran eso. Reitero: no 
es buena cosa que se estén cambiando las 
reglas de juego. 

Por todas estas dudas y por nuestra primera 
impresión de que esto no dará un resultado 
beneficioso para el país, hubiéramos querido 
que no se obligara a UTE a pagar el canon; lo 
otro lo discutiriamos después. Lamentablemen- 
te, no sólo viene este proyecto que liberaliza a 
los “grandes consumidores” -entre comillas, 
porque la definición es relativa aunque está 
establecida en un consumo de 5.000 metros 


cúbicos diarios-, sino que se agrega un inciso 
que plantea aún más interrogantes, pues otorga 
al Poder Ejecutivo la facultad de considerar 
como grandes consumidores a aquellos que no 
consuman 5.000 metros cúbicos diarios. 


SEÑOR BAYARDI.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR PINTADO.— SI, señor Diputado. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir el señor Diputado, 


SEÑOR BAYARDI.— Señora Presidenta: voy 
a seguir en la línea de razonamiento que viene 
desarrollando el señor Diputado Pintado. 

Cuando discutimos temas de economía, me 
gusta hacerlo con transparencia. Aquí se ha 
dicho que a ANCAP se le planteó la posibilidad 
de participar de una inversión y que la empresa 
lo hizo en el entendido de que iba a recuperarla 
a través del canon. Se ha mencionado que, en 
realidad, esto se hizo pensando en el país, que 
éste es un sacrificio que hace ANCAP. Yo podría 
admitirlo, pero cuando discutimos sobre econo- 
mía es necesario hacerlo con transparencia. 

En realidad, ANCAP no va a terminar 
pagando nada; si no puede recuperar con el 
canon la inversión que hizo en el gas -salvo que 
pensemos que la Administración de ANCAP va 
a acumular pérdida, hipotecando a la empre- 
sa-, va a trasladarla a los consumidores de sus 
productos, en este caso a los consumidores de 
combustible, y terminaremos pagando todos. Lo 
que estamos haciendo es una transferencia 
hacia los consumidores privados de combusti- 
bles de lo que ANCAP va a perder, que no 
pagarán los productores de este país que 
utilicen el gas para su producción. 

Quizás ésta sea la línea y esté bien; quizás 
tengamos que decir que está bien, porque lo que 
estamos haciendo es que cada vez que el 
consumidor privado -cualquiera de nosotros- 
cargue combustible, pague el canon no reinte- 
grado a ANCAP. Pero a esto hay que darle 
transparencia; reitero que cuando discutimos 
sobre economía, me gusta que identifiquemos 
bien quién está pagando en cada caso y cuáles 
son las transferencias y los subsidios internos. 
Para mí, los subsidios no son mala palabra y, 
por suerte, han dejado de serlo también para 
todos los doctrinarios de la política antisubsidiaria 
de los noventa; ya todos los teóricos están de 
vuelta en eso. Por ello, tenemos que identificar 
cuál es la línea de los subsidios. En este caso, 
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los que estamos subsidiando a los productores 
de este país que utilicen el gas natural y no 
reintegren el canon a ANCAP, somos los que 
vamos a cubrir el déficit que la empresa tendrá 
por haber hecho esta inversión. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
continuar el miembro informante en minoría, 
señor Diputado Pintado. 


SEÑOR PINTADO.— Señora Presidenta... 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR PINTADO.— Sí, señor Diputado. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir el señor miembro informante en 
mayoría. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señora Presi- 
denta: voy a interrumpir lo menos posible porque 
vengo siguiendo con mucha atención la intere- 
sante exposición del señor Diputado Pintado, 
quien ubicó el tema en su justo término al 
señalar que si lo que no se pague por canon 
significa déficit en un negocio de ANCAP, en 
definitiva terminará pagándolo toda la sociedad. 
Tiene razón. 

No comparto en un cien por cien la última 
reflexión del señor Diputado Bayardi, y solicité 
esta interrupción para explicar por qué. El hecho 
de que toda la sociedad pague esa posible 
pérdida -si hay expansión del mercado de gas 
se puede enjugar con creces- no significa que 
vaya a haber un traslado hacia las tarifas de 
ANCAP. Eso no será necesariamente así; se 
puede dar esa posibilidad, pero como las tarifas 
las fija el Poder Ejecutivo y no ANCAP, en 
definitiva si ésta decide absorber la pérdida con 
menores transferencias de la empresa o con 
asistencias financieras de Rentas Generales, 
puede hacerlo. 

Todo termina en la misma bolsa -estamos de 
acuerdo-; termina pagando la población en 
general. Pero voy a agregar algo más: si a raíz 
de esto UTE tiene pérdidas o un productor debe 
comprar y producir más caro, eso también se 
termina trasladando a todos los ciudadanos. El 
destino final lo tenemos claro: somos todos y 
cada uno de los que estamos en el país. Quiero 
dejar constancia de que admito esto, y también 
de que cuando mencionamos nuestra anterior 
gestión en UTE lo hacemos totalmente despren- 
didos de lo que significa la consideración de 
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este tema; como el señor Diputado Pintado, 
priorizamos el interés-país. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
continuar el miembro informante en minoría 
señor Diputado Pintado. 


SEÑOR PINTADO.— Señora Presidenta: con 
mis intervenciones he querido expresar que no 
estamos en una discusión entre los buenos por 
un lado y los malos por otro; eso sería 
empequeñecer la trascendente repercusión eco- 
nómica que para el país tienen estos once 
renglones. En esta iniciativa con declaratoria de 
urgente consideración han habido proyectos con 
muchísimos artículos, pero ninguno tiene la 
misma repercusión en la economía nacional que 
estos once renglones. Por ello creo que 
deberíamos darnos tiempo para discutir este 
asunto en el marco de lo que será la matriz 
energética para Uruguay, del tipo de energía al 
que apelaremos para que el costo de la 
producción termine redundando en beneficios 
competitivos, y del marco regulador general que 
se adoptará. Habrá que considerar, además, si 
seguiremos así o si como producto de los 
cambios mundiales tendremos que apelar a una 
gran empresa de la energía. Todo esto tiene que 
estar en la mesa de discusión. Mientras tanto, 
se puede resolver por decreto que a UTE no se 
le haga pagar el canon; las empresas podrán 
seguir funcionando hasta que discutamos, en 
términos razonables y con mentalidad abierta, 
qué es lo mejor para el país. Tal como está 
redactado el texto, no tenemos la convicción 
-que con derecho sostienen otros señores 
Diputados- de que esto resultará beneficioso 
para el país. 

Por todas estas razones, vamos a votar 
negativamente este artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Si no 
se hace uso de la palabra, correspondería pasar 
a votar el artículo 63 tal como viene de la 
Comisión. Luego consideraríiamos el aditivo 
presentado por el Nuevo Espacio. 


SEÑOR BAYARDI.— ¿Me permite, señora 
Presidenta? 

La Mesa me corregirá si me equivoco, pero 
según entiendo se va a votar el artículo 63 de 


la Sección IX, "Importación de gas natural al por 
mayor". 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Exac- 
tamente, señor Diputado; se pondrá a conside- 


Jueves 14 de diciembre de 2000 


ración el texto que viene de Comisión y luego 
el aditivo que figura en la Hoja N*? 15. 


SEÑOR BAYARDI.— ¿Me permite, señora 
Presidenta? 

A fin de colaborar con la Presidencia, que me 
consta que no forma parte de la coalición de 
gobierno -para decirlo de alguna manera-, 
quisiera que la Mesa me dijera qué cantidad de 
votos interpreta que son necesarios para 
aprobar el artículo 63. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Me 
gustaría que la Secretaría se expresara al 
respecto. 

Evidentemente, tal como se ha señalado, se 
trata de un asunto de desmonopolización que 
habría que interpretar de acuerdo con el artículo 
correspondiente de la Constitución de la Repú- 
blica. 


SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BAYARDI.— Señora Presidenta: yo 
entiendo que se necesitan cincuenta votos para 
aprobar el artículo 63, en la medida en que 
caería el monopolio de ANCAP en la importación 
de gas. Obviamente, la coalición de gobierno, 
con todos sus Diputados en Sala los tendría; 
pero hago este planteo para evitar tener que 
discutirlo después. 


SEÑOR MICHELIN!.— Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor miembro informante en 
minoría. 


SEÑOR MICHELINI.— Señora Presidenta: sin 
entrar en la polémica sobre las mayorías 
necesarias, voy a plantear un tema menor. 

No vamos a votar el artículo 63, aunque 
quiero dejar la constancia de que habríamos 
acompañado el original del Poder Ejecutivo, 
siempre y cuando se hubiera aceptado el aditivo 
que figura en la Hoja N* 15. 

Nos parece que el segundo inciso del artículo 
aprobado por ta mayoría de la Comisión es 
inadmisible. Por lo tanto, anunciamos que no 
votaremos este artículo y retiramos el aditivo de 
la Hoja N? 15, 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la pala- 
bra. 
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SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor miembro informante en 
mayoría. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señora Presi- 
denta: voy a dejar sentada mi postura. Si bien 
considero que no aportaría nada que entráramos 
a considerar este tema en profundidad, soy de 
los que sostienen que ANCAP no tiene el 
monopolio para la importación de gas. La 
importación es del Estado y éste ha encomen- 
dado a un organismo los hidrocarburos; es un 
juego de leyes y decretos que sería bastante 
complejo examinar en el día de hoy. 

Creo que se trata de una discusión jurídica 
que ya se ha procesado en otras oportunidades 
y ámbitos. No obstante, mi postura es que se 
vote el artículo y, según el resultado de la 
votación, se sabrá si hay posibilidades de 
impugnación en caso de que, eventualmente, no 
se alcanzaran las mayorías que determinado 
señor Diputado entiende que se necesitan. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Si no 
se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 63. 


(Se vota) 


— Cincuenta y dos en ochenta y siete: Afirma- 
tiva. 


SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BAYARDI.— Señora Presidenta: no 
he votado este artículo y he exigido la mayoría 
que finalmente ha alcanzado la Cámara porque, 
mientras permanezca en este ámbito, me 
importa poco -muy poco- lo que digan los 
decretos frente a las leyes. La Ley N* 8.764, de 
octubre de 1931, concede al Estado el derecho 
exclusivo a tener la importación y exportación 
de carburantes líquidos, semilíquidos y gaseo- 
sos, cualquiera sea su estado o composición. 

Quiere decir que estamos instituyendo un 
beneficio de carácter monopólico a nombre del 
Estado, que se concede por cincuenta votos; 
entonces, para hacer caer dicho beneficio, 
obviamente, es necesario que se llegue a esa 
misma mayoría. La única interpretación para 
determinar cuáles son las mayorías que necesita 
este Diputado en materia de instalación oO 
derogación de monopolios, se basa en la 
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Constitución de la República y en las leyes de 
este país. Lo que hayan hecho los distintos 
Poderes Ejecutivos, por vía de decretos regla- 
mentarios, me tiene absolutamente sin cuidado. 


SEÑOR FERRER.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FERRER.— Señora Presidenta: re- 
afirmo lo expresado por el señor Diputado 
Bayardi y sostengo que el Poder Ejecutivo ha 
entendido exactamente lo mismo, a través del 
Decreto N?2 324/997. Allí se expresa: "Se 
entiende por importador el Ente estatal encar- 
gado de introducir al mercado nacional gas 
natural extranjero, de terceros o de su propie- 
dad, por cuenta propia o ajena". Aquí queda 
sumamente claro que el importador es un Ente 
estatal; en este caso, ello se está modificando. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la palabra 
para fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señora Presi- 
denta: tal como argumentamos anteriormente, lo 
que hemos sostenido ha sido en base a 
disposiciones legales. Entendemos que la vin- 
culación de ANCAP con este tema no se 
produce en virtud de la ley, sino que, como bien 
ha expresado el señor Diputado Bayardi, se 
refiere al Estado; y éste es el que, 
soberanamente, dispone algo diferente en otra 
ley. 

Con respecto a los decretos, hay una especie 
de encargo -por decirlo de alguna manera- a 
ANCAP para que, de alguna manera, ejerza el 
monopolio sobre la importación de hidrocarbu- 
ros; se ha hecho una disquisición respecto de 
si esto alcanza o no al gas. De todas maneras, 
no es del caso entrar ahora en ese asunto. 

Creo que el punto ha sido laudado. Considero 
que es obvio que no estábamos haciendo 
referencia a los decretos para impugnar una ley; 
naturalmente, entendemos que una ley puede 
cambiar otra y, en este caso, pensábamos que 
no era necesaria la mayoría que finalmente se 
obtuvo. De todas formas, esta discusión ya no 
tiene sentido. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Abdala) 
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SEÑOR BENTANCOR.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BENTANCOR.— Señor Presidente: 
no hemos acompañado este artículo y creemos 
que todo el proceso de discusión de este 
capítulo ha sido -para ser benévolo- por lo 
menos desprolijo. 

Tal como se ha planteado en Sala, distintos 
y relevantes agentes en lo que tiene que ver con 
la definición de la matriz energética han tenido 
posturas en algunos casos diferentes y, en 
otros, absolutamente antagónicas. Todo esto 
está revelando que el país se debe una 
discusión más clara, profunda y transparente 
sobre la política energética. 

Nosotros abogamos por una política de 
Estado sobre la matriz energética, y dentro de 
ella se debe determinar muy claramente cuál es 
el rol que las empresas del Estado, los Entes 
públicos, tendrán en esa materia. 

Lamentablemente, cuando a nivel del 
MERCOSUR estamos pidiendo la comple- 
mentación de nuestras economías y de las 
referentes a la energía, en Uruguay no somos 
capaces de plantear una complementación en 
este campo entre UTE y ANCAP, Queremos 
advertir que, posiblemente, podremos importar y 
comprar combustible más barato; pero quizá al 
precio de destruir las fuertes empresas estatales 
que hoy tenemos, que actúan como testigo y 
como moderadoras del mercado. Tal vez, en 
pocos años, esos mismos empresarios naciona- 
les que han estado reclamando ciertos benefi- 
cios estén prisioneros de los precios y de las 
presiones de las grandes multinacionales de la 
energía, en particular, de las industrias del 
combustible. Como es de conocimiento de todos 
los señores Diputados, desde sus inicios esta 
industria ha sido una de las más "cartelizadas" 
que han existido en el mundo. 

Desde nuestro punto de vista, la energía -el 
gas, los combustibles, el marco regulatorio-, y 
las empresas públicas son asuntos urgentes que 
se deben analizar en un marco que no es, 
precisamente, éste de la ley de urgencia. Esa 
discusión debe hacerse de una forma 
globalizadora, teniendo en cuenta la política 
energética, las políticas de Estado, los acuerdos 
entre todos los partidos políticos y la participa- 
ción de los sectores sociales y económicos 
afectados. 


Jueves 14 de diciembre de 2000 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se pasa a 
considerar la Sección X, "Violación de las 
disposiciones sanitarias", que incluye solamente 
el artículo 64. 


Léase el artículo 64. 
(Se lee:) 


"Artículo 64.— Modifícase el artículo 224 
del Código Penal, el que quedará redactado 
de la siguiente forma: 


'ARTICULO 224. (Daño por violación de 
las disposiciones sanitarias). — El que 
mediante violación a las disposiciones 
sanitarias dictadas y publicadas por la 
autoridad competente para impedir la 
introducción o propagación en el territorio 
nacional de enfermedades epidémicas o 
contagiosas de cualquier naturaleza, 
causare daño a la salud humana o animal, 
será castigado con tres a veinticuatro 
meses de prisión. 


Será circunstancia agravante especial 
de este delito si del hecho resultare un 
grave perjuicio a la economía nacional". 


— En discusión. 
SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante en minoría. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: 
cuando abordamos en general este proyecto de 
ley de urgente consideración, sostuvimos que 
esta Sección X, que incorpora una modificación 
al artículo 224 del Código Penal, significaba un 
muy mal método de abordaje de la reforma de 
la legislación punitiva en nuestro país. Entende- 
mos que las normas penales necesitan y 
ameritan un examen detallado porque, de alguna 
forma, estamos trabajando con lo más preciado 
de un individuo, que es su libertad ambulatoria. 
En ese sentido, durante el tratamiento del 
proyecto de ley con declaratoria de urgente 
consideración N? 1, ya habíamos planteado una 
dura crítica a la incorporación de varias normas 
penales. 

En nuestra alocución durante la discusión 
general de este proyecto decíamos que si había 
que comparar las dos normas, ésta era mejor 
porque había una sola disposición de carácter 
penal en el texto propuesto por el Poder 
Ejecutivo, que sólo varía en un aspecto en 
relación con la que la mayoría de la coalición 
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de gobierno va a aprobar en la tarde de hoy, 
y es que en el segundo inciso se considera un 
agravante especial. 

Ahora bien: a nivel de la Comisión no 
planteamos un debate en tanto entendíamos que 
partíamos de una posición claramente opuesta 
a la incorporación y sanción de normas penales 
en este tipo de leyes. Hemos releído el texto 
y la verdad es que la modificación del artículo 
224 del Código Penal no nos queda para nada 
clara. La pena es la misma; es decir, de tres 
a veinticuatro meses de prisión. Lo que modifica 
este artículo es la tipicidad del delito. El artículo 
224 original se refiere a "invasión" de una 
enfermedad epidémica o contagiosa; aquí se 
habla de "introducción o propagación". Además, 
en el artículo original se hace mención a 
aquellas personas que violasen las disposicio- 
nes sanitarias "publicadas", mientras que en 
este proyecto habla de disposiciones sanitarias 
"dictadas y publicadas". 

Lo que nos parece que no tiene punto de 
comparación es que claramente se iguala el 
daño humano al daño animal. Sinceramente, me 
gustaría que alguien explicitara, por lo menos, 
los alcances de esta norma penal. 

No quiero entrar en un debate, que sería 
estéril, ya que no me van a convencer porque 
a priori he decidido no acompañar esta 
disposición -reitero- por la metodología utilizada 
para la reforma de la legislación punitiva, a 
diferencia de lo que he hecho con respecto a 
otras normas de este proyecto que he votado 
afirmativamente. 

Sí me gustaría que atguien explicitara los 
alcances de la modificación de este artículo 224 
del Código Penal que se propone. La verdad es 
que si nada se dice sobre la modificación en 
cuanto al alcance de este delito, si en el Senado 
esto va a tener un trámite más urgente y si hay 
un acuerdo en el sentido de que no haya 
demasiada discusión, ya no sólo será grave el 
hecho de que se introduzca esta modificación 
en cuanto al alcance del delito, sino que el Juez 
no tendrá mucha orientación al momento de 
aplicarlo. 

Tampoco se ha explicado cómo combina esta 
nueva formulación del delito con el artículo 364 
del Código Penal, relativo a las faltas contra la 
salubridad pública. Lo cierto es que tampoco veo 
cómo todo esto combina con lo que dispone la 
Ley N?* 12.938, de 9 de noviembre de 1961, 
sobre el deber de denunciar un foco aftósico. 

Sin pretender dar clases a nadie y sin ánimo 
de polemizar, simplemente me gustaría que se 
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dejara especificado cuáles son los alcances que 
la coalición de gobierno da a este artículo 224 
propuesto. 

Reitero que no me van a convencer de 
acompañarlo y, por lo tanto, sobre este tema ya 
no haré uso de la palabra. 


SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BAYARDI.— Señor Presidente: hay 
una discusión de fondo relativa a las modifica- 
ciones del Código Penal en proyectos de ley de 
urgente consideración. Me consta que la ban- 
cada del Nuevo Espacio ha sido consecuente en 
este tema, así como muchos compañeros de mi 
bancada que no quieren legislar en materia 
penal por la vía de la urgencia. 

Reservo mi posición en algunas circunstan- 
cias particulares; en algunas que he acompaña- 
do -por lo cual he sido criticado por algún colega 
legislador amigo desde hace muchos años- y en 
otras porque, de repente, hay una modificación 
al Código Penal de una situación injusta que 
permitiría la excarcelación de alguien, y no sé 
si en ese momento no la voto. Esto dicho ante 
la generalidad de la intervención de mi amigo, 
el señor Diputado Michelini. 

Ahora bien, lo peor que hay es modificar el 
Código Penal al grito de la tribuna o del 
Presidente -con el respeto que me merece, así 
como sus legisladores-, y voy a explicar por qué. 
A nadie cabe duda de que esta norma está 
motivada por el problema de la aftosa. Es claro 
para todos; quienes la estamos leyendo pensa- 
mos que estuvo motivada por la situación 
dramática y difícil que se dio para el país. 
Vamos a entendernos: es un golpe al conjunto 
de este país. 

Se salió a legislar y la verdad es que no sé 
qué pretendía quien agarró la lapicera para 
hacerlo. El artículo 224 del Código Penal vigente 
dice: "(Violación de las disposiciones sanita- 
rias).- El que violare las disposiciones publica- 
das por la autoridad competente para impedir la 
invasión de una enfermedad epidémica oO 
contagiosa, será castigado con tres a veinticua- 
tro meses de prisión". Y ya está. El Juez se 
arreglará, el Juez interpretará y el Juez verá. 

Se ve que ahora le pidieron a algún erudito: 
"Modificá esto". Y el tipo, que tenía una lapicera 
o una computadora a mano, empezó a modifi- 
carlo. 
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SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— ¿Me 
permite una interrupción? 


SEÑOR BAYARDI.— Espero que no haya 
sido el señor Diputado, porque como dije que 
había aparecido algún erudito y levantó la 
mano... 

Termino el concepto y luego le concedo la 
interrupción, así se pronuncia al respecto. 

La norma redactada por este inteligente 
ciudadano -digámoslo así- a quien se delegó tan 
importante tarea, dice así: "Artículo 224. (Daño 
por violación de las disposiciones sanitarias).- El 
que mediante violación a las disposiciones 
sanitarias dictadas y publicadas por la autoridad 
competente" -venimos más o menos con el 
barco como estábamos; lo hacemos un poquito 
divertido porque si no, nos aburrimos- "para 
impedir" -acá viene el que se le dio por escribir 
un poquito de más- "la introducción a propaga- 
ción en el territorio nacional de enfermedades 
epidémicas o contagiosas de cualquier natura- 
leza" -ahí dijo: "Sigo un poquito más"- "causare 
daño a la salud humana o animal, será castigado 
con tres a veinticuatro meses de prisión". Y 
después dijo: "Ya que estamos, le metemos un 
agravante". Y continúa: "Será circunstancia 
agravante especial de este delito si del hecho 
resultare un grave perjuicio a la economía 
nacional". 

Muy bien, lo hicimos para la aftosa; reacción 
ante la introducción de esta enfermedad, que 
luego veremos cómo entró. Desde el punto de 
vista epidemiológico, puedo tener muchas teo- 
rías para desarrollar. Entró en un predio y le 
salimos a pegar al hacendado que tuvo la 
desgracia de que le cayera a él. Vamos a 
entendernos: en la frontera le podía haber caído 
a muchos, porque no era sólo este pequeño 
propietario el que compraba ración del otro lado 
de la frontera. Ración de hueso molido en la 
frontera compraban al barrer; pero le cayó a él. 

Quisimos hacerlo sólo para la aftosa. Le 
decía a los señores Diputados de Colonia y al 
señor Diputado Abisab, quien estuvo en el 
Ministerio de Salud Pública y en algún momento 
tuvo que lidiar con el asunto -creo que el 
apellido del señor es el que voy a decir ahora; 
teníamos dudas con el señor Diputado Abisab 
si era éste el apellido-, que cuando levantemos 
la mano para votar esta disposición, acabaremos 
por mandar en cana a Borgogno. ¿Alguien 
recuerda quién es Borgogno? Creo que era ése 
el apellido del señor. 

Borgogno es un señor que, por sus convic- 
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ciones -no comparto las consecuencias a que lo 
llevan sus convicciones-, no deja vacunar a sus 
hijos contra el sarampión. Y el Ministerio, en el 
que estuvieron los señores Diputados Abisab y 
Amen Vaghetti, manejó esto de la mejor manera 
posible. La doctora Gloria Ruocco se expidió y 
dijo: "Hay obligatoriedad de vacunar". Y yo 
suscribo: hay obligatoriedad de vacunar. Pero 
Borgogno está libre. 

Entonces, queriendo hacer una norma como 
ésta, con un objetivo distinto al de meter preso 
a Borgogno -creo que fue así-, en realidad, 
estamos dando la posibilidad... 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— ¿Me 
permite una interrupción? 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— ¿Me per- 
mite una interrupción? 


SEÑOR BAYARDI.— Concedo, por su orden, 
las interrupciones que me solicitan el señor 
Diputado Gustavo Silveira y el señor Diputado 
Fernández Chaves, insigne jurista de su banca- 
da, para poder divertirnos un rato con este tema 
y hacerlo menos tedioso. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
interrumpir el señor Diputado Gustavo Silveira. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señor 
Presidente: en primer lugar, quiero decir que el 
que tiene los derechos reservados sobre el 
término “divertido" es el Presidente de la 
República; aténgase a las consecuencias. 


(Hilaridad) 


— En segundo término, quiero decir con todo 
respeto y aprecio al señor Diputado Bayardi que 
este texto por el cual se propone modificar la 
legislación penal fue objeto de análisis y estudio 
por parte de la Presidencia de la República, y 
no fue quien habla el insigne ciudadano al que 
le correspondió su redacción. Sin embargo, una 
vez que la recibimos comenzamos a analizarla 
y hoy estamos convencidos de que es buena y 
la vamos a defender. 

El ciudadano que sí fue consultado y que dio 
su visto bueno fue el doctor Gonzalo Fernández, 
integrante de su fuerza política. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
interrumpir el señor Diputado Fernández Cha- 
ves. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señor Pre- 
sidente: agradezco al señor Diputado Bayardi 
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que nos permite dialogar sobre estos temas tan 
interesantes. 

Primero, la tipificación que se crea en esta 
norma es mucho más leve, más suave, que la 
existente actualmente en el Código Penal. La 
vigente dice lo siguiente: "El que violare las 
disposiciones publicadas por la autoridad com- 
petente para impedir la invasión de una 
enfermedad epidémica o contagiosa, será cas- 
tigado (...)". Allf, con la mera violación de las 
normas, ya es castigado. 

En cambio, para que se produzca la sanción 
en el proyecto de ley que estamos estudiando 
hoy, se necesita no sólo la violación de las 
disposiciones sanitarias, sino que, además, se 
tiene que causar un daño a la salud humana o 
animal. Quiere decir que ahora se necesitan más 
requisitos a los efectos de establecer las 
sanciones correspondientes. Es una figura 
delictiva que ahora necesita que se produzca 
daño, y antes no se necesitaba. 

El ejemplo que puso el señor Diputado 
Bayardi de ese ciudadano del departamento de 
Colonia que no quiere vacunar a sus hijos, es 
sancionable por el artículo 224 del Código Penal 
vigente; no por este proyecto de ley, aunque 
eventualmente podrá serlo. Hoy es sancionable 
por el Código Penal. Mientras tanto, en el 
proyecto de ley se necesita que la actitud de 
la persona repercuta causando daño a la salud 
humana o animal y será un agravante específico 
el hecho de que, a su vez, tenga connotaciones 
de un grave perjuicio a la economía nacional. 

De manera que, a mi criterio -que es opuesto 
a las opiniones de los señores Diputados 
Michelini y Bayardi-, esto no supone ninguna 
inflación desde el punto de vista penal, sino que, 
por el contrario, supone que esta figura delictiva 
cambia, pero lo hace en favor precisamente del 
sujeto pasivo del eventual delito. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Bayardi. 


SEÑOR PEREZ MORAD.— ¿Me permite una 
interrupción? 


Puede 


SEÑOR BAYARDI.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR PEREZ MORAD.— Señor Presidente: 
quiero hacer una aclaración porque se mencionó 
al señor Borgogno, del departamento de Colo- 
nia, sobre quien realicé mi primera exposición 
en la media hora previa en esta Cámara. 


Puede 
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Independientemente de la afinidad que se 
pueda tener con respecto a la concepción 
naturista, según las disposiciones de Salud 
Pública -no recuerdo exactamente cuál es el 
artículo de la reglamentación que obliga a la 
vacunación-, se establece que cuando existen 
certificados médicos -de profesionales debida- 
mente habilitados, como sucede en el caso del 
señor Borgogno- que dejan constancia por 
escrito de que está contraindicada la vacunación 
-para sus hijos- por los motivos que allí 
establece el médico, el Ministerio de Salud 
Pública debe canjear sus certificados por el 
carné de vacunación, como si los niños 
estuvieran vacunados. Y esas condicionantes se 
cumplieron con el señor Borgogno. Ese es un 
tema que va más allá de la concepción. Además, 
el señor Borgogno presentó las firmas de una 
cantidad de ciudadanos uruguayos que tenían el 
carné de vacunación firmado, pero que son 
testigos de que nunca fueron debidamente 
vacunados. 

De manera que si el planteamiento en el 
fondo radica en la credibilidad en cuanto a si 
lo que dicen los certificados médicos en el caso 
del señor Borgogno corresponde a la realidad, 
lo que hace el Ministerio de Salud Pública es 
poner en tela de juicio el diagnóstico que 
hicieron los médicos, no la concepción de esta 
persona. 

Quería hacer esta aclaración porque, de 
pronto, cae sobre el señor Borgogno toda la 
responsabilidad y en realidad es un litigio que 
deben dirimir los médicos certificantes y el 
Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Bayardíi. 


Puede 


SEÑOR BAYARDI.— Señor Presidente: creo 
que lo correcto era la norma original, y voy a 
explicar por qué, y también cuál es la diferencia 
que hay entre impedir la invasión y extender el 
carácter de la propagación, que son dos cosas 
distintas. 

Muy probablemente, para el caso de la salud 
humana, el virus del sarampión no lo introdujo 
el señor Borgogno ni ninguno de sus hijos. Sin 
embargo, según como funciona el sistema, 
cuantos más niños haya vacunados menor es la 
posibilidad de que un niño no vacunado se 
encuentre con alguien que tenga sarampión y 
empiece a propagar la enfermedad. La cantidad 
de niños vacunados es importante a los efectos 
de combatir con eficacia la enfermedad. 
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En el caso de la aftosa, volvemos a que lo 
que se pretendía era adoptar una conducta firme 
contra las enfermedades de naturaleza epidémi- 
ca o contagiosa que causaran un daño a la 
economía porque, en realidad, cuando en 
octubre nos enteramos de que había un brote 
de aftosa en Artigas todos quedamos afectados. 
Entonces, creo que está bien sancionar la 
violación de las medidas sanitarias, como forma 
de impedir su ingreso. 

Ahora bien: una vez que la aftosa entró al 
Uruguay -tal como  ocurrió-, aunque haya 
estipuladas una cantidad de medidas sanitarias 
y siendo que la aftosa es trasmitida por los 
animales de pezuña cortada -aclaro que soy más 
montevideano que el Cerro, y me precio de 
ello-, podremos combatirla en los chanchos, los 
corderos y las vacas, pero este país tiene otra 
epidemía, una plaga nacional, que también tiene 
pezuña cortada y no se detiene ante las ba- 
rreras sanitarias ni ante el uniforme, y el 
uniforme presente en esa barrera no está para 
detenerlo. Todos sabemos de que estamos 
hablando, ¿no? Y se puede comer también... El 
jabalí, que pasa de un departamento a otro, es 
capaz de trasmitir la misma enfermedad y ¡ojalá 
que no terminen contaminando a ninguno!, 
porque no los vamos a detener con ninguna 
barrera sanitaria. 

Entonces, creo que estaba bien la pelea 
anterior, que era la de impedir la invasión de 
una enfermedad epidémica, porque una vez que 
lo hace, mal puedo meter veinticuatro meses 
preso al productor rural cuando el daño 
económico que vamos a sufrir será de una brutal 
magnitud. 

Voy a contestar la referencia que hacía el 
señor Diputado Gustavo Silveira contando algo, 
creo que por segunda vez. 

El día que entré a esta Cámara tenía treinta 
y cuatro años. La Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración 
de este Cuerpo -y en general todas las 
Comisiones de Constitución- siempre se ha 
preciado de ser de primera línea, y yo no tengo 
por qué ponerla en cuestión, y mucho menos a 
sus miembros. Resulta que vino al plenario un 
proyecto de ley -la señora Diputada Saravia 
Olmos se debe acordar porque ya éramos 
colegas en aquel momento, aunque no recuerdo 
si ella integraba también la mencionada Comi- 
sión- que combatía el abigeato. Yo tenía un 
secretario, que trabajaba conmigo en comisión 
y que se desempeñaba como actuario en el 
Poder Judicial, y me dijo: “Mirá, Pepe, este 
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proyecto de combatir el abigeato es terrible, 
porque tiene una pena agravante por el hecho 
de ser funcionario público". Entonces, me dirigí 
a los colegas de mi bancada -imagínese: treinta 
y cuatro años, venía de la medicina...- y les dije: 
"Saben que me dijo Fulanito de Tal que en este 
proyecto el agravante por ser funcionario público 
es un delirio, porque cualquiera que trabaje en 
el Correo y robe un capón para darle a sus hijos, 
cae en el agravante". La respuesta tue: "Quedá- 
te tranquilo, Pepe, que esto lo vio Fulano, 
Mengano, Zutano y Perengano". Se me vino la 
biblioteca encima; la academia me aplastaba. 
Fui a hablar con un colega del Nuevo Espacio 
y le plantée lo mismo. Me dijo: "Chiquito, lo tuyo 
es sentarte ahí". Pensé: "Adiós". 

Entonces, vine a este recinto; recuerdo que 
estaba presidiendo el fallecido Héctor Martín 
Sturla. Cuando pedí la palabra, se acomodó, me 
miró y se dijo: “¿Con esto a dónde vamos?". 
Hice la observación en un tono no muy 
académico para lo que vendría a ser la Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración, y se armó un lío interesante; 
pasamos a intermedio y me fui a reunir con la 
Comisión en la zona cerca del hemiciclo. No 
había quien no me pegara. A ver si me explico: 
todos me pegaron. Hasta que llegó el señor 
Diputado Mallo, se juntó con nosotros en la 
reunión y dijo: "He estado pensando lo que dijo 
el Diputado Bayardi, y la verdad es que tiene 
razón. Nosotros no quisimos que el hecho de 
ser funcionario público constituyera un agravan- 
te, sino que quisimos decir que fuera un 
funcionario público con responsabilidad en el 
combate del delito”. 

¡Nueve panqueques hubo! Se dieron vuelta 
todos en el aire, y entendieron que, en realidad, 
yo tenía razón. 

Esto quiere decir que me puede invocar al 
doctor Gonzalo Fernández o a quien quiera, 
porque a partir de ese momento, durante dos 
años me dediqué a estudiar por lo menos los 
Códigos del derecho para poder enfrentar aquí 
los diferentes temas. Entonces, me importa poco 
si lo dijo Gonzalo Fernández, Justino Jiménez 
de Aréchaga, Sayagués Laso o quien sea: si 
creo que tengo razón me van a escuchar decirlo, 
y no me va a amedrentar ni a abatatar quien 
haya sostenido otra cosa. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Pido la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 
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SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señor Pre- 
sidente: sabida es la profunda vocación por el 
derecho que tiene el señor Diputado Bayardi, 
más allá de su profesión de médico. Consecuen- 
temente, todos nos damos cuenta de que, sin 
duda, su figura como jurista se debe haber 
impuesto en esa oportunidad a abogados de la 
talla del doctor Mallo, del doctor Díaz Maynard, 
del doctor Díaz, en fin... 


(Hilaridad) 


— De manera que no ponemos en duda su 
interpretación jurídica. 

Pero he visto con sorpresa que el señor 
Diputado Bayardi se ha referido a esa anécdota 
tan jugosa, que ya nos ha contado varias veces 
en la Cámara. 


(Hilaridad) 


— ...y no se ha referido a las observaciones que 
le formulé, es decir, que este delito, previsto por 
el artículo 224 del Código Penal, pasó de ser 
un delito de peligro a uno de daño, y eso 
constituye una diferencia sustancial. En el 
ejemplo al que tantas veces hizo mención, a 
este ciudadano de Colonia -aunque puede 
pertenecer a cualquier otro lugar- actualmente, 
de acuerdo con este artículo 224, se les estaría 
tipificando el delito sin más trámite -si se 
quisiera-, mientras que con el texto incluido en 
este proyecto de ley de urgente consideración 
no sería así. 

Ese argumento, a pesar de sus conocimientos 
jurídicos -que todos reconocemos-, el señor 
Diputado Bayardi no me lo ha podido contestar. 
En consecuencia, sinceramente, quedo en la 
posición anterior. Me pasa como al señor 
Diputado Michelini, que decía que no le van a 
cambiar la posición. A mí tampoco me la van 
a cambiar en tanto no me den argumentos de 
peso; sobre todo, tengo muy en cuenta las 
posiciones del doctor Gonzalo Fernández, que 
además de ser un amigo personal, es un jurista 
de mucho peso. 

Confieso que luego de estos seis años de 
experiencia también tengo mucha confianza en 
la opinión del señor Diputado Bayardi, pero 
como no me ha dado argumentos jurídicos, 
sinceramente, en esta oportunidad no me ha 
podido convencer. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Pido la 
palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 
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SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señor 
Presidente: quiero aclarar que nada más alejado 
de mi ánimo que intentar amedrentar a un 
Diputado, a quien estoy seguro que no podría 
amedrentar de ninguna manera y en ningún 
ámbito. 

Simplemente, intentaba responder a una 
inquietud que él tenía. Cuando él estaba 
planteando esa inquietud y formulaba la pregun- 
ta a ver quién había sido el iluminado, me 
pareció prudente señalarle -levantando humilde- 
mente mi mano e interrumpiéndolo en su 
brillante alocución-, que entre todas las perso- 
nas a las que se consultó había gente con 
conocimientos técnicos muy vastos e importan- 
tes en la materia, algunos de ellos, como el que 
le mencioné, integrantes de su fuerza política, 
para que tuviera la certeza y la tranquilidad de 
que no estamos legislando para la tribuna, ni 
estamos cobrando al grito. Por el contrario, 
estamos transformando una figura de peligro 
-con todo lo que ello tiene de criticable en el 
derecho penal liberal- en una figura de daño y, 
por lo tanto, castigando únicamente cuando se 
produce el daño. Y no vamos a la figura de 
peligro, por lo cual la persona es sancionada por 
el simple riesgo de que pueda pasar algo, figura 
típica de derechos penales autoritarios. 

Entonces, en primer lugar, estamos produ- 
ciendo un avance en lo que es la liberalización 
de los conceptos penales de nuestro Código en 
esta materia. En segundo término, no queremos 
que quede colgado en alguna parte que esta 
norma es pluriofensiva, porque no sólo hiere a 
la salud pública sino también a la economía 
nacional. Cuando se tienen normas pluriofen- 
sivas, como, por ejemplo, la que configura el 
delito de rapiña -por el que se viola no sólo la 
libertad, sino también el patrimonio de un 
individuo-, en algún lado deben ubicarse, pero 
uno debe atenerse al relato o descripción típica 
del delito para poder aplicarlas. 

Por otro lado, comparto la preocupación 
sobre los jabalíes; también soy de Cerro Largo 
e invito al señor Diputado Bayardi a recorrer 
nuestro departamento y de paso visitar al ex 
Senador Mallo para discutir de qué forma 
enfrentar ese asunto, empezando por comer un 
asado y distender las aguas de esta discusión. 


SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 
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SEÑOR BAYARDI!.— Señor Presidente: si me 
llama para comer un asado, hágalo cuando 
quiera, señor Diputado. 

Por otra parte, creí que había contestado el 
señor Diputado Fernández Chaves y no me 
enteré de que no le hubiera respondido. 

Dije que obviamente había una categorización 
del delito que en su carácter de delito de peligro 
no era aplicable al señor Hugo Borgogno, 
porque mientras él se mantuviera en territorio 
nacional, no tener a sus hijos vacunados no 
determinaba el peligro de la invasión de una 
epidemia. En realidad, es altamente probable 
que los hijos -supongo que el señor Borgogno 
tiene la patria potestad y decide quién los 
vacuna o no- sean un factor de propagación al 
no estar vacunados por disposición de su padre. 
Esto fue lo que quise decir. 

La norma anterior no afectaba al señor 
Borgogno, pero al transformarse en este proyec- 
to la figura en un delito de hecho y no de 
peligro, sí lo afectaría. 

De todos modos, lo más importante para el 
objetivo es impedir que se introduzcan al país 
agentes capaces de trasmitir epidemias. Es 
decir, lo más grave del delito lo protagoniza 
quien compra, por ejemplo, ración del otro lado 
de la frontera, violando una disposición sanita- 
ria. En realidad, cualquier persona tiene libertad 
de comercio, pero en virtud de esta disposición 
sanitaria no le está permitida esta libertad y, si 
violara la norma, a mi entender, merecería ser 
sancionado. 

Se trata de un problema de matices y crel 
que lo había explicado con claridad. 

En cuanto a que sea la segunda vez que el 
señor Diputado Fernández Chaves escucha mi 
anécdota -en esta Legislatura fue la primera; 
para el señor Diputado Gustavo Silveira es la 
primera vez, salvo que hubiera leído la versión 
taquigráfica correspondiente-, no fue mi inten- 
ción molestarlo, por lo que le pido disculpas. 


SEÑOR GIL SOLARES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).—- Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR GIL SOLARES.— Señor Presidente: 
se me ocurre pensar que menudo problema se 
planteará cuando determinremos que no sólo 
habrá introducción y propagación, sino también 
generación de problemas de salud, porque 
estamos manejando todo un complejo de 
agrotóxicos que rompen una enorme cantidad de 
ciclos micro y macrobiológicos capaces de 
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producir problemas sanitarios muy serios € 
importantes, que todavía no estamos en condi- 
ciones científicas de entender. ¡Menudo proble- 
ma todavía, si agregamos el manejo genético 
actual, con toda la potencialidad científica que 
ello implica y la carga de incógnitas sobre lo que 
hoy se denomina alimentos transgénicos. 

Por lo tanto, tarde o temprano tendremos que 
analizar, estudiar y considerar estos temas. Dejo 
estos asuntos planteados en el "punto penal", 
no del Código, sino de lo que sucederá en 
nuestro país si no acotamos, si no meditamos 
y si no ponemos el conocimiento científico en 
su orden correcto y natural para que estos 
factores no lleguen a deteriorar mucho más la 
salud humana, animal y vegetal, lo que es 
mucho más importante que la propia fiebre 
aftosa. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Pido la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Señor Pre- 
sidente: hay algo que no encontramos lógico en 
el razonamiento de la coalición, que ha 
presentado este artículo. 

Veamos los hechos. Ocurrió un hecho grave 
desde el punto de vista del funcionamiento de 
nuestra economía, como la aparición de un brote 
de aftosa en un establecimiento de Artigas; el 
señor Presidente de la República hizo declara- 
ciones muy fuertes y en esa ocasión se señaló 
que lamentablemente el orden jurídico no 
permitía avanzar sobre el presunto infractor. 
Pero ahora se nos dice que la norma que se 
está corrigiendo tiene como objetivo ser más 
benévolo desde el punto de vista penal. 
Entonces, ¿cuál es la racionalidad del plantea- 
miento? Por un lado, se señala una ausencia o 
un vacío legal tan grave que amerita que se 
incorpore una modificación a este proyecto con 
declaratoria de urgente consideración, pero 
cuando ésta es cuestionada se argumenta que 
se está dando una solución más benévola. 

Si fuera cierto el razonamiento de quienes 
defienden esta norma, resultaría que los indivi- 
duos que eventualmente hayan incurrido en un 
delito previsto en el orden legal vigente, podrán 
ser exonerados por la disposición que se 
apruebe. Como no nos cierra este razonamiento, 
trataremos de interpretar lo que realmente está 
detrás de esta modificación. 

Por un lado, existe algo que ya se ha 
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mencionado en Sala. Debe aceptarse que la 
norma actual habla de violación de una 
disposición sanitaria y la propuesta -como bien 
decía el señor Diputado Fernández Chaves- 
supone un delito de daño por violación de 
disposición sanitaria. Es decir, en el primer caso 
basta la violación, pero en el segundo se 
requiere la ocurrencia del daño para configurar 
un delito. Sin embargo, ésa no es la única 
diferencia entre la norma vigente y la propuesta. 

La segunda diferencia -acá encontramos cuál 
es realmente el alcance- consiste en que 
mientras la norma actual sólo castiga la invasión 
de una enfermedad epidémica o contagiosa, la 
proyectada, además de la invasión o introduc- 
ción, castiga la propagación. 

Entonces, no basta, para ser castigado, con 
que se haya introducido, sino que aunque sea 
un tercero quien lo haya hecho, si la persona 
la propaga pasa a incurrir en un delito, simpre 
y cuando cause daño. Ahí está la diferencia que 
acabamos de indicar. De esa forma estamos 
ampliando la tipificación delictiva, no sólo a 
quien trae una enfermedad al país, sino también 
a quien la propaga. Esta es una ampliación muy 
vasta. . 

En segundo término, se habla de enfermeda- 
des epidémicas o contagiosas de cualquier 
naturaleza, aclaración que en todo caso lo que 
hace es ampliar un poco más la figura. 

Finalmente -y aquí creo que viene la 
cuestión-, tenemos esta referencia tan rara a la 
salud humana o animal, que en la hipótesis 
anterior -esto es, en el artículo actualmente 
vigente- no aparece. Por tanto, debo entender 
que detrás de esto lo que hay es una práctica 
que tiene que ver con que las violaciones a 
disposiciones sanitarias estaban estrictamente 
referidas a la salud humana. Aquí estamos 
incorporando -y por eso decimos que la norma 
proyectada es más abarcativa- a todos aquellos 
que generen daño a la salud animal. Yo digo: 
¿y por qué no vegetal?, porque también puede 
ser grave una enfermedad epidémica o conta- 
giosa a nivel de la agricultura. Hace un momento 
comentábamos con el señor Diputado Michelini 
que solamente es un agravante si causa daño 
a la economía nacional, pero no lo es si produce 
muertes o daños irreparables a una población 
entera. 

Esto es lo que pasa cuando se legisla a las 
corridas y al grito. Sí, señor. No es la primera 
vez que ocurre algo y, en base a ese caso, se 
tipifica un delito. En la primera ley de urgente 
consideración también ocurrió, cuando los que 
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votaron la norma terminaron castigando de una 
manera absolutamente exacerbada a primarios 
de delitos de hurto. Aquí estamos por cometer 
el mismo error. Ocurre un hecho e inventamos 
un delito o, lo que es peor, modificamos el 
existente. Que no se nos diga que es con el 
criterio de avanzar en la benevolencia del 
tratamiento, porque eso es muy poco creíble 
dados los antecedentes. 

Sin haber leído la exposición de motivos, 
estoy seguro de que lo que dice debe estar muy 
lejos de hacernos pensar que la norma penal 
que se pretende aprobar es más benévola que 
la existente. 


SEÑOR FALCO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FALCO.— Señor Presidente: en aras 
de que el tema pudiera ser tratado con más 
rapidez, no pensaba hacer uso de la palabra, 
pero creo que hay dos o tres aspectos que es 
necesario dejar en claro. 

En primer lugar, lo que dice el señor Diputado 
Bayardi -no sé si se encuentra en Sala- es 
absolutamente equivocado. Sé que en derecho 
hay dos bibliotecas. Cuando el señor Diputado 
Fernández Chaves dice que la situación del 
señor Borgogno -no sé si es el nombre correcto- 
es más benigna, es porque, en mi opinión y con 
el mayor de los respetos, hay que saber leer 
un artículo que está en idioma español. Aquí se 
hace referencia a quien "causare daño". Ya se 
explicó la diferencia entre delito de daño y delito 
de peligro, por lo que no voy a hablar de ese 
tema. Hoy, este señor Borgogno puede ser 
perseguido. Si esta norma se aprueba, no podrá 
serlo. Sin embargo, éste es un punto menor, 
porque peor es lo que acabo de escuchar ahora, 
ya que se plantea la diterencia entre invasión 
-que era lo que existía en la norma- e 
introducción y propagación. 

Digo al estimado señor Diputado: la introduc- 
ción y la propagación no refieren al sujeto activo 
que las realiza, sino a la norma que ya existe 
y prohíbe o limita la introducción. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR FALCO.— No, permítame. El asunto 
es así. Dejemos de lado la terminología legal, 
porque de lo contrario no nos vamos a entender. 
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Hoy, con esta norma, lo que se quiere es 
castigar a aquel que causare daño. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR FALCO.— Enseguida se la concedo, 
pero déjeme explicar, porque tal vez éste sea 
un diálogo de sordos. 

La lectura correcta del artículo es que se 
quiere castigar al que causare daño. Creo que 
al texto le falta una coma después de 
"competente"; sin embargo, esto es menor. Lo 
importante es que antes la ley hacía referencia 
al "que violare", y ahora establece "el que 
mediante violación a las disposiciones sanitarias 
dictadas y publicadas por la autoridad compe- 
tente para impedir la introducción o propagación 
(...)". Lo que impide la propagación -y quiero ser 
claro- es la norma, no el sujeto activo, como 
dice el señor Diputado, porque ahora el sujeto 
activo introduce y propaga. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— ¿Me permite 
una interrupción, señor Diputado? 


SEÑOR FALCO.— Ya se la concedo. No se 
ponga nervioso; déjeme terminar. 

El sujeto no hace nada de eso. Hay que leer 
el artículo. Lo que hace el sujeto es causar 
daño. La norma sanitaria ya prevé lo relativo a 
la introducción y a la propagación. Esa norma 
ya existe, o debiera existir. No lo sé. 

En tercer lugar, el término "invasión" ya de 
por sí era confuso, porque, ¿qué determina una 
invasión? Esta norma, de hecho, no se aplicaba, 
porque reitero que este ciudadano del que todos 
hablan -no quiero decir el nombre porque me 
puedo equivocar- hoy está en infracción, y no 
lo estará con la nueva norma. A eso se refería 
el señor Diputado Fernández Chaves cuando 
hablaba de benignidad. 

Por último -para no ser más extenso-, creo 
que hay que desmitificar el tema de legislar 
sobre casuística. A lo largo de la historia, y en 
cualquier sociedad, siempre se legisló sobre 
casuística. Antiguamente, no existían los delitos 
tecnológicos, por utilizar una expresión que 
todos entendemos. Eso es legislar sobre 
casuística. No sé por qué, cada vez que se 
plantea un tema de éstos, el argumento es que 
se legisla sobre casuística. Pues bien, en la 
mayoría de los casos se legisla sobre casuística. 
Casuística significa, simplemente, los casos que 
existen en la realidad, y sobre eso se legisla. 
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¿Cómo se iba a legislar sobre drogas cuando 
no existían? A partir del momento en que 
empezaron a existir, se pudo legislar. 

Le concedo ahora la interrupción al señor 
Diputado Pablo Mieres. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


Puede 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Señor Pre- 
sidente: son varios los puntos que me gustaría 
aclarar al señor Diputado Falco. 

En primer término, no estamos hablando de 
casuística, sino de un caso, que es distinto. En 
las normas, y en particular en las penales, 
debemos ser muy cautos. Los que entienden de 
derecho penal saben mejor que yo y que el 
señor Diputado Falco que hay que dejar 
transcurrir ciertas realidades para que se 
puedan sancionar normas penales. No se puede 
construir un tipo delictivo sobre un solo caso, 
porque se puede cometer cualquier clase de 
desmán y de eventual exageración. 

Es claro que las normas se construyen sobre 
realidades, pero estamos hablando de algo muy 
distinto, que es el hecho de que baste la 
ocurrencia de un caso para que rápidamente, 
por vía del proyecto de ley de urgente 
consideración, se legisle sobre un tipo delictivo 
nuevo. La diferencia es bien clara. 

En segundo lugar, el caso de la familia 
Borgogno -así se llama- no está alcanzado por 
fa norma actual, que solamente refiere a 
"impedir la invasión", es decir, a cuando se 
violan disposiciones sanitarias tendientes a 
impedir la invasión. En este caso concreto, no 
estamos en presencia de una invasión; en todo 
caso, estaríamos hablando de contagio, pero no 
de invasión. Invasión supone ingreso al territo- 
rio. 

En tercer término, está claro que la propa- 
gación es una situación más amplia que la mera 
introducción, porque obviamente a lo que se 
refiere es a violar las normas. Pero ¿quiénes 
violan las normas? ¿Acaso el señor Diputado 
Falco piensa que las normas son las que 
impiden que ocurran determinadas cosas? Son 
las conductas las que lo impiden, y no las 
normas. Las normas perciben qué se realiza 
frente a determinadas conductas. Si eso no es 
claro, si no es una obviedad, si hoy es lo mismo 
hablar de violar disposiciones sanitarias para 
impedir la invasión que hablar de violar 
disposiciones sanitarias para impedir la introduc- 
ción o propagación, es porque se está leyendo 
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muy mal la letra de la norma. Hay dos supuestos 
bien distintos: introducción y propagación. Es 
decir que no solamente es castigado quien viola 
una norma tendiente a impedir la invasión, sino 
que, en este caso, también lo es quien genera 
daño mediante violación de una norma tendiente 
a impedir la introducción y la propagación. Si 
estas dos conductas no son bien distintas, el 
señor Diputado Falco está leyendo mal las leyes 
y en particular este artículo. Pero como siempre 
hemos tenido desencuentros con el señor 
Diputado Falco en cuanto a la interpretación 
legislativa, seguramente no será ésta la última 
vez que eso ocurra. 


SEÑOR AGUILAR.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AGUILAR.— Señor Presidente: sim- 
plemente quiero responder -no lo pudimos hacer 
por vía de la interrupción- a una interrogante 
que formuló el señor Diputado Bayardi, que creo 
que no fue considerada en las respuestas que 
expusieron nuestros compañeros de bancada. El 
señor Diputado Bayardi, discrepando con el 
texto, preguntó si se configurará una circunstan- 
cia agravante especial de este delito en el caso 
de que del hecho resultare un grave perjuicio 
a la economía nacional, marcándolo como si se 
tratara de un hecho nuevo. 

Debo decir que la terminología utilizada por 
el proyectista -"grave perjuicio"-, ya está 
recogida en el artículo 256 del Código Penal, 
en el capítulo sobre delitos contra la economía 
y la hacienda pública, en el que también se 
penaliza el daño grave. De manera que esto 
tampoco es novedoso, 

Simplemente, adhiero a los compañeros de 
bancada y me pareció oportuno responder sobre 
este tema que no fue contestado al señor 
Diputado Bayardi, 


SEÑOR PEREZ MORAD.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PEREZ MORAD.— Señor Presidente: 
aquí hay una combinación entre la legislación, 
la parte médica y otro elemento que, inclusive, 
supera a la parte exclusivamente médica. 

El artículo 64 propone que el artículo 224 del 
Código Penal impida "la introducción o propa- 
gación en el territorio nacional de enfermedades 
epidémicas o contagiosas de cualquier natura- 
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leza (...)". Y las enfermedades epidémicas no 
necesariamente tienen que ser enfermedades 
infecciosas. 

Adhiero a lo expresado por el señor Diputado 
Gil Solares -precisamente, iba a plantear ese 
tema-, porque también se debe tener en cuenta 
la aplicación de nuevas tecnologías como la del 
sistema mal llamado transgénico. En ese 
sentido, en la revista de medicina humana 
"Lancet" -muy seria- de este año, un científico 
planteó una experiencia que llevó a cabo con 
ratas; a algunas de ellas, las alimentó con papas 
provenientes de cultivos con metodología 
transgénica y a otras con papas naturales. 
Observó -reitero que se trata de una revista muy 
seria, que exige mucho a los científicos para 
publicar sus artículos- que las ratas alimentadas 
con papas provenientes de metodología 
transgénica sufrían graves enfermedades por 
deficiencia inmunitaria. Es sabido que la rata es 
uno de los primeros patrones de comparación 
animal con los que se hacen las investigaciones, 
por ejemplo para la utilización de medicamentos, 
de modo de tener la certeza de que después 
el riesgo para el ser humano será mínimo y el 
beneficio máximo. 

Este es un dato de la realidad. Me pregunto 
si esto no debería estar incluido en el artículo 
224, porque si bien los científicos en el mundo 
continúan con la investigación, ya hay trabajos 
que están demostrando que existe una gigan- 
tesca duda con respecto al consumo masivo por 
parte de la población de alimentos para cuya 
elaboración se utiliza en todo o en parte 
metodología transgénica. 

Por otro lado, cuando se expresa: "causare 
daño a la salud humana o animal", solamente 
se hace referencia al daño, pero no se aclara 
de qué índole. Si se tratara de daño psicológico, 
habría que hacer una objetivación y demostrar 
que eso es así. Quiere decir que la redacción 
es tan genérica que debería explicitarse un poco 
más. 

Quiero dejar claro el caso del señor Borgogno, 
que -pobre- ha sido utilizado como ejemplo. 
Claramente, ese señor fue convencido por un 
médico -con su título debidamente acreditado 
por la Facultad de Medicina de la Universidad 
de la República- de que sus hijos no debían ser 
vacunados porque la reacción que había tenido 
el hijo mayor fue producto de la vacunación y 
que se podría repetir ese cuadro en los otros 
hijos si se vacunaban, con grave riesgo de 
muerte. El señor Borgogno, quien no tiene 
conocimientos de medicina, teniendo fe en la 
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palabra del médico, se aferró firmemente a esa 
concepción y defendió fieramente que sus hijos 
no fueran vacunados porque tenía miedo de 
que, inclusive, ello les produjera la muerte. Se 
extendieron los certificados de vacunación. 
Según la normativa del Ministerio de Salud 
Pública, cuando un médico certifica debidamente 
que esos chicos no se pueden vacunar, ese 
certificado se canjea por el carné de vacunación, 
como si estuvieran vacunados. Esos certificados 
están en manos del señor Borgogno, quien se 
presentó al Ministerio de Salud Pública. En 
realidad, habría que sacar al señor Borgogno del 
medio de la polémica y quienes deberían 
polemizar son el Ministerio de Salud Pública y 
los médicos certificadores. El Ministerio de 
Salud Pública, entendiendo que el diagnóstico 
efectuado por los médicos certificadores es 
equivocado, puede pedirles que demuestren que 
les asiste razón. La polémica debe reducirse a 
ese campo para que el nombre del señor 
Borgogno sea respetado, por cuanto defiende la 
salud de sus hijos. 

Dejo en claro que con lo expuesto no quise 
decir que las normativas dictadas por el 
Ministerio de Salud Pública para impedir la 
propagación de enfermedades infecciosas no 
deban ser acatadas; por supuesto que sí. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar la Sección 
X, "Violación de las disposiciones sanitarias”, 
que comprende el artículo 64. 


(Se vota) 


— Cuarenta y siete en ochenta y tres: Afirma- 
tiva. 


SEÑOR FALERO.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.— Señor Presidente: lamen- 
to profundamente que este artículo haya resul- 
tado aprobado, porque junto con el señor 
Presidente y otros legisladores fuimos a Artigas 
y sobrevolamos en helicóptero la zona en donde 
se había producido el foco, donde vivía el 
productor rural. Se trata de un hombre que vivió 
trágicamente lo que le ocurrió, de un pequeño 
productor rural que vio cómo le sacrificaban sus 
animales y que se sintió profundamente afectado 
por ta situación y en su relacionamiento con la 
sociedad en la que vive, en la que produce. 
Además de todo lo que le pasó, hoy el 
Parlamento le dice que es un delincuente. 
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SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: 
quisiéramos fundamentar nuestro voto negativo 
en forma muy sintética, y en función de alguna 
de las razones que podríamos esgrimir. 

Las conductas humanas tipificadas como 
delitos no están desparramadas a granel en el 
Código Penal, sino agrupadas en distintos 
títulos. Cada título es el bien jurídico que la 
disposición tutela. Entonces, tenemos un grupo 
de delitos contra la propiedad: el hurto, la 
apropiación indebida, la estafa, y lo mismo 
sucede con todos los títulos. Dicho sea de paso, 
el bien jurídico que se tutela es una clave 
infalible para dilucidar las dudas interpretativas 
que el texto legal plantea. El artículo 224 del 
Código Penal, que se modifica por la disposición 
que se acaba de votar, está incluido en el Título 
VII, relativo a los delitos contra la salud pública, 
es decir, la salud de los seres humanos, de los 
hombres, de las mujeres, de los niños, y no de 
las vacas, de los cangrejos, de las jirafas ni de 
los rinocerontes. La salud de estos últimos nada 
tiene que ver con la salud pública desde el punto 
de vista penal, por lo menos hasta donde nos 
consta. La versión aprobada introduce el daño 
a la salud animal como una de las hipótesis del 
delito, lo cual sería incongruente con el bien 
jurídico tutelado en esta parte del Código Penal. 

La segunda razón por la cual no hemos 
acompañado esta disposición, entre otras razo- 
nes, es la siguiente. Fíjense cuál es la situación 
que tenemos ahora. Aprobada esta disposición, 
tenemos dos normas: el artículo 224, con la 
redacción que le hemos dado ahora, y el artículo 
364, que en su numeral 2? establece que la talta 
-es un delito menor- incrimina al que infringiese 
las disposiciones sanitarias relativas a la 
declaración y combate de las epizootias. Quiere 
decir que por el solo hecho de infringir la 
disposición sanitaria sobre el combate a las 
epizootias se incurre en esta falta penal, que si 
bien se sanciona con una pena en unidades 
reajustables, también responsabiliza al infractor 
por el daño económico que haya ocasionado, de 
acuerdo con el artículo 105 del Código Penal. 
Según esa disposición que sigue vigente, quien 
infringue las normas sanitarias relativas a la 
declaración y combate de las epizootias incurre 
en una falta penal. Sin embargo, si se infringe 
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una disposición sanitaria para impedir la intro- 
ducción o propagación de enfermedades epidé- 
micas o contagiosas, no se incrimina por el solo 
hecho de violarla, sino que se requiere el daño 
a la salud humana. Parecería que se trata de 
una posición muy peculiar, una inversión en la 
jerarquía de los bienes jurídicos que la ley penal 
tutela. 

De todos modos, como comprenderán, no 
hemos querido participar en el debate de la 
disposición, por disciplina partidaria. Hemos 
propuesto una fórmula sustitutiva que englobe 
las dos disposiciones, pero nos han informado 
que no tenía los apoyos políticos necesarios, 
razón por la cual -quizá sea prurito de leguleyo- 
no hemos podido acompañar esa disposición. 
Presento mis disculpas a los compañeros de la 
bancada, pero no he podido a conciencia 
acompañar esa disposición. 


SEÑOR FALERO.— ¡Apoyado! 


SEÑOR MICHELINI.— Solicito que se recti- 
fique la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
rectificar la votación. 


(Se vota) 
— Cuarenta y ocho en noventa: Afirmativa. 


SEÑOR DIAZ.— ¡Qué se rectifique nueva- 
mente! 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
rectificar nuevamente la votación. 


(Se vota) 


— Cincuenta y uno en noventa y tres: Afirma- 
tiva. 


SEÑOR SILVEIRA (don Julio).— 
palabra para fundar el voto. 


Pido la 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SILVEIRA (don Julio).— Señor Pre- 
sidente: voy a utilizar la vía del fundamento de 
voto para hacer una puntualización. 

Aparte de compartir la opinión del señor 
Diputado Falco, porque me parece que por ahí 
pasa la cuestión, quiero dejar claramente 
especificado que desconozco los motivos que 
tuvo el Poder Ejecutivo para enviar estos 
artículos, más allá de lo que puedo presumir, 
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pero no puedo adjudicarle intenciones. Dadas 
algunas manifestaciones que aquí se hicieron, 
quiero aclarar que el hecho de que haya votado 
afirmativamente este artículo, de ninguna mane- 
ra supone que esté emitiendo un juicio de valor 
sobre alguna persona, mucho menos sobre el 
ciudadano a quien algunos adjudican la pater- 
nidad de este desgraciado suceso. Conozco a 
ese ciudadano, aunque no tengo relación 
personal con él. No quiero dejar pasar por alto 
que aquí se ha deslizado la posibilidad de que 
estemos emitiendo un juicio de valor sobre la 
conducta de ese ciudadano o su condición 
moral, en virtud de la posición que tomamos 
respecto a este asunto. Quiero dejar claramente 
establecido que no he votado este artículo bajo 
ninguna de esas condicionantes. 


SEÑOR VENER CARBONI!.— Pido la palabra 
para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR VENER CARBONI.— Señor Presi- 
dente: el señor Diputado que fundó el voto en 
primer lugar me convenció de que nunca había 
quedado mejor integrado el derecho que en esta 
ocasión. 

El artículo aprobado deroga al anterior, que 
establece sanciones para quienes infringen las 
normas que prohíben facilitar el ingreso de 
epizootias. También está prevista una falta en 
el Código Penal; quiere decir que se repiten las 
sanciones a través de la falta y del delito. Ahora 
quedarían integrados: la falta reprime la infrac- 
ción primaria y el delito reprime la infracción 
cuando hay un daño real. Evidentemente, ésta 
ha sido una muy buena solución y reitero que 
el señor Diputado que fundó el voto en primer 
lugar me convenció. 


SEÑOR FERRER.— Pido 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FERRER.— Señor Presidente: quiero 
fundar el voto muy brevemente, señalando que 
la situación planteada está prevista en el 
Capítulo relativo a faltas del Código Penal, y 
que esta falta que se establece es particular, ya 
que refiere expresamente a las epizootias. Por 
este motivo, se genera una ¡incertidumbre 
respecto a cuál de estos dos artículos aplicará 
un Juez frente a una situación como la cons- 
tatada -la introducción de la aftosa al país-, que 
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generó que esta propuesta estuviera sobre la 
mesa. Existe una norma particular en el Código 
Penal, que, por tanto, deberá primar sobre otra 
de carácter general, referida a la salud humana 
o animal, porque apunta expresamente a las 
epizootias, caso en el que está comprendida la 
aftosa. 

Se reclama llevar esta falta a la categoría de 
delito a los etectos de tener posibilidad de 
actuar, etcétera. Sin embargo, hemos constata- 
do que tampoco se ha aplicado la falta, es decir, 
no se han tomado acciones en el sentido de 
aplicar la sanción correspondiente, en el caso 
de que aquélla hubiera existido. 

Compartimos parte de las argumentaciones 
de algunos señores Diputados, pero no lo que 
se expresa en el informe en mayoría que, ante 
la duda, también es una fuente de interpretación 
de la norma. En el segundo párrafo dice: "En 
todo este proceso existe una conducta humana 
que pudo haber sumergido al Uruguay en un 
proceso de incalculables consecuencias", refi- 
riéndose a la introducción del foco aftósico en 
el país. 

Es muy claro que la aprobación de esta 
norma está exclusivamente vinculada a la 
situación del productor de Artigas, mal que pese 
a algunos que la han votado afirmativamente. 


SEÑOR VENER CARBONI.— Solicito que se 
rectifique nuevamente la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
rectificar por última vez la votación. 


(Se vota) 


— Cuarenta y siete en ochenta y dos: Afirma- 
tiva. 


Se pasa a considerar la Sección Xl, "Zonas 
Francas”, que incluye únicamente el artículo 65. 


Léase el artículo 65. 
(Se lee:) 


"Artículo 65.— Sustitúyese el artículo 22 de 
la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 
1987, que quedará redactado de la siguiente 
forma: 


'ARTICULO 22%.— Las zonas francas son 
áreas del territorio nacional de propiedad 
pública o privada, cercadas y aisladas 
eficientemente, las que serán determina- 
das por el Poder Ejecutivo previo aseso- 
ramiento de la Comisión Honoraria Aseso- 
ra de Zonas Francas, con el fin de que se 
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desarrollen en ellas con las exenciones 
tributarias y demás beneficios que se 
detallan en la presente ley, toda clase de 
actividades industriales, comerciales o de 
servicios y entre ellas: 


A) Comercialización de bienes, excepto los 
referidos, en el artículo 46 de la 
presente ley, depósito, almacenamien- 
to, acondicionamiento, selección, clasi- 
ficación, fraccionamiento, armado, desar- 
mado, manipulación o mezcla de mer- 
cancías o materias primas de proceden- 
cía extranjera o nacional. En todo caso 
que se produzca el ingreso de los 
bienes al territorio político nacional, 
será de estricta aplicación a lo dispues- 
to en el artículo 35 de la presente ley. 


B) Instalación y funcionamiento de estable- 
cimientos fabriles. 


C) Prestación de todo tipo de servicios, no 
restringidos por la normativa nacional, 
tanto dentro de la zona franca como 
desde ella a terceros países. 


Asimismo, los usuarios de las zonas 
francas podrán brindar los siguientes 
servicios telefónicos o informáticos 
desde zonas francas hacia el territorio 
nacional no franco, respetando los mo- 
nopolios, exclusividades estatales y/o 
concesiones públicas: 


1) Centro de llamadas (Call Center). 
2) Casillas de correo electrónico. 
3) Educación a distancia. 


4) Emisión de certificados de firma 
electrónica. 


Los servicios que anteceden recibi- 
rán el mismo tratamiento tributario que 
los servicios prestados desde el exterior 
ya sea en lo que refiere al prestador, 
así como a la deducibilidad del mismo 
por el prestatario. 


D) Otras que a juicio del Poder Ejecutivo 
resultaren beneficiosas para la econo- 
mía nacional o para la integración 
económica y social de los Estados. En 
caso de que por este medio se habilite 
la prestación de servicios desde zona 
franca hacia el territorio nacional; se 
deberá establecer su gravabilidad por el 
régimen tributario vigente o en su 
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defecto deberá establecerse su no 
deducibilidad a los efectos de la 
determinación del Impuesto a las Retri- 
buciones de la Industria y el Comercio 
(IRIC). 


El Poder Ejecutivo adoptará las 
medidas necesarias, a efectos de que 
estas actividades no perjudiquen la 
capacidad competitiva o exportadora de 
las empresas ya instaladas en zona no 
franca. 


La Administración Nacional de Tele- 
comunicaciones (ANTEL) no podrá fijar 
tarifas diferenciales para los servicios 
de telecomunicaciones fundadas en la 
distancia entre Montevideo y el lugar en 
que se encuentre emplazada la Zona 
Franca, siendo de recibo diferencias 
basadas en otros motivos, como ser, 
volumen o tráfico". 


— En discusión. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante en mayo- 
ría. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: no vamos a reiterar los fundamentos que 
hemos dado en oportunidad de rendir el informe 
en mayoría. No vamos a insistir sobre esos 
conceptos; simplemente, quisiéramos hacer al- 
gunas acotaciones. 

En primer lugar, hay correcciones de reteren- 
cia que parecen menores, pero que, en algún 
caso, tienen importancia. Estas últimas son que 
en el literal A) la referencia al artículo 46 de 
la Ley N* 15.921 está equivocada y debe ser 
al artículo 47, que justamente establece los 
bienes que están comprendidos en esta excep- 
ción. 

En el mismo literal, la referencia al artículo 
35 debe ser al artículo 36 de la ley. 

Por otra parte, el párrafo final del literal C) 
expresa: "Los servicios que anteceden recibirán 
el mismo tratamiento tributario que los servicios 
prestados desde el exterior ya sea en lo que 
refiere al prestador, así como a la deducibilidad 
del mismo por el prestatario". Creo que quedaría 
mejor utilizar la expresión "en lo que se refiere". 

Por último, ya está en la Mesa una propuesta 
de modificación al literal D) para dejar abierta 
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la posibilidad de que el Poder Ejecutivo 
considere alguna otra actividad que, en deter- 
minadas condiciones, pueda realizarse desde la 
zona franca a la zona no franca. 

Tengo la convicción personal -no comprometo 
ninguna otra opinión- de que tal vez, a pesar 
de los grandes esfuerzos que hemos hecho, no 
hayamos llegado a una fórmula definitivamente 
satisfactoria para todos en la redacción de este 
artículo. Ha quedado claro cuáles son los 
objetivos: que las zonas francas puedan conver- 
tirse en un polo de desarrollo tecnológico y de 
servicios mucho más de lo que son actualmente, 
impedir que exista una competencia desleal con 
las actividades que se realizan desde el 
territorio no franco y, por otra parte, que no se 
lesione la capacidad recaudadora del Estado. 

Honestamente, creo que en este tema, en el 
cual se avanza, estamos dando una señal 
importante para que determinados proyectos que 
se han anunciado, con la intención de que 
existan inversiones significativas -por ejemplo, 
en el tema de la radicación de "call centers" que, 
sin lugar a dudas, se ha manifestado como una 
posibilidad cierta de generación de empleo 
importante en varios países; en el informe, 
citábamos el ejemplo de  irlanda-, puedan 
efectivizarse. 

No obstante ello -ya lo dijimos al princi- 
pio-, creemos que todo esto está poniendo 
arriba de la mesa un tema grande, que es el 
de las zonas francas y su ley madre, que quizás 
debamos revisar en el futuro y analizar su 
función de lo que puede ser el Uruguay como 
centro de distribución para la región. En base 
a eso, esta disposición no descarta ese análisis 
ulterior y más profundo que seguramente 
realizaremos. 


SEÑOR LACALLE POU.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR LACALLE POU.— Señor Presidente: 
vamos a realizar algunas puntualizaciones 
acerca del texto de este artículo. Se desprenden 
directamente del texto, pero queremos dejar 
expresa constancia. 

En el literal A) se está permitiendo a las 
zonas francas hacer "trading" -comercio interna- 
cional- sin que la mercadería llegue a ingresar 
a territorio franco. Por ejemplo, una zona franca 
puede vender a un consumidor en Paraguay un 
producto comprado en Brasil pero que nunca 
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entra a la zona franca, sino que allí únicamente 
se factura. 

En cuanto a todo el capítulo de zonas 
francas, era voluntad del Partido Nacional -y así 
se manifestó en Comisión- presentar un susti- 
tutivo, acerca del cual, luego de conversaciones 
con el Partido Colorado, no pudimos llegar a un 
acuerdo. Quizás -o sin quizás- era un artículo 
más arriesgado, característica que se da en 
estos temas de la nueva economía. Finalmente, 
llegamos a un acuerdo para presentar este 
texto, que esperamos sirva -como expresaba el 
señor Diputado Ronald Pais- para atrontar esta 
nueva economía. 


SEÑOR DOMINGUEZ.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DOMINGUEZ.— Señor Presidente: 
sin reiterar conceptos que ya vertimos aquí, 
queremos puntualizar las razones por las cuales 
el Encuentro Progresista-Frente Amplio no va a 
acompañar esta sección. 

Me permito hacer una breve reflexión. 
Debemos recordar que sin duda la gestión 
estatal de diferentes empresas públicas que se 
llevó adelante en este país al inicio del proceso 
de nacionalización por don José Batlle y 
Ordóñez, generó importantes beneficios. Pero es 
claro que posteriormente esas iniciativas fueron 
usadas para fomentar el clientelismo político, 
para pagar a perdedores electorales, etcétera. 
Entonces, la gestión pública comenzó a 
desmerecerse y en este momento la ofensiva, 
la avalancha privatizadora y neoliberal que se 
está viendo a escala mundial, provoca que todas 
las empresas en manos del Estado estén en 
entredicho. 

Es así que se plantea una ofensiva 
privatizadora netamente clara que no escapa a 
nuestro país. En nuestra opinión, la gestión 
estatal no es buena o mala por el hecho de ser 
estatal, y lo mismo sucede con la gestión 
privada. En esto puede haber gran desacuerdo. 
Hay que saber qué gestión presenta las mejores 
condiciones para beneficio del país. Ni la 
gestión estatal mal planificada ni la gestión 
privada sin contro! y con el único incentivo de 
la máxima ganancia, nos ofrecen garantías. 

Es cierto que entre los cometidos debe estar 
la planificación -en este caso podríamos lograr- 
to- de la gestión privada en términos de marco 
operativo, pero ¿qué podemos hacer para 
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contribuir a que el funcionamiento de la 
economía esté al servicio de todo nuestro 
pueblo? 


Quienes han tenido el control del Estado 
hasta ahora no han perseguido el objetivo del 
interés común, pues en los hechos ha quedado 
demostrado que se ha actuado al servicio 
hegemónico de los intereses -me atrevo a 
decirlo- de los más privilegiados. 

Somos partidarios de que estos temas estén 
estrechamente ligados a la evaluación técnica 
de los alcances en cada materia en que se 
aplica; al necesario análisis económico y social 
para comprender cabaimente cómo inciden en la 
sociedad. Por lo tanto, la discusión y la 
profundización política para adoptar estas deci- 
siones es condición sine qua non. No hay dudas 
de que esto no se ha podido lograr porque este 
tema está incluido en este proyecto de ley. 

No es menos cierto que ese avance tecno- 
lógico en el campo de las comunicaciones -como 
ya lo dijimos- opera por sí solo. No existe una 
clara regulación de todo esto por estar en ese 
marco de situación. Es más: cuando hay algo 
reglamentado, se propende a su desregulación 
como forma de "mejorarlo" -dicho esto entre 
comillas-, pero no queda claro para qué o para 
quién se "mejora", también entre comillas. 

A través de estas iniciativas de derecho se 
propone desregular o no regular aspectos 
estratégicos y -reitero lo que expresábamos en 
el día de ayer- de soberanía. 

También nos preocupa que de hecho se 
persiguen esos mismos objetivos. Quisiéramos 
saber, por ejemplo, de dónde salió el concepto 
de telefonía básica. Los celulares no son 
telefonía básica. Pregunto a todos los señores 
Diputados aquí presentes qué papel cumple en 
nuestro trabajo la telefonía celular. ¿No es 
básica para nosotros? Y no sólo para nosotros, 
sino también para un montón de trabajadores del 
país. 

Entonces, el concepto de telefonía básica ha 
quedado acotado, achicado, a lo que pasa por 
las pistas de cables. Entiendo que la telefonía 
básica es todo un concepto que tenemos que 
discutir, pero no en esta situación, en esta forma 
de trabajo que hemos concebido. 

Seguimos sin garantías para todo el asunto 
del centro de llamadas. Hemos dicho, y 
volvemos a reiterar, que de acuerdo con la 
redacción actual del artículo no queda claro que 
no se pueda librar tráfico telefónico desde 
Uruguay hacia terceros países. 

El literal C) del artículo 22 de la ley que se 
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pretende modificar -que figura en el artículo 65 
de este proyecto de ley-, establece la "presta- 
ción de todo tipo de servicios, no restringidos 
por la normativa nacional, tanto dentro de la 
zona franca como desde ella a terceros países". 

Más adelante tampoco define el concepto de 
"call centers". Nos parece que en este marco se 
dejan grandes incertidumbres. La diferencia 
fundamental que puede haber entre un centro 
de llamadas ubicado en el Uruguay y otro en 
el exterior es la siguiente. La tarifa telefónica 
para acceder a un centro de llamadas situado 
en nuestro país será nacional, eventualmente 
urbana; en cambio, para hacerlo a un centro de 
llamadas ubicado en Miami, por ejemplo, la 
tarifa será internacional. La diferencia desapa- 
rece si el acceso es a través de Internet, pero 
ése es otro tema. Esta es una diferencia muy 
grande. Si bien el acceso mediante Internet es 
posible y está bastante difundido, no tiene el 
nivel de masificación que tiene el acceso 
telefónico. 

Volvemos a precisar el tipo de peligro que 
vemos en esto. Puede ser que aquí exista una 
visión prejuiciada en la defensa de las empresas 
del Estado, aunque creo que a todos nos anima 
el mismo criterio. Se ha dicho aquí por parte de 
legisladores preopinantes que a lo que 
propendemos es a mejorar el funcionamiento de 
nuestras empresas. En este caso decimos que 
aquí está la clave de los problemas. La 
diferencia no sería técnica sino económica por 
la desigualdad de imposiciones tributarias. Esto 
también se puede mejorar. De todas formas, no 
sería una competencia leal e igualitaria si 
algunos estuvieran exentos de impuestos y otros 
no. Vamos a ver si es posible que eso no sea 
así. Eventualmente, ANTEL debería tener los 
mismos derechos para poder instalarse en zonas 
francas -esto también sería posible, pero todo 
sigue siendo dudas- con las mismas exenciones. 

Esto apunta a un problema que no se ha 
considerado aquí, pero que está vinculado con 
esta temática, y es la definición de un organismo 
regulador y sus funciones. Es evidente que se 
necesita un organismo regulador; este asunto 
está en el Senado y desconozco sí fue resuelto. 
Este sería un gran paso para poder regular el 
funcionamiento. 

Actualmente, casi la mitad de los ingresos por 
concepto de tráfico telefónico de ANTEL provie- 
ne del servicio internacional. Si bien hoy la 
comunicación de voz por Internet es posible, 
reiteramos que no es un servicio de acceso 
masivo, pues se requiere contar con un equipo 
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y software especial. En cambio, el acceso 
telefónico común a zonas francas es de acceso 
masivo y a bajo costo. 

No quisiera cansar a los señores legislado- 
res. Ya hemos hablado al respecto, manifestan- 
do que estamos de acuerdo con el almacena- 
miento de páginas a través de Internet, con las 
casillas de correo electrónico, con la educación 
a distancia -que también podría considerarse 
porque es algo muy discutido- y con la emisión 
de certificados de firma electrónica. Pero no 
estamos de acuerdo con los centros de 
llamadas. 

Dejamos constancia nuevamente -retomo lo 
que expresamos en el informe en minoría- que 
la forma en que se ha presentado el articulado 
es inconveniente. En ocasión del análisis del 
proyecto de ley presupuestal habíamos manifes- 
tado que este tipo de cosas nos iba a llevar a 
lo que hoy está planteado y que vamos a tratar 
de revertir, votando por la defensa de ANTEL. 

Por estos motivos y por la forma en que se 
ha planteado el asunto, no podemos acompañar 
esta sección. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante en mayo- 
ría. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Señor Presiden- 
te: simplemente quiero hacer una aclaración que 
tal vez sirva para el análisis de este proyecto. 

Seguí atentamente la exposición del señor 
Diputado Domínguez y me ocurre lo mismo que 
con otros temas. Estoy de acuerdo con muchas 
de sus expresiones, y por eso yo hablaba de 
la redacción. 

Tal vez no logramos ser tan claros como 
pretendemos. 

En primer lugar, los “call centers" no 
significan compañías telefónicas en la zona 
franca. Actualmente, las zonas trancas no son 
alcanzadas por los monopolios estatales. Antes 
o después de las modificaciones que se puedan 
introducir a la Carta Orgánica de ANTEL, se 
podrán hacer libremente todas las llamadas 
internacionales que se deseen. Lo que no podrá 
hacerse será prestar servicios de teletonía 
internacional, como compañías telefónicas, ha- 
cia clientes situados en territorio no franco. No 
lo pueden hacer; lo tienen prohibido. ¿Qué es 
un centro de llamadas? Es una organización que 
tiene un manejo de software y de hardware con 
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personal que da un servicio a determinadas 
compañías que, generalmente, necesitan aten- 
der a clientes en varios países; por ejemplo, a 
las compañías aéreas. 

Entonces, lo que está diciendo el señor 
Diputado Domínguez sobre los "call centers" de 
Miami, es lo que nosotros no queremos; no 
queremos que esté en Miami, sino en Uruguay, 
porque en Miami no nos da nada y acá nos da 
trabajo. Esto es lo primero que quiero señalar. 

Lo segundo que quiero expresar es que si 
mañana se quiere hacer un servicio que compita 
con ANTEL, tendrá que cumplir con estas cosas: 
respetar los monopolios, las exclusividades 
estatales y/o las concesiones públicas. Y aun 
haciendo eso va a tener, en definitiva, que 
prestarse como un servicio desde el plano 
internacional o entrar en el literal D), y en ese 
caso tendrá que pagar los impuestos. 

Por lo tanto, acá no se lesiona a ANTEL 
absolutamente en nada. A la interrogante que 
se hace el señor Diputado Domínguez en cuanto 
a si ANTEL puede operar en zona franca, le 
respondo que naturalmente es así. Por eso en 
la Comisión pregunté al señor Presidente de 
ANTEL -que realmente no me lo contestó en 
forma concreta- si estaba pensando en algún 
proyecto para implementar en la zona franca. 
Porque si yo estuviera en ANTEL -que nadie 
piense que es una alusión o una autopropuesta; 
no tengo nada que ver-, si fuera un humilde 
gerente de ANTEL, sugeriría al Directorio: 
"Señores, vamos a hacer el 'call center y a 
asociarnos con algún privado antes que lo haga 
otro, aprovechando las ventajas de esta ley". 

Entonces, con relación a estas actividades 
hay que ser muy cuidadosos y en lo que se 
refiere al software y al almacenamiento, preci- 
samente se eliminó y se corrigió con posterio- 
ridad la redacción. En esto reconocemos que tal 
vez no hayamos actuado -hablo en nombre del 
gobierno- con toda prolijidad porque se cambió 
varias veces las redacción; reconozco que es 
así. Pero es un tema tan dinámico, tan complejo 
y tan nuevo que todos nosotros estamos 
reflexionando paso a paso sobre estos asuntos. 

Pero, si es que puedo tener suficiente poder 
de convicción, trasmitiría al señor Diputado 
Domínguez que se quede tranquilo, que esto no 
va en contra de ANTEL, que no le van a poder 
hacer una competencia desleal desde la zona 
franca, como tampoco a los fabricantes de 
software, que están en una zona no franca, 
porque eso es lo que precisamente hemos 
tratado de prever, introduciendo modificaciones, 
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como la que está propuesta, a la disposición de 
que se trata. 


SEÑOR SENDIC.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SENDIC.— Señor Presidente: quiero 
agregar algunos conceptos. 

Lo primero es que a pesar del buen clima de 
trabajo que hemos tenido en la Comisión, los 
Diputados de la coalición van a tener que 
reconocer que hubo dificultades para abordar 
este capítulo. Estamos hoy en el pleno de la 
Cámara discutiendo la última redacción del 
artículo relacionado con las zonas francas. Si un 
proyecto de ley de urgente consideración 
impone plazos acotados al Parlamento, debo 
decir que la redacción de este artículo dificultó 
muchísimo su abordaje porque, en primer 
término, vino una propuesta del Poder Ejecutivo; 
luego el señor Orlando Dovat -que parece que 
es quien fue consultado para la elaboración de 
la iniciativa del Poder Ejecutivo- trajo otra; 
después apareció el señor Ministro Bensión con 
una más; luego el Partido Nacional presentó otra 
propuesta; después hubo una redacción acorda- 
da entre el Partido Nacional y el Partido 
Colorado, y hoy hay una nueva propuesta. 


SEÑOR LACALLE POU.— ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR SENDIC.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


Puede 


SEÑOR LACALLE POU.— Señor Presidente: 
simplemente, deseo aclarar que no fue otra 
propuesta sino un artículo sustitutivo lo que 
presentó el Partido Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Sendic. 


Puede 


SEÑOR SENDIC.— Lo cierto es que hoy, que 
es el día en que lo estamos tratando en el 
plenario, estamos frente al texto que definitiva- 
mente demuestra un acuerdo de la coalición de 
gobierno. 

En cuanto al tema del inciso relacionado con 
la informática y los "call centers" no voy a 
abundar, porque algunos compañeros ya lo han 
hecho y otros lo van a hacer. Pero sí me quiero 
referir a los cambios que se proponen con 
relación al literal A), partiendo de la base de la 
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corrección que hizo el señor Diputado Ronald 
Pais sobre los artículos a los que refiere. Creo 
que la confusión surgió porque la Secretaría 
seguramente pensó que estaba hablando de 
este proyecto de ley y no de la ley de zonas 
francas y además porque se cambiaron los 
números del articulado. 

En el literal A) hay un cambio de concepción 
sobre el tipo de comercialización que se hace 
en la zona franca. El literal A) que estaba 
vigente hasta la fecha establecía que la 
comercialización eran bienes que entraban y 
salían de la zona franca. Sin embargo, esta 
nueva redacción demuestra evidentemente un 
cambio de concepción que, por la vía de los 
hechos, se venía dando en la zona franca. O 
sea que el centro del negocio de la zona franca 
es el negocio "off-shore", que es el movimiento 
de mercaderías entre terceros países y no 
refiere a mercaderías que entran o salen de las 
zonas francas. Es sobre ese tema que conside- 
ramos que no deberíamos avanzar en la 
legislación porque precisamente ha habido una 
serie de aspectos a nivel internacional que 
hacen que este tipo de negocio, que no es ilícito 
totalmente, pero que sí permite cometer una 
serie de ilícitos en la comercialización y mucho 
de eso está vinculado al lavado de dinero, esté 
mirado con lupa en el mundo en general. 

El Grupo de los Siete ha establecido un grupo 
de investigación sobre este tema -ya lo dijimos 
en la discusión en general- y Uruguay cayó en 
la mira, por lo que una misión está por llegar 
a nuestro país para investigar precisamente el 
tema del lavado de dinero a partir del negocio 
“offt-shore". 

Además, este grupo, creado por el Grupo de 
los Siete, que se llama GAFI -Grupo de Acción 
Financiera Internacional-, tiene como objetivo la 
investigación y la recomendación a las institu- 
ciones financieras de préstamo y de crédito. 
Entonces, estas instituciones, a la hora de 
conceder los préstamos y los créditos, consul- 
tan, y creo que avanzar en la legislación sobre 
este punto pone en riesgo el prestigio interna- 
cional del país. Por lo tanto, debemos tener 
mucho cuidado cuando avancemos en este 
tema; es necesario abordarlo en profundidad. 
Evidentemente, no es tema para un proyecto de 
ley de urgente consideración. Lo único que 
explica la urgencia de este punto es la 
permanente presión que se ha recibido por parte 
de las personas que están al frente de las zonas 
francas, porque todos nosotros en la Comisión 
recibimos llamadas, pedidos de entrevista, una 


94 CAMARA DE REPRESENTANTES 


y otra solicitud y propuestas diferentes. Enton- 
ces, francamente, considero que a pesar de la 
referencia que se hace al artículo 47, que habla 
de los explosivos, de las armas de fuego, 
etcétera, no deberíamos avanzar sobre este 
tema. 

Además, el comercio de la zona franca ha 
tenido varias observaciones, no sólo por parte 
del Grupo de los Siete -ahora viene a 
investigarlo a través de esta misión italiana-, 
sino también por el propio Departamento de 
Estado, que ha hecho sucesivas declaraciones 
y advertencias a nuestro país sobre este tema. 

El ex Director Nacional de Aduanas, ingeniero 
lllarietti, quien ocupó ese cargo desde 1995 
hasta el 8 de marzo pasado, fue consultado 
sobre los controles que dicha Dirección realiza- 
ba en las zonas francas, en una entrevista 
publicada en "Posdata" el pasado 30 de 
noviembre de 2000, y respondía: "¿Zonas 
francas? En las zonas francas no pudimos 
entrar, pero desde el punto de vista fiscal es un 
depósito más, con un régimen tributario prefe- 
rencial. Desde la concepción aduanera es un 
punto más donde pueden ocurrir operaciones de 
comercio exterior, por lo tanto necesita informa- 
ción en tiempo real, una fiscalización básica de 
contenidos.- ¿Eso no se pudo hacer?.- No se 
pudieron establecer las interfases, pero está 
todo listo". Pero no ha habido interés en hacerlo, 
Además, hay otras declaraciones del ingeniero 
lllarietti con relación al contrabando, al papel 
que cumplen los contenedores que se pierden 
por el camino hacia las zonas francas y a que, 
a pesar de haberse avanzado en el control 
informático en cuanto al manejo de bultos, allí 
no se puede ingresar. 

Respecto a los negocios *off-shore", creo que 
en el Senado -en el momento de tratarse el 
Presupuesto- se estableció un cambio en el tipo 
de contabilidad sobre el Impuesto a la Renta de 
la Industria y Comercio para las instituciones 
bancarias, en cuanto a que deberán pagar este 
impuesto cuando realicen negocios "off-shore”. 
¿Cuál es el camino que tienen las instituciones 
bancarias para enfrentar este tipo de ingreso de 
recursos por los negocios que realizan en el 
extranjero? Mudarse para las zonas francas. 
Muchas de las instituciones bancarias de 
nuestra plaza ya lo están haciendo como forma 
de evadir el pago de impuestos que deberían 
abonar si estuviesen establecidas en territorio 
nacional no franco. 

Sinceramente, considero que, por responsa- 
bilidad, nosotros no deberíamos legalizar el 
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negocio "off-shore", que está mirado con lupa en 
todo el mundo. 


SEÑOR AMARO CEDRES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AMARO CEDRES.— Señor Presiden- 
te: queremos señalar brevemente que nos 
parece muy bien que se actualicen algunas de 
las normas contenidas en este proyecto de ley. 
Sentimos que es importante lo que se ha dicho 
con relación a este artículo y estamos totalmen- 
te de acuerdo. 

De todos modos, tenemos que destacar su 
último inciso, porque en este país, en el que se 
habla de la necesaria eficiencia para poder 
crecer, advertimos que en el interior -esto lo 
hemos planteado en ANTEL- las tarifas telefó- 
nicas son mucho más elevadas. Además, en 
materia de competitividad entre una zona franca 
del interior y una de Montevideo, hay una 
desventaja enorme. El planteamiento que hemos 
hecho, junto con el de otros legisladores, ha 
posibilitado una rebaja de un 15%, que es 
totalmente insuficiente. 

El hecho de que ANTEL no pueda fijar tarifas 
diferenciales para los servicios de telecomuni- 
caciones, fundadas en la distancia entre Mon- 
tevideo y el lugar en que se encuentre 
emplazada la zona franca, nos parece una muy 
buena señal para tener expectativas de creci- 
miento en el interior. Entonces, bajo el concepto 
de que estamos dando igual precio para las 
conexiones de comunicaciones en todo el país 
“estoy hablando de un concepto de igualdad, de 
posibilidades de ser competitivos y de aplicar un 
principio descentralizador-, entendemos que 
estamos votando un buen artículo que posibili- 
tará que el interior se vea fortalecido en la 
captación de estas posibles inversiones para el 
Uruguay. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: sabemos que después de tantas horas de 
sesión es difícil razonar en forma colectiva, 
como habitualmente sucede en sesiones más 
breves. Sin embargo, queremos complementar 
algunos de los aspectos que ya se han 
manejado. 

No voy a repetir, pero sí a mencionar, como 
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titular, lo que acaba de leer el señor Diputado 
Sendic con relación con los negocios "off-shore" 
y sus consecuencias. Pienso que en este 
proceso las zonas francas están en un cruce 
muy especial, en un cruce de lo que significa 
mundialización y, en particular, regionalización. 
Además, en este momento y con relación a este 
artículo en particular, hay un cruce no sólo con 
los típicos problemas impositivos y clásicos, sino 
con las innovaciones en materia de telecomu- 
nicaciones y asociados. 

Como recién manifestaba el señor Diputado 
Ronald Pais, corrigiendo una intervención ante- 
rior basada en un texto que fue modificado, el 
depósito de páginas web no quedó incluido entre 
las cosas que podrían hacerse. Es un mero 
ejemplo. Deberíamos hacer un colectivo y serio 
análisis de cada uno de los items, ya que 
estamos en un punto de enorme sensibilidad a 
muchas puntas. Realmente, consideramos que 
las posibilidades que ofrecen las zonas francas 
son significativas para el país; además, hay una 
pluralidad de zonas francas con realidades muy 
diferentes. Naturalmente, una está mucho más 
desarrollada que las otras, pero hay otra en 
Colonia que tuvo sus buenos momentos y su 
significación y que, con seguridad, también tiene 
potencialidades interesantes. 

De todas maneras, pensamos que hay que 
estudiar este tema con mucho detalle; hay que 
analizarlo con detenimiento, porque estamos 
hablando de negocios que pueden ser grandes, 
de empresas que son significativas, y la certeza 
del marco jurídico hace a la viabilidad de las 
cosas más interesantes que puede haber en las 
zonas francas; tal vez no de las otras, las 
menores, las que simplemente buscan el hueco 
transitorio. Pero los negocios en serio que 
pueden posibilitarse; el planteo de que hay 
actividades para la región que pueden alojarse 
aquí, obliga a una precisión jurídica, a una 
certeza y a una firmeza que no sólo hace a 
nuestra tranquilidad, sino a la de los potenciales 
inversores. 

Aquí se ha hablado de la posibilidad de 
habilitar las casillas de correo electrónico para 
que operen desde un acceso local. De eso se 
trata. Tenemos dos textos: las modificaciones 
del literal A) -a las que hacía referencia el señor 
Diputado Sendic- y las del literal C), que 
esencialmente habilitan a interactuar entre la 
zona franca y la zona no franca del territorio 
nacional. También el último inciso habilita 
nuevas posibilidades, pero eso, en todo caso, 
no es lo que está en discusión ni lo que genera 


grandes innovaciones o grandes riesgos. 

Debemos ser muy precisos en esta materia 
de habilitaciones entre la zona franca y la zona 
no franca del territorio nacional, porque esto 
abrirá posibilidades a decisiones importantes. 

Reconozco que con mucha nobleza el señor 
Diputado Ronald Pais dijo que el texto proba- 
blemente no estuviese pulido y, en particular, 
que no estaba consultado. Creo que ante temas 
de esta índole es preferible que se hagan las 
dos cosas, es decir, que sean consultados y 
pulidos; no quiere decir que después haya 
unanimidades, pero sí que las busquemos y que 
lo trabajemos con precisión. Yo pregunto qué 
quiere decir que se haya facilitado que las 
casillas de correo electrónico puedan operar 
desde allí. Creo que si preguntamos dónde 
están localizadas las casillas de correo de los 
integrantes de esta Cámara advertiremos que 
algunas están en territorio nacional y otras no; 
al día de hoy esto transita de una manera muy 
distinta de como lo hacen las mercancías. 

A mi juicio, este punto es irrelevante pero 
otros no, y no estoy diciendo que esté en 
desacuerdo. Hace poco tiempo, a través de una 
ley habilitamos la emisión de certificación de 
firma electrónica para procesos del Estado, pero 
se tuvo mucho cuidado en salvaguardar otras 
medidas cautelares que en la legislación 
uruguaya existen con respecto a la certificación. 
Me pregunto: ¿qué significa incluir en una ley 
esta habilitación de certificación electrónica? 
Reitero: no digo que no esté bien, no lo estoy 
cuestionando; sólo afirmo que es un tema sobre 
el cual me gustaría recibir otros asesoramientos 
que los que se han registrado en las versiones 
taquigráficas de la Comisión. 

Voy a referirme a temas más fuertes: los 
centros de llamadas, los "call centers". Este sí 
es uno de los temas fuertes e importantes para 
el país de hoy. ¡Vaya si será importante para 
el país que un "call center” regional pueda estar 
instalado aquí y no en otro lado! Esto está claro. 
Yo diría que aquí hay casi un punto de cruce 
de la coyuntura tecnológica internacional con las 
posibilidades jurídicas de la zona franca. 

De acuerdo con esta redacción, a los 
actuales "call centers” con destino local -por 
ejemplo, las centrales de llamadas de bancos, 
de radio taxis o de instituciones médicas-, desde 
el punto de vista impositivo les convendrá 
trasladarse a zonas francas. No habrá cambio 
en las fuentes de trabajo, pero sí se modificará 
el lugar en el que estarán ubicadas trasladán- 
dose a las zonas francas, y no tengo dudas de 
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que en virtud de ello habrá pérdidas para la 
Tesorería General de la Nación. Esto no apunta 
sólo a los "call centers" internacionales. 

Voy a adelantar dos planteamientos. El 
primero tiene que ver con que, puesta de 
manifiesto la enorme significación que el tema 
tiene, nuestra mayor disposición a trabajarlo 
rápidamente -hay oportunidades de inversión 
que hay que tratar de no perder- y la intención 
de manejarnos con cuidado en asuntos como los 
que mencionaba el señor Diputado Sendic, 
vamos a mocionar para que este tema pase a 
la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Diputados; se trata de que no sea votado con 
esta redacción que fue y vino y que no es 
producto de estudios y asesoramientos adecua- 
dos. Sí lo consideramos un tema urgente y, 
como tal, estamos dispuestos a tratarlo y a 
llevarlo adelante. 

El otro planteamiento está relacionado con el 
hecho de que si esta moción de orden que 
alcanzaremos a la Mesa -que sería bueno para 
la Cámara y para el país que resultara 
aprobada- no fuera acompañada, trataríamos de 
hacer alguna acotación sobre los asuntos que 
consideramos más fuertes, porque hay que tener 
en cuenta que el tema de los "call centers" 
puede tener efectos y motivar decisiones de 
muchas empresas. Tal como viene redactada la 
disposición, no tengo dudas de que determinará 
deterioros en la Tesorería General de la Nación 
y migración de trabajos actuales -no nuevos- 
hacia la zona franca. Ya ha sucedido en otras 
áreas, y en ésta afectará aún más aspectos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Dese cuen- 
ta de una moción de orden presentada por los 
señores Diputados Ponce de León, Bayardi, 
Domínguez, Barrios, Bentancor, Sendic, Pintado 
y Fonticiella. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que el artículo 65, corres- 
pondiente a la Sección XI, 'Zonas Francas', 
pase a consideración de la Comisión de 
Hacienda". 


— Se va a votar. 
(Se vota) 
— Treinta y siete en noventa y uno: Negativa. 


Correspondería poner a votación el artícu- 
lo 65, con las modificaciones que planteó el 
miembro informante en mayoría, señor Diputado 
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Ronald Pais, en cuanto al literal A) y con la que, 
con relación al literal D), presentaron las 
señoras Diputadas Saravia Olmos y Rondán y 
los señores Diputados Ronald Pais, Acosta y 
Lara y Gustavo Silveira. 


SEÑOR BAYARDI.— 
Presidente? 

Si bien es cierto que de todos modos no 
vamos a votar en esta oportunidad, quisiera que 
la Mesa hiciera repartir el texto del artículo, a 
efectos de disponer de información que vaya 
más allá de la lectura de la Mesa. 


¿Me permite, señor 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Pensé que 
el artículo estaba repartido, porque está firmado 
por varios señores Diputados; como no es así, 
se repartirá de inmediato. 

Léase el modificativo del literal D) del artícu- 
lo 65, presentado por las señoras Diputadas 
Saravia Olmos y Rondán y los señores Diputa- 
dos Ronald Pais, Acosta y Lara y Gustavo 
Silveira. 


(Se lee:) 


"D) Otras que, a juicio del Poder Ejecutivo, 
resultaren beneficiosas para la econo- 
mía nacional o para la integración 
económica y social de los Estados. 


En caso de que por este medio se 
habilite la prestación de nuevos servi- 
cios desde zona franca hacia el terri- 
torio no franco, los mismos estarán 
alcanzados por el régimen tributario 
vigente al momento de la habilitación, 
pudiendo establecerse el mismo en 
base a regímenes de retención de 
impuestos con carácter definitivo, de 
acuerdo a lo que establezca el Poder 
Ejecutivo. 


El Poder Ejecutivo adoptará las me- 
didas necesarias, a los efectos de que 
estas actividades no perjudiguen la 
capacidad competitiva o exportadora de 
las empresas ya instaladas en zona no 
franca". 


— Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
el artículo 65 con las modificaciones que 
acabamos de señalar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y uno en noventa y uno: Afirma- 
tiva. 
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Corresponde pasar a considerar la Sec- 
ción Xi. 


SEÑOR PINTADO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante en minoría. 


SEÑOR PINTADO.— Señor Presidente: el 
señor Diputado Ponce de León acaba de hacer 
llegar a la Mesa un aditivo que especifica 
algunas cuestiones. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Acaba de 
llegar el aditivo al que está haciendo referencia 
el señor Diputado Pintado. 

Léase el aditivo al punto 1) del literal C) del 
artículo 65, presentado por los señores Diputa- 
dos Fonticiella, Domínguez, Ponce de León, 
Barrios y Bentancor. 


(Se lee:) 


“1)Centro de llamadas (Call Center), en 


tanto las llamadas desde territorio 
nacional, no superen el 20% del tráfico 
total". 

— En discusión. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: con este aditivo tratamos de minimizar el 
potencial efecto que tendría el traslado de 
centros de llamadas locales que trabajen en el 
medio local, El planteamiento de potenciales 
inversiones en relación con los "call centers" 
-que no estaría mal definir mejor en la ley, 
porque al respecto hay varias acepciones 
distintas- parece claro que refiere a poder 
radicar en Uruguay elementos cuyo destino 
principal es la atención regional. En ese sentido, 
pensemos en cualquier firma, ya sea un banco 
o una empresa tecnológica, que instale su 
centro de llamadas en Uruguay. Entendemos la 
lógica de pedir que se habilite la posibilidad de 
hacer llamadas locales para quien instala un 
"call center” regional, que hoy ya puede operar 
con el resto del mundo, pero que no podría 
interactuar con Uruguay, por lo que se vería 
deteriorada la competitividad, ya que habría que 
instalar el regional por un lado, en la zona 
franca, y el de Montevideo por otro. Lo que 
decimos es: el total de las llamadas desde el 
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Uruguay a un "call center" regional, dependiendo 
de las áreas, puede estar en el orden -tomando 
la proporción que queramos de población, de 
PBI, de niveles de equipamiento de diverso tipo 
o de lo que sea-, de un 3%, un 5% o un 7%. 
Nosotros proponemos poner un tope bastante 
mayor que ése, de un 20% de llamadas locales. 
Ningún "call center" regional tendrá tantas 
llamadas desde Uruguay como del resto de la 
región; de lo contrario, no sería regional. Y lo 
que sí se lograría con este aditivo sería evitar 
el riesgo -al que aludíamos anteriormente- de 
que centros de llamadas locales pasen a tener 
un incentivo fiscal en las zonas francas para 
atender, desde allí, entidades médicas, banca- 
rias, etcétera. 

Pensamos que esta propuesta no dificulta el 
objetivo planteado en cuanto a las inversiones 
regionales y que evitaría esos aspectos nega- 
tivos que, de lo contrario, podrían verse 
habilitados. 


SEÑOR PAIS.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante en mayo- 
ría. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: todavía no ha llegado a nuestras manos 
el texto del aditivo al que alude el señor 
Diputado Ponce de León, pero me parece que 
el señor Diputado se plantea una hipótesis que 
ya ha sido considerada en el literal C). El tiene 
cierta prevención, temor o al menos dudas sobre 
la migración que pueda haber de "call centers" 
desde territorio no franco hacia zonas francas. 
Esa es una preocupación que nosotros compar- 
timos; creo que nadie quiere que ello suceda. 

No obstante, en mi concepto, la parte final 
del literal C), que dice: "Los servicios que 
anteceden recibirán el mismo tratamiento tribu- 
tario que los servicios prestados desde el 
exterior ya sea en lo que refiere al prestador, 
así como a la deducibilidad del mismo por el 
prestatario”, está determinando una restricción 
muy importante. Por ejemplo, a los efectos del 
IRIC, habría que ir al Título IV del Texto 
Ordenado de 1996, "Normas Tributarias de 
Competencia de la Dirección General Impositiva". 
En el literal L) del artículo 13, que habla de la 
renta neta, se expresa: "Los gastos realizados 
en el extranjero en cuanto sean imprescindibles 
para la obtención de las rentas de fuente 
uruguaya, en cantidades razonables a juicio de 
la Dirección”. Esta es una limitante muy 
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importante para el contribuyente del IRIC: le 
quita un elemento de deducción que lo va a 
hacer pensar dos veces antes de ir hasta allí. 

Digo esto más allá de que, honestamente, 
creo que aquí no existen "call centers" de las 
dimensiones que estamos pensando. Creo que 
el único "call center” comparable a esto -y 
todavía es un nene de pantalón corto- es el de 
UTE. No creo que existan otros que tengan el 
tráfico al que estamos aludiendo. 

Podría pensarse en la hipótesis de determi- 
nada empresa, por ejemplo, que tuviera un "call 
center", que no fuera contribuyente del IRIC y 
que tratara de trasladarse allí los servicios para 
ahorrarse el IVA. Se me ocurre que ésa sería 
la única hipótesis que podría justificar una 
migración. Verdaderamente, yo no veo el peligro 
que el señor Diputado Ponce de León quiere 
prevenir, aunque, haciendo la salvedad de que 
se trata de una materia muy compleja y de que 
no creo ser el dueño de la verdad en este tema 
-que es muy novedoso-, ello puede suceder. 

Me parece que este tipo de control es muy 
complicado: lo hemos visto cuando abordamos 
el tema de los juegos de azar por medio de 
llamadas telefónicas. Hace poco tiempo debimos 
introducir algunas modificaciones y recuerdo que 
tenlamos muy buena intención de controlar ese 
aspecto, pero no sabíamos cómo. Entonces, si 
bien comparto el valor que el señor Diputado 
pretende preservar, teniendo en cuenta cómo ha 
quedado redactado el proyecto de ley -según lo 
que acabo de explicar- no creo que existan 
tantos riesgos, y me causa dudas la medidas 
que él propone en cuanto a la implementación 
y al alcance que se le pueda dar. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— SÍ, señor 
Diputado. 
SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 


interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: quisiera hacer una pregunta. 

Hablemos, a mero título de ejemplo, de una 
empresa de taxímetros a la que un usuario de 
la zona franca le ofrece manejar toda la atención 
telefónica, por lo que para aquella empresa esta 
matería pasa a ser subcontratada. Adviértase 
que el usuario de zona franca está exonerado 
de una cantidad de elementos de tipo impositivo. 
Yo no digo que cambie la situación en cuanto 
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a las fuentes de trabajo porque, en definitiva, 
donde se requerían veinte telefonistas se va a 
seguir necesitando la misma cantidad, pero creo 
que inducimos a un movimiento económico. Sín 
duda, en el país no existen "call centers” de la 
dimensión de los que hay en la región, y que 
tienen cierta significación, o de los que podrían 
venir. No obstante, en Uruguay existe una buena 
cantidad de instalaciones de recepción o de 
emisión -hay de los dos tipos- de llamadas 
telefónicas, que ocupan muchas decenas de 
personas. De manera que yo no minimizaría el 
efecto que esto tendría y su significación. 

Hoy en día, empresas que normalmente 
tenían su sistema de comunicación por radio, 
con su propia banda, antenas, etcétera, están 
"tercerizando" -entre comillas- el servicio. Hay 
firmas que lo único que hacen es ofrecer un 
servicio de interconexión de radio. Antes eso no 
existía, y no tengo dudas de que cada vez más 
va a existir en el área telefónica. Tal vez se trate 
de una opción que hasta hoy no se ha planteado 
mucho, pero me permito decir que quien se 
instale en zona franca podrá ofrecer el servicio 
con una clarísima ventaja en relación con lo que 
hoy es el resto de la plaza. 

Con esto no estoy cuestionando la intención 
de quienes propusieron el artículo que, segura- 
mente, era la de operar en la región, pero 
pongámosle alguna limitación que no moleste a 
quienes se desempeñan a este nivel. No creo 
que ni los más firmes partidarios de esta idea 
puedan decir que para un centro regional implica 
una limitación que se establezca un tope del 
20% de llamadas del Uruguay. De esa forma, 
eliminaríamos el otro problema; así sea por el 
beneficio de la duda. 

No sé si el ejemplo que pongo es absurdo, 
pero es lo que yo puedo ver. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
continuar el miembro informante en mayoría, 
señor Diputado Ronald Pais. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: advierto que se ha presentado una 
moción, por lo que suspendo mi intervención a 
fin de que la Mesa pueda darle lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se lo 
agradezco, señor Diputado. 


10.— Asunto 
de hora 


entrado fuera 


Dese cuenta de una moción de orden 


Cal e y 


Cash 


Ga, 2 


tos 
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presentada por los señores Diputados Leglise, 
Amorín Batlle, Fernández Chaves, Bayardi y 
Pablo Mieres. 


(Se lee:) 
"Mocionamos para que se dé cuenta de los 
asuntos entrados fuera de hora". 
— Se va a votar. 
(Se vota) 
— Ochenta y dos en ochenta y tres: Afirmativa. 


Dese cuenta de los asuntos entrados fuera 
de hora. 


(Se lee:) 


"La Cámara de Senadores remite el proyecto 
de ley, aprobado en nueva forma por dicho 
Cuerpo, por el que se aprueba el Presu- 
puesto Nacional Ejercicio 2000-2004. 

C/586/000" 


— A la Comisión de Presupuestos integrada 
con la de Hacienda. 


11.— Intermedio 


— Dese cuenta de una moción de orden 
presentada por los señores Diputados Leglise, 
Amorín Batlle, Fernández Chaves, Bayardi y 
Pablo Mieres. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que a partir de la hora 18 
y 30 la Cámara pase a intermedio hasta el 
día martes 19, a la hora 10". 


— Se va a votar. 
(Se vota) 


— Ochenta y tres en ochenta y cuatro: Afirma- 
tiva. 


12.— Fomento del empleo y 
mejoras de la Adminis- 
tración. (Ncrmas) 


Continúa le 
debate. 


consideracion del asunto en 
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Puede continuar el miembro informante en 
mayoría, señor Diputado Ronald Pais. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: he seguido la argumentación del señor 
Diputado Ponce de León, y es un tema para 
pensar. El había puesto como ejemplo las 
empresas de taxímetros y, según tengo enten- 
dido, el 95% son contribuyentes de IRIC -aclaro 
que ignoro el tema- y al no poder deducirlo, o 
hacerlo en una medida muy pequeña, significa 
un golpe muy grande porque se tributa sobre la 
renta bruta y no sobre la neta, lo que desalienta 
esa migración. 

Sin perjuicio de esto, la duda que plantea el 
señor Diputado es legítima. No estoy ciento por 
ciento convencido de que esto no vaya a 
provocar ninguna migración, pero creo que el 
valor que se está tratando de preservar es 
bastante más amplio que ese posible peligro, y 
de lo que se trata es de que no se nos escape 
fuera del país algo que puede estar dentro de 
él. 


SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BAYARDI.— Señor Presidente: quie- 
ro repasar en qué situación estamos. Tengo 
entendido que nos estarían quedando las 
Secciones XIl, XI] y XIV, que corresponde a la 
reglamentación, además de un artículo que el 
miembro informante en mayoría, señor Diputado 
Ronald Pais, pidió que fuera desglosado. 
Solicito que se haga llegar a los señores 
Diputados la copia del nuevo artículo propuesto 
para que lo vayamos conociendo de ahora al 
martes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En este 
momento se está haciendo copia para repartir 
a todos los señores legisladores. 


SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor miembro informante en minoría. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: en 
primer lugar, deseo dejar constancia de que el 
Nuevo Espacio no ha acompañado el artículo 65 
votado por la mayoría de la Comisión con las 
observaciones del miembro informante en ma- 
yoría, señor Diputado Ronald Pais. 

En segundo término, quiero decir que fue muy 
difícil trabajar en este artículo, en particular por 


100 


idas y venidas de la coalición de gobierno 
-entendemos las observaciones del señor Dipu- 
tado Ronald Pais- y la falta de claridad en 
cuanto a lo que se querfa. 

En tercer lugar, quiero adelantar que acom- 
pañaremos la propuesta del señor Diputado 
Ponce de León de que, por lo menos, 
intentemos establecer un mecanismo para que 
estos centros de llamadas regionales sean 
efectivamente regionales y no simplemente una 
traslación para trabajar en el medio local con 
mayor ventaja. 


SEÑOR CARMINATTI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CARMINATTI.— Señor Presidente: 
quisiera que se reconsiderara la posición de 
recomenzar la sesión a la hora 10 del próximo 
martes. Dicha hora nos afecta, sobre todo a los 
Diputados del interior, que debemos venir el 
lunes para evitar tener que madrugar mucho el 
día de la sesión, lo que ocasiona que cuando 
estamos aquí ni siquiera podamos razonar. 
Sería cuestión de comenzar, como siempre, en 
horas de la tarde. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La moción 
fue presentada por todo el Cuerpo; sólo cabe 
la posibilidad de que el señor Diputado presente 
una moción por escrito y la fundamente. Luego 
la pondremos a consideración. 


SEÑOR BAYARDI.— 
Presidente? 

En este momento vamos a pasar a interme- 
dio y, finalizado éste, lo primero que vota- 
ríamos sería el aditivo que estaba en discu- 
sión. 


¿Me permite, señor 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— El señor 
Diputado Bayardi puede quedarse tranquilo, 
porque votaremos todo lo que está en deuda: 
el título, las secciones que faltan, el aditivo, el 
artículo 14 y la propuesta del señor Diputado 
Ponce de León. 


13.- Intermedio 


La Cámara pasa a intermedio. 


(Es la hora 18 y 30) 


Dr. WASHINGTON ABDALA 
PRESIDENTE 


Dra. Margarita Reyes Galván 
Secretaria Relatora 


Dr. Horacio D. Catalurda 
Secretario Redactor 


Mario Tolosa 
Director del Cuerpo de Taquígrafos 


Dep. Legai N* 211.038/00 - Central de Impresiones Ltda. 


“e De 


